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    Prólogo


    La educación imaginada: 
una educación para la paz


    Colombia ha entrado en una nueva etapa creativa, en un tiempo de reconstrucción y de creación de un país nuevo, el cual resuelve sus conflictos por la democracia y dedica todas sus capacidades y talentos a construir una sociedad más justa, más educada y más próspera. Nos encontramos de cara a un país que se enrumba hacia la consolidación de un proyecto nuevo de nación, fruto de un proceso de paz que transita del querer la paz a construir la paz. Sin embargo, es necesario ser realistas. Los expertos sostienen que en Colombia se requieren por lo menos tres generaciones para lograr reconstruir el tejido social, familiar y personal destruido por décadas de todo tipo de violencias. Si aceptamos el lapso propuesto por ellos, según el cual cada generación comprende veinte años, entonces, antes de 60 años no podremos contar con una nación en paz. 


    Seis décadas para conseguir la paz. Mucho y poco tiempo. Recordemos que una de las causas de la secular violencia colombiana es el carácter agresivo de los connacionales. Los conflictos son resueltos, antes que por el diálogo, por medio de comportamientos violentos. Esto se expresa en la cotidianidad intrafamiliar, laboral, en el estudio, en la calle o en internet. La educación no ha logrado tocar y transformar este rasgo enraizado en el corazón de nuestra cultura. No habrá educación para la paz exitosa si esta no pasa previamente por la construcción de una cultura de paz que se contraponga a una cultura de la violencia. Acá la educación juega un rol fundamental, ya que le compete formar para el desmantelamiento de la cultura de la guerra, la promoción de los derechos humanos, la interacción que vive en justicia y compasión, el respeto por la diversidad, la reconciliación y la solidaridad, la vida en armonía con el planeta Tierra y el cultivo de la paz interior.


    Desde esta perspectiva de largo plazo, la construcción de la paz significa hacer de este país una casa nueva, edificada sobre tres cimientos fundamentales: uno ético que asegure la lucha contra la corrupción, otro espiritual que favorezca el perdón, la reconciliación y la misericordia, y finalmente el de naturaleza cultural, que promueva la cultura de la vida, de los derechos humanos, del valor del otro y que le dé un golpe eficaz a la cultura cimentada en el sacrificio de seres humanos. 


    El concepto de construcción de la paz, de entenderse como acciones dirigidas a fortalecer y consolidar la paz para no recaer en un conflicto, ha ido expandiendo y diversificado su significado a campos como los procesos de desmovilización, desarme y reintegración, el desminado, la justicia transicional, los procesos de reparación y reconciliación, y el rediseño de las instituciones políticas y económicas. Por tanto, la construcción de la paz trasciende la resolución de conflictos por medio de negociaciones de paz e implica el trabajo en favor de la cultura de paz unida al desarrollo de los pueblos. Desde este punto de vista, se comprende que la construcción de la paz es un proceso de largo plazo, dinámico, no secuencial, con altibajos y que implica diversos retos y frentes de acción paralelos.


    En esta perspectiva, la cultura de paz permite la construcción de la paz duradera y sostenible. Proponer nuevas maneras de acercarse a la creación de una cultura de paz desde la educación es una tarea prioritaria e ineludible de todos los comprometidos con la formación de las nuevas generaciones. Se trata de construir algo nuevo, de un esfuerzo de imaginación innovadora, de una educación no antes vista que aporte al gran proyecto nacional de construcción de la paz. 


    Un primer paso sería su contribución creativa para intervenir los distintos tipos de violencia. Al respecto, es posible distinguir entre violencia directa (interpersonal o intergrupal), violencia estructural (relativa a estructuras de relación de la comunidad, de grupo, jerarquía o sistema) y violencia cultural (concerniente a la cultura de grupo u organización, principios o normas implícitas o explícitas, tradiciones internas, etc.).


    Violencia directa: sin personas con paz interior y sin colectivos pacificados no es posible desencadenar procesos de cultura de paz. La reconciliación con el otro no es olvido del pasado, sino libertad ante el rencor y el resentimiento, cambiando en el presente las condiciones que generaron ese pasado. De esta manera, será posible que aflore el perdón. En Colombia las escuelas, colegios y universidades están llamadas a educar en este espíritu de paz, fomentando el diálogo constructivo, la resolución de conflictos por vía pacífica y la acción política no-violenta.


    Violencia estructural: las fracturas no saldadas de orden económico, territorial, social, político e institucional que hacen del sistema colombiano algo cada vez más injusto, en detrimento de los pobres y excluidos, tienen en las universidades su gran baluarte para estudiar e investigar sus causas estructurales, sus raíces históricas y sus posibles soluciones. A las universidades les corresponde ser creadoras de un pensamiento transformador y las formadoras de los profesionales dirigentes de esa transformación. La paz, la armonía, la convivencia ciudadana pasan necesariamente por la construcción previa de un país cada vez más equitativo, por el reto vital por el hacer una nación con buen gobierno, educación de calidad, protección del medio ambiente, reducción de la desigualdad, erradicación de la pobreza, entre otros importantes aspectos.


    Violencia cultural: pasar de la cultura de la violencia a la cultura de paz, entendida como ese conjunto de valores, actitudes y comportamientos que reflejan el respeto a la vida, al ser humano y a su dignidad, es tal vez la misión más importante de las instituciones educativas colombianas en las próximas décadas. Hay toda una cruzada por hacer con las nuevas generaciones de jóvenes que llegan a sus aulas para interiorizar los valores que son la base para la construcción de la paz, como la solidaridad y la cooperación en el día a día, la tolerancia que de la coexistencia debe llevar a la convivencia, el reconocimiento de las diferencias, el respeto a los derechos humanos, la conservación del orden y la democracia, la búsqueda de soluciones distintas a las soluciones violentas, la vida en armonía con el planeta Tierra, el cultivo de la paz interior, el equilibrio de la vida política, económica y social entre las naciones. 


    La idea de cultura de paz conlleva un alto grado de complejidad, lo cual es un reto para la formación integral de las presentes y futuras generaciones, que nos permite poco a poco la reconfiguración de una cultura que no legitime la violencia ni la indiferencia; por el contrario, que nos eduque en cambiar la manera como nos ­aproximamos a los conflictos, solucionándolos por vía pacífica y no de una manera que genere más violencia. Intervenir desde la educación la violencia directa, la violencia estructural y la violencia cultural colombianas no es otra cosa que emprender una transformación cultural de lo que hasta ahora ha predominado en nuestro ser nacional. Es educar una nueva generación de colombianos con una nueva mentalidad y comportamientos que sean como la base, como el trampolín para el desarrollo, desde el cual se pueda adelantar la transformación social.


    Un segundo paso sería idear y concretar una educación pertinente para los ciudadanos rurales, que como habitantes del campo colombiano han sido las principales víctimas de todo tipo de violencias en las últimas seis décadas de la historia del país. Es un hecho que dentro del ámbito educativo ha habido un completo desarrollo de todo lo relacionado con la educación urbana, no de igual manera sobre la educación rural. Esta última ha sido objeto más bien de una especie de transferencia de conocimientos sin mayor adecuación de enfoques formativos, modelos pedagógicos, sistemas de evaluación, organización curricular y estilos de formación de maestros, ideados y planeados para la escuela, el colegio y la universidad de las ciudades y municipios. 


    Sin desconocer lo anterior, los especialistas sostienen que en Colombia la educación centrada en los escenarios y en los sujetos rurales sí existe, se le puede denominar educación rural e implica una triple comprensión: la primera, desde una aproximación estadística, entiende la educación rural como aquella que se ofrece en los planteles rurales, es decir, en las veredas y corregimientos. La segunda, desde una aproximación a los modelos y programas más característicos, comprende la educación rural precisamente como aquellos modelos y programas diseñados, concebidos y aplicados con la población rural. La tercera, desde una aproximación a las prácticas de los profesores, concibe la educación rural como la identificación de los aspectos más o menos específicos del ejercicio rural de la educación, a partir del testimonio de los propios educadores. 


    Sin embargo, también se debate que la educación debe ser una sola, pues dada la cada vez mayor interacción entre el mundo urbano y el mundo rural, que hace que las fronteras sean más y más borrosas, se tendría como fin último de la educación en el país formar ciudadanos con un lenguaje y ethos comunes, constructores de una sola nación. Independientemente de la posición que se asuma, lo cierto es que caminar hacia una cultura de paz requiere hoy por hoy una apuesta por repensar las dinámicas educativas de la sociedad. Necesita de procesos propositivos para construir espacios donde los ciudadanos urbanos y rurales sepan convivir juntos, en medio de su diversidad y multiculturalidad; donde las apuestas colectivas tengan mayor impacto que las decisiones que respondan a intereses personales, y donde las identidades colectivas sean tan o más valoradas y reconocidas como las individuales. 


    Es dentro de todo este contexto donde el libro de Daniel Lozano Flórez, titulado Desarrollo, educación rural y construcción de la paz en Colombia, viene a dar un aporte significativo a la discusión educativa nacional en curso. En una coyuntura en la que el país político y el país nacional vuelven su mirada hacia la ruralidad colombiana y —por lo menos en intención— toman conciencia de que la construcción de la paz pasa necesariamente por el desarrollo del campo, la educación rural vuelve a ocupar el primer plano de la agenda pública. Es ahí donde el juicioso estudio y agudo análisis de Daniel Lozano, investigador y profesor universitario de amplia trayectoria, cobra toda su importancia. Al abarcar la evolución de la educación colombiana con una mirada retrospectiva que se inicia a mediados del siglo XX y se prolonga hasta la segunda década del siglo XXI, focalizándose particularmente en las teorías y enfoques del desarrollo, su influjo en las políticas educativas internacionales, con su consecuente intervención en la política educativa nacional, nos brinda un panorama histórico explicativo de las causas y consecuencias de nuestro hoy educativo.


    La percepción de Daniel Lozano, que es la del sociólogo, experto en política pública y educador, ausculta la sociedad latinoamericana y colombiana en su inmersión en un mundo globalizado, con una democracia que ha perdido credibilidad por la crisis de legitimidad de la clase política y su deficitaria administración del Estado. En este contexto, su habilidad de observador crítico lo lleva a reflexionar sobre lo que ha ocurrido con el campesino, el desarrollo rural y la educación rural. Con mirada no pesimista sino realista hace ver que la construcción de una nueva ruralidad en Colombia pasa necesariamente por un desarrollo con enfoque territorial mediado por los pequeños municipios, siempre y cuando se logre superar la crisis por la cual atraviesa el sistema político y administrativo del municipio colombiano; crisis que examina en profundidad.


    Una consolidada experiencia de la gestión pública en las regiones junto con el rol desempeñado como decano de Facultad de Ciencias de la Educación han permitido que Daniel Lozano nos proporcione en su libro una perspectiva futurista de la educación rural, la cual conjuga en su itinerario pedagógico el desarrollo local, la ­consolidación de la democracia y la formación de los ciudadanos rurales de hoy y de mañana. A este propósito presenta como experiencia modélica el proyecto Utopía, que la Universidad de La Salle adelanta en Yopal, Casanare, con estudiantes de todo el país. 


    Desarrollo, educación rural y construcción de la paz en Colombia es un libro de obligada lectura para todos aquellos que en la actualidad se interesan por la transformación, mejora de la calidad de vida, bienestar y buen vivir de nuestros compatriotas habitantes del campo. Su público objetivo está constituido por planificadores, diseñadores y agentes de las políticas públicas que piensan que la paz duradera y sostenible pasa por una renovada ruralidad. Asimismo, por educadores y maestros en formación de las normales superiores y facultades de educación del país, cuya lectura les ayudará a comprender la trascendencia de la educación rural y, muy seguramente, a hacer de su proyecto de vida profesional un compromiso permanente como maestros rurales. Daniel Lozano Flórez ha escrito un libro de sociología de la educación de raigambre colombiana, donde los profesionales de las Ciencias Sociales podrán encontrar constructos teóricos que les permitirán comprender lo que aconteció, dilucidar los derroteros del presente; pero, ante todo, otear las rutas del porvenir con esperanza.


    Hermano Fabio Humberto Coronado Padilla, Fsc.


    Exvicerrector Académico 


    Universidad de La Salle

  


  
    Introducción


    Los textos que componen este libro fueron escritos entre 2006 y 2015. En su gran mayoría se trata de documentos producto de las reflexiones y discusiones con los estudiantes del espacio académico denominado Políticas Educativas, Legislación y Docencia, ofrecido en el programa de Maestría en Docencia, de la Universidad de La Salle y del interés académico del autor por el proyecto Utopía, el cual ha sido concebido como un modelo de educación superior rural orientado a la atención de las principales necesidades educativas de los jóvenes campesinos de Colombia, afectados por la violencia, la pobreza y la exclusión. Consideramos, además, muy pertinente la adopción y ejecución de este modelo, por lo menos mientras trascurre la fase de evolución de la sociedad colombiana, identificada como ­posconflicto, y durante el desarrollo del proceso de edificación de la paz. Esta propuesta de educación es desarrollada por la Universidad de La Salle en el campus de El Yopal, Casanare, desde 2010.


    Es cierto que, durante el periodo señalado, la interacción con los estudiantes del programa de Maestría, así como con algunos profesores de la Universidad y el reconocimiento de los avances y resultados logrados por el proyecto Utopía, nos ha permitido el establecimiento de un diálogo académico que ha despertado el interés por el conocimiento y la reflexión sobre los diferentes temas contenidos en este volumen.


    En efecto, uno de los ejes de ese diálogo ha sido el estudio de la relación entre la sociedad y la educación. Así, pues, en relación con este campo, nos hemos ocupado del reconocimiento y conocimiento de algunas teorías sociales y económicas que nos ayuden a la compren­sión del proceso histórico de constitución de la sociedad colombiana desde mediados del siglo XX hasta nuestros días y del estudio de los diferentes enfoques sobre el desarrollo adoptados durante los últimos años. Estos han ejercido influencia en la orientación de los procesos de construcción social del territorio fomentados, en especial, por el Estado, las instituciones internacionales comprometidas con la gestión y puesta en marcha de procesos de desarrollo, y por algunos movimientos sociales y organizaciones no gubernamentales.


    Es en este contexto donde se introduce la reflexión sobre la educación, con la cual concluye el capítulo 1 de este libro. Esta reflexión se ocupa del examen de la expansión de la educación científica y del crecimiento del sector educativo durante la mayor parte del siglo XX, hechos que estuvieron relacionados con la constitución de la nación colombiana, la formación de los ciudadanos y, sobre todo, con la construcción de nuestra modernidad. Además de esto, el análisis de la educación realizado aborda el estudio de los cambios introducidos a la concepción de educación hacia el final de los años ochenta del siglo pasado, cuando en el mundo inició el despegue del proceso de globalización de la actualidad. Debo agregar que este examen de la educación termina aquí con un análisis de los cambios introducidos durante los años ochenta y noventa a la concepción y fines de la educación, lo cual se hace mediante una revisión de documentos de política educativa internacional, expedidos por instituciones internacionales comprometidas con el desarrollo educativo en América Latina y en el mundo.


    Este último análisis incorpora como referentes el auge del proceso de globalización y la búsqueda de alternativas para su inserción en este por parte de los países de la región latinoamericana, entre los cuales, desde luego, está Colombia, y la emergencia de las ideas políticas y económicas impulsadas por el neoliberalismo. Aquí vale la pena destacar la referencia a la invisibilización que tiene la pedagogía en las políticas educativas internacionales y la asignación a la educación de unos fines relacionados, en particular, con la formación de personas competentes, es decir, capaces de desempeñar funciones en las organizaciones del sistema económico y de desarrollar, en los procesos de interacción social, las conductas que espera la cultura hegemónica de la sociedad de cada uno de los actores partícipes del desarrollo de los procesos sociales establecidos en la sociedad.


    En el capítulo 2 se retoman los planteamientos de la teoría de la globalización esbozados en el capítulo 1 y se relacionan con el nuevo marco establecido por el proceso globalizador y el neoliberalismo, con el fin de avanzar en el esbozo de unos lineamientos teóricos aplicables al desarrollo del sistema de relaciones internacionales, más que nada entre los países latinoamericanos, sus organizaciones y movimientos sociales.


    En el marco de este análisis, se presentan los principales planteamientos de las teorías de la dependencia, del estructuralismo y del realismo periférico, los cuales aportan elementos conceptuales de interés, a nuestro juicio, en la construcción de un sistema de relaciones entre los países y actores sociales de la región, de tal forma que sea posible la estructuración de diferentes acciones sociales y de cooperación con el fin de darle viabilidad al desarrollo de una acción social educativa fundamentada en las políticas educativas internacionales y en las propuestas alternativas de educación que emergen de los movimientos sociales y de los proyectos educativos independientes.


    Hay que mencionar, además, que en el capítulo 2 se abordan dos aspectos de capital importancia para el desarrollo del proceso educativo contemporáneo. El primero trata sobre la contribución de la educación al restablecimiento del vínculo social, el cual se encuentra afectado por la persistencia en la sociedad de problemas sociales endémicos que impactan diferenciadamente el territorio de cada país y la población asentada en este, entre los cuales encontramos la violencia, la pobreza, las desigualdades sociales y las disparidades territoriales, la exclusión, el deterioro del medio ambiente y el desempleo. En este punto se destaca el aporte de la Universidad de La Salle a la restitución del vínculo social a personas y territorios de Colombia afectados por la crudeza de la realidad colombiana, realizado desde una propuesta particular de educación superior rural contenida en el proyecto Utopía. El segundo aspecto se relaciona con la contribución de la educación, en especial de la educación rural, a los procesos de construcción social del territorio en los pequeños municipios de ­Colombia y al desarrollo local y rural de estos.


    Debo agregar que el conocimiento y comprensión de los aportes de la educación a los procesos de construcción social del territorio, sobre todo mediante la producción y democratización del conocimiento, la formación de nuevas mentalidades y el fomento del cambio social, es fundamental para entender la articulación que debe tener la educación a los proyectos políticos de desarrollo territorial, especialmente los formulados a nivel local y regional. De igual manera, para concebir la contribución de la educación a la recomposición del tejido social, en particular con relación a la construcción de una sociedad pacífica, tolerante e incluyente, con capacidad de poner en marcha procesos de movilidad social ascendente. En este campo, el mundo rural, que incluye los pequeños municipios colombianos, es prioritario porque es el más perjudicado por los problemas que afectan a nuestra sociedad.


    El capítulo 3 presenta una reflexión sobre la democracia en el actual momento histórico de Colombia y se señalan algunos retos en esta materia, relacionados con el fortalecimiento y la profundización del régimen político democrático. El análisis que desarrolla prioriza, por un lado, la reflexión sobre el municipio y la descentralización política, administrativa y fiscal; por otro, el desarrollo de los sistemas municipales de educación.


    Recordemos que la Constitución Política de Colombia, promulgada en 1991, adoptó la descentralización como uno de los principios rectores de la organización de la República y como principal fundamento de la autonomía de las entidades territoriales. Así, esta iniciativa constitucional, desarrollada en las leyes 60 de 1993 y 715 de 2001 —mediante las cuales se reglamentó la distribución de competencias y de recursos entre las entidades territoriales— y, de manera particular, en la Ley 115 de 1994 o General de Educación —la cual confirió viabilidad a la conformación de los sistemas municipales de educación— implantó en el ordenamiento jurídico y en la organización institucional del Estado otra forma de gestión del sector educativo colombiano.


    Asimismo, en el nuevo orden político consagrado en la Constitución Política y luego desarrollado en las leyes y decretos reglamentarios, el municipio alcanzó una revalorización y adquirió una centralidad; de esta manera, se convirtió en la unidad básica de la organización institucional del Estado colombiano. Esta nueva ­condición hizo del municipio el lugar privilegiado para el logro de los objetivos y metas fijadas por la población en materia de desarrollo y de ­bienestar social, y el escenario donde se debían resolver los principales conflictos sociales y realizar las acciones orientadas al fortalecimiento de la democracia; es decir, el espacio donde en la actualidad se concreta el ejercicio de la democracia por parte de los ciudadanos y en ­general de la población.


    Es evidente, en este nuevo contexto social y político creado por la Constitución Política y los desarrollos en materia de la política pública de descentralización, que la educación emergió como una estrategia que debía contribuir al desarrollo del territorio, a la intervención y resolución de los problemas y conflictos sociales que afectaban a la población asentada allí; a la formación de una nueva cultura política que estimulara el ejercicio de prácticas políticas democráticas por parte de la población y fortaleciera el ejercicio del Gobierno local.


    Conviene subrayar que en los diferentes textos de este ­capítulo se hace referencia al municipio, escenario institucional donde se ejecuta la política pública de educación, prestando especial atención a la articulación de esta política a los demás asuntos públicos sobre el desarrollo formulados por los gobiernos territoriales y, desde luego, identificando algunas debilidades y falencias de la organización política y administrativa estatal que condiciona y limita la ejecución de la política de educación y el logro de los resultados previstos en su formulación.


    A partir de la experiencia desarrollada por la Universidad de La Salle en el Departamento de Casanare con el proyecto Utopía, en el capítulo 4 se presentan unas reflexiones acerca de los roles y funciones que debe desempeñar la educación superior rural en la construcción del mundo rural colombiano y, además, otras relacionadas con la necesidad del país de disponer en sus departamentos y regiones de instituciones de educación superior y de universidades con una clara perspectiva de lo regional. En ambos casos, el proyecto Utopía es tomado como un referente por tener en cuenta a la hora de formular la política de educación superior de Colombia, más que nada de aquella dirigida a las regiones más afectadas por el conflicto y por los problemas sociales endémicos existentes, en las cuales se quiere generar condiciones para el desarrollo de nuevos procesos de construcción social que permitan contar con nichos sociales modernos, pacíficos, competitivos, democráticos y participativos, incluyentes y sostenibles.


    De acuerdo con lo mencionado, el primer texto del capítulo 4 analiza los requerimientos del mundo rural colombiano en materia de formulación y ejecución de una auténtica acción social que contribuya a su desarrollo. Claro está, se considera que en la estructuración de esta acción social la educación superior debe ser su eje articulador, ­debido al reconocimiento de las contribuciones que esta educación puede hacer al desarrollo rural con enfoque territorial, en particular mediante la composición del marco cognitivo territorial, integrado por los conocimientos estructural y funcional, y el capital cognitivo, la formación de profesionales comprometidos con el cambio social en la región y con capacidad de liderazgo político, la conformación de organizaciones sociales y productivas, y el desarrollo de procesos de socialización política que articulen la población de la región a la sociedad mayor y contribuyan a la reconciliación, la convivencia y el respeto entre las personas que tienen adscripciones culturales, sociales y políticas diferentes.


    Por otra parte, el segundo texto del capítulo 4 estudia la relación entre el logro de resultados en materia de desarrollo regional y la disposición en el territorio de una oferta educativa formulada por una universidad con perspectiva regional. En este sentido, las reflexiones introducidas destacan los roles y funciones de la educación superior en la generación del conjunto de condiciones requeridas por el proceso de desarrollo endógeno del territorio, en particular con lo atinente a la formación del capital cognitivo y de la inteligencia regional, sin los cuales el desarrollo territorial resulta una tarea muy difícil de concretar.


    Por último, se concluye esta introducción señalando que aproximadamente la mitad de los textos publicados en este volumen corresponde a documentos hasta ahora inéditos y la otra mitad está conformada por dos artículos publicados en revistas de la Universidad de La Salle y por cuatro ponencias presentadas y discutidas en congresos internacionales, organizados por la Asociación Latinoamericana de Sociología (ALAS), la Asociación Latinoamericana de Ciencia Política (ALACIP) y el Instituto de Investigaciones Gino Germani, de la Universidad de Buenos Aires, Argentina.


    Asimismo, conviene destacar que desde el punto de vista disciplinar, el contenido del libro es una reflexión académica que toma la acción social educativa dispuesta por el sistema educativo nacional mediante la formulación de políticas educativas y de proyectos educativos que luego ejecutan las instituciones públicas y privadas. Esta acción social desplegada por la educación, especialmente rural, en el territorio, es analizada haciendo uso de conceptos de la sociología y de teorías sobre el desarrollo. Bien pareciera por todo lo anterior que es un ejercicio académico propio de la sociología de la educación. Habría que decir también que este libro es resultado del ejercicio de la docencia y de la curiosidad intelectual que el proyecto Utopía ha despertado en el autor.

  



  

    Capítulo 1


    El desarrollo y los cambios 
en la concepción y fines de la educación


    TEORÍAS SOBRE EL DESARROLLO ECONÓMICO Y SOCIAL


    Este capítulo presenta de forma resumida los principales elementos de las teorías sobre el desarrollo económico y social formuladas desde mediados del siglo XX. Su conceptualización y metodología han ayudado al conocimiento y la explicación de problemas sociales y a la identificación de alternativas para el aprovechamiento de ventajas comparativas, así como de algunas oportunidades y a la formulación de políticas públicas, en cada país. Asimismo, des­de el punto de vista académico, los fundamentos conceptuales de estas teorías han sido la base para elaborar nuevas teorías sobre la sociedad y el desarrollo. Igualmente, hacemos referencia a los en­foques que han emergido en los contextos de estas teorías y a los es­tilos de desarrollo que estos han promovido.


    Las teorías a las cuales se hace referencia son las siguientes: la modernización, la dependencia, los sistemas mundiales y la globalización. Estas son de gran importancia, además de lo señalado, porque han fundamentado la formulación de políticas públicas nacionales e internacionales y han contribuido a la definición de los cambios en el régimen político, la determinación de las características de la administración pública y de la gestión pública, la enunciación de objetivos y metas de desarrollo y de bienestar social, y el señalamiento de las funciones y los tipos de procesos por institucionalizar y poner en marcha por parte de la sociedad y las organizaciones e instituciones públicas y privadas.


    La importancia del estudio de estas teorías en este texto se reconoce por los aportes que estas han hecho a las investigaciones sobre el desarrollo y al análisis comprensivo de la realidad social y, además, por la influencia ejercida en la definición de la concepción, el fin y los objetivos de la educación. Recordemos que, en el mundo, desde mediados del siglo XX la educación empezó a experimentar grandes cambios e inició su tránsito hacia una perspectiva instrumental relacionada con su contribución al desarrollo. En relación con este asunto, Martínez et al. (1994) señalan que a partir de este momento:


    […] la educación entró a jugar un papel esencial inscribiéndose definitivamente en todo intento global o local de impulso al desarrollo, pues siendo una necesidad primordial también era concebida como la base de roca firme sobre la que debía levantarse la superestructura económica y social de los países que inician su desarrollo. (pp. 76 y 77)


    De esta forma, la expansión de esta educación emergió como una de las estrategias por aplicar en los procesos de construcción del desarrollo territorial, sobre todo por sus aportes a la formación de los capitales que intervienen en el devenir de los procesos de desarrollo, los cuales según Boisier (2004a) incluyen lo cognitivo, simbólico, cultural, social, cívico, institucional, psicosocial, humano, mediático y sinergético, que intervienen en el devenir de los procesos de desarrollo. Además, la educación fue considerada también estrategia en la intervención de problemas sociales, como la pobreza, el desempleo, la violencia, el cuidado del medio ambiente, entre otros, cuya resolución se considera fundamental para el desarrollo del capitalismo moderno y la construcción de una sociedad democrática que garantice el ejercicio de los derechos a las personas. Una vez concluida la presentación de las teorías del desarrollo, se muestran algunos enfoques sobre el desarrollo.


    TEORÍA DE LA MODERNIZACIÓN


    Esta teoría surgió pocos años después de haber finalizado la Segunda Guerra Mundial, en un contexto donde se identificaban dos grandes grupos de países. Un primer grupo estaba constituido por los participantes en la guerra, los cuales, a consecuencia de la confrontación bélica, quedaron con sus economías y sociedades muy afectadas y, desde luego, al concluir esta confrontación, emprendieron procesos de reconstrucción. Un segundo grupo lo integraron los países en condiciones de bajo desarrollo que buscaban alternativas conducentes al crecimiento de sus economías y a la inserción de estas en el mercado mundial. Otro elemento de este contexto que incidió en la formulación de esta teoría fue el relacionado con el desarrollo de la denominada Guerra Fría, la cual, además del riesgo de una nueva guerra mundial, promovía el socialismo como formación social alternativa al capitalismo.


    Los planteamientos de la teoría de la modernización adoptaron como modelo el proceso evolutivo vivido por la sociedad, la economía y las instituciones de los países con mayor desarrollo o industrializados. Precisamente, esta razón indicaba que los países en proceso de desarrollo debían recorrer el camino de los países desarrollados, con el fin de que lograran resultados similares a los alcanzados por estos en materia de crecimiento de su base económica, aumento de los ingresos de la población, mejoramiento de la calidad de vida de sus pobladores, consolidación y desarrollo de la democracia liberal como fundamento de sus regímenes políticos y desarrollo de sus instituciones.


    Asimismo, la modernización consideró que entre los países de Occidente había dos tipos polares de sociedad, constituidos por la sociedad tradicional y la moderna. El primer tipo fue caracterizado por la existencia de un sistema de valores y de creencias fundado en la tradición y en la religión, el cual era el fundamento de las prácticas culturales de los asociados, de su organización social y de sus relaciones sociales; y en una economía desarrollada por la familia, destinada a asegurar la subsistencia de esta. Más aún, los teóricos de la modernización señalaron que las relaciones sociales eran afectivas, transcurrían en el plano personal y se daban en un ámbito social restringido, circunscrito por lo general a lo local. Esta sociedad reconoce en la comunidad, entendida esta como un grupo social pequeño que comparte un territorio y un conjunto de valores y de creencias, su unidad básica para el logro de los objetivos y metas —individuales y colectivas— que se fijan.


    El segundo tipo corresponde a la sociedad moderna, caracterizada por orientar el desarrollo de una acción social con valores universales compartidos socialmente; poner en marcha una acción económica racional, cuyos objetivos son la ganancia, la acumulación y la inversión de capital, sostenida por la empresa como su unidad básica y la industrialización como principal soporte del proceso productivo. El desarrollo económico basado en el crecimiento emergió como su gran propósito, la democracia como referente para la ­organización del ­régimen político y la ciudadanía expresada en un régimen de derechos y deberes de las personas como principio de la organización social y fundamento de la vida comunitaria. Este tipo de sociedad tiene en la persona, en el sujeto individual, un actor social de primer orden, por eso el sistema social y los subsistemas que lo integran disponen los recursos para que este sujeto logre los objetivos y metas que se propone, y alcance su realización personal.


    La teoría de la modernización considera necesario la puesta en marcha de acciones y de procesos sociales que permitan a las sociedades hacer el tránsito de lo tradicional a lo moderno. En efecto, en el desarrollo de esta transición debe operar un cambio a través del cual los miembros de la sociedad tradicional prescindan de los elementos que conforman el sistema tradicional de valores y de creencias —por lo menos de aquellos que están en contradicción con los valores y principios de lo moderno— y adopten el sistema universal de valores y los principios del mundo moderno. Sin duda, esta transición requiere que el Estado inicie un proceso modernizador que intervenga desde la perspectiva de lo moderno al mundo tradicional.


    Algunos desarrollos de la teoría de la modernización derivados de los conceptos expuestos por Weber (1977) y Parsons (1976) señalan que en el tránsito de la sociedad tradicional a la moderna se requieren cambios sustanciales en elementos clave del sistema societal, entre los cuales mencionan los siguientes: lograr un subsistema económico más efectivo, es decir, con mayor productividad y rentabilidad; introducir cambios en el subsistema de la cultura, sobre todo en el componente educativo, mediante la expansión de la oferta educativa y la introducción de una educación moderna o científica; el cambio en el susbsistema institucional del Estado, procurando la construcción de unas instituciones diferenciadas y con una especialización funcional, de tal forma que ofrezcan a las personas las condiciones para el logro de sus metas; profundización del proceso de secularización y de formación de una nueva ética basada en los valores sociales compartidos y en los principios de la solidaridad, equidad e igualdad.


    Por otra parte, Rostow (1972) sugiere que la evolución de la sociedad, desde la perspectiva de la modernización, opera en el sistema societal a través de un proceso social de cambio cuya ejecución se efectúa por etapas. Este proceso culmina cuando la sociedad hace el tránsito de una economía basada en la producción para la subsistencia de la familia —característica de la sociedad tradicional— a una economía cuya producción está orientada al mercado y, especialmente, a la satisfacción de las necesidades de un masivo y alto consumo.


    La aplicación de esta teoría en la realidad de los países de América Latina tuvo un periodo que inició entre los años sesenta y setenta del siglo pasado, cuando se identificaron señales de atraso en nuestras sociedades con respecto a los logros alcanzados en las sociedades modernas y se diseñaron alternativas para adelantar procesos de modernización. Los diagnósticos realizados mostraron que en Latinoamérica era necesaria la implementación de políticas públicas que estimularan la inversión de capitales en las diferentes ramas del sector productivo, la obtención de ayudas en materia de bienes de capital y de conocimiento, la consolidación de la democracia como expresión del régimen político y la realización de procesos de reforma, sobre todo en el sector agrario de cada país. Los procesos de modernización puestos en marcha en aquella época en los países de la región latinoamericana se hicieron con el amparo del programa denominado Alianza para el Progreso,1 impulsado por el presidente John F. ­Kennedy, de Estados Unidos.


    Otros desarrollos de la teoría de la modernización tienen origen en la sociología clásica,2 en especial la estructural funcionalista elaborada por Talcott Parsons (1976). Este autor, reconocido en gran medida por su aporte a la sociología a través de su teoría general de la acción social, hizo un desarrollo conceptual a partir del concepto referido a las variables normativas, con el cual explicó el proceso evolutivo de la sociedad. Su concepción sobre las variables normativas la conforman pares de variables3 que, de acuerdo como se presenten y combinen en los estudios de la sociedad, facilitan la identificación, entre otros, de los tipos polares de sociedad. Así, por ejemplo, como lo señala Jaramillo (1987), las sociedades tradicionales u ­organizadas en torno al parentesco se orientan por las variables de particu­larismo-adscripción, y la sociedad moderna o industrial se orienta por el universalismo-logro.


    Las variables normativas que caracterizan estos tipos polares de sociedad hacen referencia a la dicotomía entre las expectativas recíprocas de acción de los actores sociales, las cuales en la adscripción se estructuran con base en el logro y las características de cada persona. Así, pues, el logro hace referencia a las expectativas determinadas en función o de acuerdo con las capacidades individuales, y las características personales aluden a género, origen social, procedencia territorial, entre otras. El universalismo-particularismo centra su atención en las normas, en primer lugar, en aquellas de tipo general, abstracto e impersonal, las cuales se extienden al conjunto de la sociedad y deben ser acogidas por sus miembros. Estas normas, además, tienen el encargo de regular las relaciones sociales. En segundo lugar, el universalismo-particularismo atiende las normas de tipo particular, es decir, de aquellas que tienen un valor o significado especial para un actor específico que establece relaciones específicas o se relaciona con objetos determinados.


    Estos desarrollos conceptuales de la teoría parsonsiana de la acción social se convirtieron en parte de los cimientos de la teoría de la modernización. Esta teoría concibe que el proceso modernizador de la sociedad ocurre mediante el desarrollo de un cambio evolutivo que lleva a la transformación de las relaciones sociales, de los procesos sociales y de las instituciones de la sociedad. Este cambio, desde la perspectiva de Parsons, tiene origen en la sociedad tradicional y opera mediante una transición que culmina cuando se consolida la sociedad moderna y, en consecuencia, predomina el universalismo. En el contexto del proceso de globalización que otorga una centralidad al mercado, el universalismo tiene una nueva orientación, debido a que se ha estimulado el desarrollo de la competencia y del individualismo. Así, el proceso modernizador que ha conducido al paso de la sociedad tradicional a la sociedad moderna en esta época introdujo cambios sustanciales en el sistema de logros establecido por la sociedad, sobre todo con la introducción del principio que establece que el “éxito, para individuos, sectores sociales y países, no es la cooperación o la solidaridad, sino triunfar en la competencia con los demás” (Coraggio, 2000, p. 29).


    Se aludió antes a la prescripción de la teoría de la modernización sobre la ruta que debe seguir el proceso de cambio o modernizador en los países donde predomina la sociedad tradicional. Al respecto, se destacó que esta teoría indica que dichos países deben hacer el mismo recorrido de los países modernos e industrializados y lograr resultados similares en los indicadores de desarrollo económico y social. De acuerdo con estos planteamientos, los procesos de modernización en los países de América Latina se han realizado con el apoyo de los países industrializados, más que nada de Estados Unidos, y de las instituciones de la banca multilateral para el desarrollo. Esta ayuda se ha traducido en programas de cooperación, empréstitos y la formulación de políticas internacionales que deben aplicar los países en proceso de modernización, principalmente en materia de reforma del Estado, cambios en la concepción y enfoques del desarrollo económico y social, reforma del Estado y del régimen político, y reestructuración de los procesos económicos.


    Por último, algunos autores del campo de la ciencia política se han ocupado del estudio de los conceptos desarrollados por Parsons, sobre todo en la perspectiva de hacer una operacionalización de estos, con el fin de obtener nuevos desarrollos en la teoría de la modernización. Entre estos autores sobresalen Dahl, Easton, Bottomore, entre otros, quienes han hecho hincapié en la interdependencia e interacción que presentan las instituciones sociales, la importancia de la cultura en la constitución de los sistemas sociales y en el desarrollo de los procesos de cambio, máxime de aquellos surgidos de las situaciones de conflicto y de las tendencias al equilibrio homeostático de los sistemas y subsistemas sociales. Los desarrollos teóricos alcanzados por estos autores han permitido llegar a precisiones como: la modernización es un proceso que ocurre en el interior de un sistema. En su desarrollo intervienen, de forma diferenciada, los grupos sociales, destacándose los ­económicos, en los que hay una mayor internalización de lo moderno; la modernización es un proceso de cambio, de transformación cultural en especial, en el sistema de valores. En consecuencia, mediante este cambio en la sociedad dejan de predominar los valores tradicionales y se adoptan los valores del mundo moderno; la modernización se desarrolla a través de un proceso que puede conducir a la transformación de la totalidad del sistema social o al cambio en algunas de sus partes o de los subsistemas que lo conforman.


    TEORÍA DE LA DEPENDENCIA


    Esta teoría tiene origen en los conceptos sobre el desarrollo, elaborados por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) en los años cincuenta del siglo pasado. Uno de los autores destacados y de mayor influencia en esta institución fue Raúl Prebisch, quien compartió la perspectiva de desarrollo planteada por la Cepal y conocida como de “sustitución de importaciones”, concebida como una alternativa para que los países de América Latina alcanzaran su desarrollo. La sustitución de importaciones tiene en el concepto centro-periferia uno de sus principales fundamentos para su propuesta y la construcción de su modelo. Este concepto hace referencia a la relación establecida entre las economías del centro, consideradas prósperas y autosuficientes, y las periféricas, caracterizadas por ser poco competitivas y marginales. Esto, en términos de las relaciones económicas entre los países, se tradujo en una dependencia económica que llevó a que la producción de los países de la periferia dependiera de la producción y la riqueza de los del centro. La consecuencia de esta dependencia fue el establecimiento de una división internacional del trabajo, en la cual los países de la periferia eran productores y exportadores de materias primas, y los países del centro producían y exportaban productos manufacturados.


    Así, pues, la Cepal, y Prebisch (1982), teniendo en cuenta la dependencia económica entre los países y las implicaciones de la división internacional del trabajo establecida, cuestionaron las posibilidades de los países latinoamericanos para alcanzar su desarrollo, debido a que la productividad era mayor cuando la fabricación era de productos derivados de la actividad industrial, que cuando se trataba de elaborar materias primas o mercancías primarias. Además de esto, encontraron que en los países periféricos los salarios se estancaban y que la ganancia era mayor en los países centrales.


    Esta brevísima exposición basta para explicar el origen de la propuesta de la Cepal sobre la industrialización de los países latinoamericanos, aplicando el modelo de sustitución de importaciones y del incremento de la inversión pública. A través de la industrialización y del proteccionismo de la actividad comercial, los gobiernos de los países latinoamericanos pretendieron hacer una transformación de sus economías mediante el logro de resultados en materia de crecimiento económico, el incremento considerable de la inversión, el mejoramiento del empleo (tanto en el número de puestos como en su calidad y remuneración) y la consecución de mejores alternativas para la distribución de la riqueza.


    En síntesis, la propuesta del modelo de sustitución de importaciones formulado por Prebisch (1982), para ser aplicado en un país y producir su desarrollo, consideró necesario que la política pública atendiera lo siguiente:


    1) Centralidad del Estado en la promoción y fomento del desarrollo nacional.


    2) Prioridad del capital nacional en la financiación de la inversión privada requerida por el proceso de desarrollo.


    3) Generación de condiciones que facilitaran el ingreso en cada país de capitales procedentes del exterior, con estricta atención a las prioridades formuladas en los planes nacionales de desarrollo.


    4) Estimulación de la demanda interna mediante el desarrollo de sistemas nacionales de mercado que contribuyeran a consolidar el proceso de industrialización en Latinoamérica y el progresivo incremento salarial de los trabajadores.


    5) Desarrollo de un sistema público de seguridad social eficiente, con cobertura especialmente para los sectores pobres de la población, para que estos contingentes de población mejoraran sus condiciones de vida y su competitividad.


    6) Protección a la producción nacional, mediante el desarrollo en cada país de estrategias que le permitieran llevar a cabo la sustitución de importaciones.


    Los gobiernos de los países de América Latina orientaron sus políticas de desarrollo nacional con los principios de esta teoría y del modelo de sustitución de importaciones hasta comienzos de los años setenta del siglo XX. No obstante, hacia el final de los años sesenta un grupo de autores,4 identificados con las ideas que inspiraron los procesos revolucionarios en la región y con la construcción del socialismo, formularon críticas a la teoría de la Cepal y construyeron otra versión de la teoría de la dependencia.


    Entre los planteamientos expuestos por los críticos de la teoría agenciada por la Cepal se destacan los relacionados con el análisis político sobre la cuestión del desarrollo y la dependencia. Al respecto, las críticas se concentraron en los alcances otorgados a los conceptos de centro y de periferia, y al de subdesarrollo, a partir de los cuales la Cepal explicó la división internacional del trabajo existente y los roles desempeñados en esta por los países de la región latinoamericana, la situación relacionada con el bajo crecimiento de las economías nacionales, el atraso de algunos países y las estrategias para la construcción del desarrollo en América Latina.


    Entre los críticos de esta concepción del desarrollo se destacan Cardoso y Faletto (1973), quienes confirieron al concepto dependencia una centralidad en sus análisis, debido a que era un “instrumento teórico para acentuar tanto los aspectos económicos del subdesarrollo como los procesos políticos de dominación de unos países por otros, de unas clases sobre las otras, en un contexto de dependencia nacional” (pp. 161 y 162) y, en consecuencia, señalaron que en el análisis de la dependencia debía tenerse en cuenta la relación existente entre el Estado, las clases sociales y la producción.


    De esta forma, la perspectiva introducida por estos autores incorporó una dimensión política al análisis, ausente en los planteamientos cepalinos, fundada en el concepto dominación, la cual ligaba la condición de subdesarrollo de los países a los intereses y presiones de grupos sociales, económicos y de las clases sociales. Desde esta perspectiva, Dos Santos (1973) planteó que la dependencia es “una situación en la cual un cierto grupo de países tienen su economía condicionada por el desarrollo y expansión de otra economía a la cual la propia está sometida” (p. 44). Así, considerar que un país con situaciones de dependencia podría alcanzar índices de desarrollo similares a los logrados por los países de los cuales dependía resultaba insensato. En palabras de Gunder Frank (1970), para quien la dependencia no es más que una teoría del subdesarrollo, las acciones realizadas y los recursos asignados por un país dependiente con el fin de obtener su desarrollo solo le permitirían conseguir el “desarrollo del subdesarrollo”.


    Ahora, se enuncian algunos aspectos centrales sobre las críticas hechas desde lo económico por la nueva generación de teóricos de la dependencia a sus antecesores. Como se advierte en el texto, el campo del desarrollo fue el punto de partida de unos y otros. En este contexto, los críticos expusieron que hay una relación entre el subdesarrollo de unos países y la expansión de las economías de los países industrializados. En consecuencia, desarrollo y subdesarrollo son las dos caras del proceso económico ejecutado por el capitalismo moderno, del cual el subdesarrollo emerge como una condición impuesta por los países desarrollados a los demás y no como una etapa previa que deben recorrer los países en la ruta hacia el logro del progreso. En resumidas cuentas, según Cardoso y Faletto (1973), la dependencia “alude directamente a las condiciones de existencia y funcionamiento del sistema económico y del sistema político, mostrando las vinculaciones entre ambos, tanto en lo que se refiere al plano interno de los países como al externo” (p. 24).


    Así, las críticas también señalaron que los llamados países del centro o de desarrollo superior no favorecían el progreso de los países de la periferia económica o subdesarrollada cuando la economía de los primeros estaba en auge y en condiciones estables. En este escenario, a los países periféricos les subordinaban su proceso de industrialización, con lo cual su condición de dependiente se acentuaba.


    TEORÍA DE LOS SISTEMAS MUNDIALES 


    Esta teoría surgió a comienzos de los años sesenta del siglo XX, cuando Wallerstein y su equipo de investigadores, de la Universidad del Estado de New York, identificaron que en la economía capitalista mundial ocurrían hechos que, en el caso de los países del tercer mundo o subdesarrollados, como se les llamó de manera genérica, se convertían en situaciones que condicionaban el desarrollo y los procesos económicos de estos países, es decir, que ejercían gran influencia sobre ellos. Asimismo, estos investigadores señalaron que tales hechos y situaciones emergieron como nuevas realidades ­económicas y ­sociales, imposibles de analizar y explicar en el marco del concepto Estado nación y menos aún con los fundamentos y categorías de análisis formulados por la teoría de la dependencia. Además, durante los años sesenta y setenta ocurrieron otros hechos de origen ­económico y político que generaron nuevos contextos internacionales, los cuales influyeron en el surgimiento del planteamiento de los sistemas mundiales. A estos hechos se hará referencia más adelante.


    Además de lo anterior, en los años setenta, los fundadores de la teoría de los sistemas mundiales expresaron su preocupación por los bajos resultados en materia de mejoramiento de la calidad de vida y, en general, de la formación de las condiciones requeridas para el desarrollo de los procesos económicos y la reproducción de la población. De igual manera, notaron que algunas economías asiáticas —Corea del Sur, Hong Kong, Japón, Taiwán y Singapur— presentaban una tasa de crecimiento atípico, quizá como consecuencia de las condiciones supranacionales impuestas por la economía capitalista mundial, al margen de las tendencias señaladas por el sistema financiero y el mercado internacional. Así, el comportamiento presentado por los indicadores de las economías asiáticas fue adoptado como referentes de las nuevas dinámicas que empezaban a presentar la economía en el mundo, con lo cual se fundamentó más la idea sobre la imposibilidad de explicar estas nuevas manifestaciones de la economía desde la teoría de la dependencia (Wallerstein, 1987).


    Otra circunstancia que influyó en el surgimiento de la teoría de los sistemas mundiales estuvo asociada con hechos ocurridos a nivel internacional, especialmente con la crisis política5 entre la Unión Soviética y China, la cual afectó las relaciones entre estos países y dio origen a dos grandes bloques de países. Esta crisis se profundizó, además, con el fracaso de la Revolución Cultural y, más adelante, con la apertura de China a la inversión capitalista. Desde luego, este hecho fue importante, pero hubo otros acontecimientos que también incidieron en la construcción del nuevo orden mundial y, desde luego, en el desarrollo de la teoría del sistema mundo, entre los cuales se destacan los siguientes: la crisis de la economía de Estados Unidos y de Europa, ocurrida entre los años setenta y ochenta,6 y el incremento del déficit fiscal.


    En este contexto destacamos algunos de los puntos clave que sustentan la teoría de los sistemas mundiales,7 entre los cuales, según Wallerstein (1987), figuran el reconocimiento de que en los países pequeños y con bajo desarrollo existían condiciones que permitían el avance en la construcción del progreso y del bienestar social, las cuales no fueron aprovechadas de forma efectiva por el Estado nación.


    En este contexto se subraya que la teoría de los sistemas mundiales criticó a las teorías de dependencia y de la modernización la centralidad que otorgaron al Estado nación como institución de instituciones de la cual dependía el logro de resultados por parte de los procesos económicos. Este aspecto marcó una diferencia de fondo con los planteamientos de los sistemas mundiales y de la globalización, porque estas teorías concentraron su atención en temas como el desarrollo de la cultura, la tecnología, el comercio y el sistema financiero internacional y consideraron al mundo su principal espacio. De esta forma, los desarrollos conceptuales de las teorías de los sistemas mundiales y de la globalización desestimaron la preponderancia otorgada por otras teorías al papel del Estado en la construcción del desarrollo y del progreso de los países del llamado tercer mundo.


    En otros términos, la teoría de los sistemas mundiales cuando se apartó de los planteamientos de la modernización y de la dependencia, que reconocían en el Estado nación el gran gestor del progreso y del desarrollo, le otorgó una importancia capital a los roles que jugaban en la construcción del desarrollo algunas variables ­relacionadas con el papel de las empresas multinacionales, el orden mundial del momento histórico, las relaciones de interdependencia entre los gobiernos y las funciones del capital y del sistema financiero internacional. Todavía más: la teoría de los sistemas mundiales consideró que, desde las perspectivas teóricas tradicionales del desarrollo, no era posible explicar de manera adecuada los hechos sociales contemporáneos, así como las condiciones en las cuales se llevaban a cabo los procesos económicos y el encadenamiento entre factores, procesos, instancias, instituciones y actores que determinaban el sentido y curso de la acción económica.


    Mediante el reconocimiento de las características y tendencias presentes en los escenarios económicos mundiales, los autores de la teoría de los sistemas mundiales, entre ellos Wallerstein (1987), formularon críticas, sobre todo a la teoría de la dependencia, entre las cuales mencionamos las siguientes:


    1) El análisis de los procesos económicos se debe hacer teniendo en cuenta el mundo y no el Estado nación y, además, es necesario que se tomen como contextos los ciclos y tendencias que presentan los sistemas económicos mundiales y no los derivados del proceso de desarrollo de los Estados nación.


    2) La teoría de la dependencia dividió el territorio en centro y periferia, otorgándole prioridad al logro del desarrollo económico y la mejora de las condiciones de vida en los países y sectores de la periferia. Como alternativa a esta idea, la teoría de los sistemas mundiales incorporó el concepto semiperiferia y señaló que la atención y el desarrollo se debían alcanzar en el centro, en la periferia y, desde luego, en la semiperiferia. También puso en relieve la importancia de la ciencia en el desarrollo económico y social, en gran parte por su contribución al progreso tecnológico y técnico, y aplicación a los procesos económicos y productivos.


    TEORÍA DE LA GLOBALIZACIÓN


    Esta reflexión se inicia señalando que entre los investigadores del proceso de globalización se ha ido construyendo un consenso sobre el inicio de este proceso y acerca de las dimensiones que involucra. Como resultado de esto, fueron encontrados diferentes autores que coinciden al señalar que la globalización no es un hecho social nuevo; algunos ubican su origen con el momento del surgimiento de la formación social capitalista y las necesidades de expansión de su modo de producción, y otros mencionan que la globalización surgió mucho antes, en otro momento histórico. Así, por ejemplo, algunos estudios plantean que la globalización empezó hace un poco más de cinco siglos cuando inició la época colonial europea (Ellwood, 2007). Asimismo, coinciden los investigadores al señalar que el proceso de globalización se aceleró hacia el final del siglo XX, a partir de los años noventa principalmente.


    Los estudios sobre la globalización muestran que este proceso involucra cambios sustanciales en las dimensiones de la cultura, la política y el orden jurídico e institucional y que, además, otorga una centralidad a los procesos económicos, debido a las necesidades de expansión del capital financiero y al surgimiento de condiciones favorables para ello. En este contexto, resulta muy importante la introducción de nuevos recursos en las telecomunicaciones y la informática, derivados de la revolución tecnológica que vivimos desde finales de los años noventa del siglo pasado. En efecto, la gestión puesta en marcha por los actores de la economía, apoyada en estos recursos, ha facilitado la circulación del capital financiero y de las mercancías, así como el crecimiento del comercio internacional y la expansión de las empresas multinacionales.


    Un planteamiento sobre el peso de la dimensión económica en la globalización lo señala George cuando cita a Percy Barney,8 quien manifiesta que “La globalización, para las empresas de mi grupo, es la libertad de invertir cuando y donde quieran, de producir lo que quieran, de comprar y vender donde quieran y de sufrir las menores restricciones posibles derivadas de la legislación laboral y ­convenciones sociales” (George y Wolf, 2002, p. 17). Sin duda, el desarrollo de procesos productivos y del comercio desde esta lógica económica requiere, como dice Khor (2001), “la supresión de las barreras económicas nacionales, la propagación internacional de las actividades comerciales, productivas y financieras, y el poder creciente de las empresas transnacionales y de los organismos financieros internacionales” (p. 15). Esta perspectiva del proceso globalizador ve en el mundo un único espacio para el desarrollo, en particular de los negocios, los cuales ahora encuentran mejores condiciones para su desarrollo gracias a las innovaciones en materia de tecnología, la cual facilita el desarrollo de las fuerzas productivas y el movimiento del capital financiero, más que nada porque reduce considerablemente el tiempo para las transacciones —se hacen efectivas al instante— y crea un nuevo espacio, el virtual, en el cual se desarrollan muchas de las relaciones sociales.


    En este punto, es importante subrayar que la teoría de la globalización tiene vínculos epistemológicos con la teoría de los sistemas mundiales. Estos vínculos son evidentes en la idea de capitalismo moderno estructurada con base en el concepto de economía-mundo, planteado por Wallerstein (1987) y en las funciones que, desde la perspectiva de este autor, desempeña el mercado en el desarrollo de las relaciones económicas internacionales y de los procesos de producción, circulación e intercambio de mercancías. Además, la perspectiva de hacer del mundo un solo espacio para el desarrollo de los procesos económicos, en la época de la globalización, afianzó la emergencia de instituciones internacionales encargadas del desarrollo de funciones en materia de regulación económica, justicia, cuidado del medio ambiente, entre otras, las cuales antes eran desempeñadas por los estados nacionales.


    Así, instituciones como la Organización Internacional del Comercio, la Corte Penal Internacional, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional en la actualidad desempeñan funciones relacionadas con el ejercicio de formas de gobierno del mundo. Con la emergencia de estas organizaciones, pero sobre todo por la influencia que tienen sus decisiones, se ha afectado la capacidad de intervención de los Estados nacionales en su jurisdicción, así como su soberanía. Es evidente que el rol del Estado, las relaciones de interdependencia entre estos y sus relaciones con las instituciones internacionales potenciadas por la globalización han conducido a concebir el mundo como “aldea global”, “fábrica global”, “tierra patria”, “nave espacial”, “nueva Babel” (Ianni, 2006).


    No cabe duda de que, en el escenario creado por la globalización, la afectación de los roles y de las funciones que por tradición ejerció el Estado han sido objeto de la atención de académicos e investigadores. Así en el contexto del nuevo escenario internacional han surgido interrogantes como los siguientes: ¿cómo afecta la globalización al Estado nacional? ¿Qué vigencia tiene en la actualidad el Estado? ¿Cómo organizar un sistema de relaciones internacionales en el cual los Estados no son los únicos actores? Al respecto, Sassen (2007), a manera de síntesis, señala, por un lado, que la forma Estado permanecerá y tendrá que adaptarse a los nuevos escenarios y, por otro, que los análisis académicos sobre la relación entre el Estado y la globalización muestran tres grandes tendencias, a saber:


    […] la primera postula que la globalización victimiza al Estado y disminuye su importancia; la segunda plantea que es poco lo que ha cambiado y que, en última instancia, los estados siguen haciendo lo que siempre han hecho; y la tercera —una variante de la segunda—sostiene que el Estado se adapta e incluso puede verse transformado por la globalización, con lo que se asegura que seguirá siendo un actor fundamental y que no perderá poder. (p. 61)


    No obstante, Sassen reconoce la existencia de una tensión entre la llegada e inserción de los procesos de globalización en los territorios e instituciones nacionales y las normas e instituciones jurídicas y administrativas fundadas por los gobiernos nacionales. En relación con el desenvolvimiento de esta tensión, anota Sassen que se ha desarrollado una negociación, la cual ha operado a través de: “1) procesos de desnacionalización institucional, y 2) la formación de un orden institucional privado intermediario que se ubica solo en parte dentro del sistema interestatal y que, en realidad, está transformándose en un ámbito institucional paralelo donde se manejan las operaciones fronterizas” (p. 57). Bien podríamos señalar que en la resolución de esta tensión encontramos el fundamento de la denominada “sociedad mundial”, de la cual Beck (1998) destaca que la integra la “totalidad de las relaciones sociales que no están integradas en la política del Estado nacional ni están determinadas (ni son determinables) a ­través de esta” (p. 28).


    Por otra parte, además de las perspectivas económica y jurídico-administrativa, la globalización tiene una dimensión social. Esta consideración nos permite concebir la globalización como hecho que en la actualidad afecta a las sociedades nacionales en todo el mundo, debido a que establece unos patrones y reglas nuevas con las ­cuales se orientan las relaciones entre los procesos desarrollados por los sistemas sociales de cada país. De esta forma, se configuran nuevas maneras de relacionamiento y de interacción entre los sistemas nacionales y sus entornos, de tal forma que se abre la posibilidad para que “muchos sistemas nacionales sean el entorno de otros sistemas nacionales y de que muchos entornos sean compartidos por varios sistemas nacionales de manera simultánea” (Zambrano, 2003, p. 89). Dicho con otras palabras, la característica de la globalización y de los procesos a través de los cuales se produce su implantación consiste en que se extiende a todos los países y a sus respectivas sociedades, de tal forma que ningún país ni grupo social puede apartarse de los demás.


    Ahora bien, la globalización desde su dimensión social también la podemos percibir como un hecho cultural que tiende a ser global y, en consecuencia, homogéneo. Su expresión e incidencia en la cultura nacional es fundamental para la organización de la sociedad, debido a que facilita la interacción entre la población mundial. Quizá es en lo cultural donde es más evidente que no es acertado el uso del concepto de Estado nacional como unidad básica de análisis, debido a que el mundo se convirtió en un solo espacio en el cual la interacción cultural se facilitó y flexibilizó por el uso de la tecnología por parte de la población mundial y de una cantidad creciente de actores sociales.


    La cultura adquiere una importancia capital en el escenario de la globalización. Evidentemente, en esta última está emergiendo una cultura global o mundial, a partir de la cual se derivan las tendencias y características de los procesos económicos, sociales y políticos de cada país. Adicional a esto, los elementos constitutivos de esta cultura se están convirtiendo en los principales insumos para la construcción de los valores universales y la definición de las necesidades humanas y de los derechos de las personas. Recordemos sobre estos asuntos los planteamientos de Weber (1977), quien señala que en el proceso de construcción del sistema de valores son fundamentales las creencias y el patrón social de identidad hegemónico o dominante, así como de aquellos patrones que emergen como alternativos o subordinados.


    Desde otro punto de vista, Garay (1997) analiza la globalización apartándose un poco de la perspectiva homogeneizadora esbozada por la mayoría de autores. Si bien está de acuerdo con su condición de proceso hegemónico, considera que la globalización es un proceso dialéctico, contradictorio, desigual, heterogéneo, discontinuo, asincrónico, estructural, de largo plazo, que se desarrolla bajo el papel catalizador de los países que son el eje o centro de gravedad del sistema económico internacional y se reproduce en las dimensiones económica, política y cultural de las sociedades.


    Esta mirada del proceso globalizador permite a este autor avizorar el surgimiento del neoliberalismo como proyecto político, con el cual se pretende construir el nuevo orden en el mundo. A través de la implantación de este proyecto se busca que las sociedades alcancen sus objetivos y metas de desarrollo en un régimen orientado por el mercado; razón por la cual el neoliberalismo le quita al Estado nacional funciones relacionadas con la toma de decisiones y la administración del proceso de desarrollo, y se las transfiere a algunos actores sociales, con lo cual atiende necesidades del proceso de acumulación. En este modelo el Estado mantiene las funciones relacionadas con la legitimación del poder y es la instancia hacia donde se dirigen las demandas formuladas por la población.


    Por último, los planteamientos de la teoría de la globalización coinciden con la teoría de la modernización, cuando señalan que la orientación de los procesos de desarrollo territorial deben hacerse de acuerdo con el sentido que tomen los países desarrollados de Europa y Estados Unidos, que conforman la mayor economía del mundo y el eje de una influencia global reflejada en los campos ideológico y económico.


    LOS ENFOQUES DEL DESARROLLO


    Analizamos aquí algunos enfoques del desarrollo, surgidos en el mundo, también desde mediados del siglo pasado. La exposición tiene en cuenta los principios básicos y los lineamientos más importantes de los enfoques adoptados por la formación social capitalista, con el fin de orientar los procesos de desarrollo y de crecimiento de la economía. La presentación trata de mostrar la secuencia de los conceptos que han primado en el direccionamiento de los procesos de desarrollo nacional en los países de América Latina. Así, se hablará del examen de los siguientes enfoques sobre el desarrollo: el crecimiento económico, el mejoramiento de las condiciones de vida, la integralidad socioeconómica y la sostenibilidad ambiental, el neoliberalismo y, finalmente, el desarrollo humano sostenible.


    El discurso del desarrollo presenta una estructura epistemológica y lógica, organizada en un sistema de conceptos que involucra desde el crecimiento económico hasta las nociones de desarrollo integral, la centralidad de la persona como sujeto de los procesos de desarrollo, la pobreza, la exclusión social y económica, el fortalecimiento de la democracia, la protección y conservación del medio ambiente. De igual forma, los diferentes enfoques plantean la necesidad de encontrar alternativas que permitan la intervención efectiva en el territorio, con el fin de resolver situaciones consideradas como problemáticas y no deseadas, aprovechar las potencialidades existentes y construir escenarios territoriales de desarrollo deseables y posibles.


    Las concepciones contemporáneas del desarrollo empezaron a surgir una vez finalizada la Segunda Guerra Mundial, en 1945. En esa época y en ese escenario emergieron las ideas de libertad, seguridad, desarrollo económico y bienestar como los pilares del nuevo orden mundial y de la reconstrucción de los países y de sus economías afectadas por la guerra. En consecuencia, estos pilares influyeron en el surgimiento de enfoques sobre el desarrollo y de instituciones responsables de su promoción y fomento, así como en la creación de la Organización de Naciones Unidas (ONU) y en las decisiones tomadas, en los niveles nacional e internacional, con el propósito de emprender los procesos de reconstrucción de la economía mundial.


    En el caso exclusivo de los países latinoamericanos, los cuales resultaron menos afectados por la guerra debido a que no participaron directamente en esta, la búsqueda del crecimiento económico y la industrialización fueron las principales alternativas que se adoptaron para la reactivación de sus economías.


    Sin duda, el estudio de los fundamentos de los enfoques de desarrollo aporta elementos que contribuyen a una mejor comprensión de los procesos económicos y sociopolíticos puestos en marcha a nivel territorial, así como a la construcción de proyectos políticos de ­desarrollo. El análisis se basa en la presentación de elementos conceptuales y metodológicos de cada enfoque y tiene en cuenta los alcances de cada uno de estos en la toma de decisiones por los gobiernos nacionales, en materia de formulación de las políticas públicas de desarrollo y en la definición de la política educativa.


    ENFOQUE DEL DESARROLLO COMO CRECIMIENTO ECONÓMICO


    Con este enfoque, hacia mediados del siglo XX inició la teoría moderna del desarrollo. El crecimiento tiene como ejes las nociones de evolución de la sociedad, el crecimiento de la economía, la idea de progreso y la industrialización. Estos elementos constituyeron los fundamentos de las instituciones creadas, así como de las políticas y estrategias formuladas con el fin de lograr resultados en materia de crecimiento y, desde luego, de desarrollo.


    Este enfoque establece que el progreso socioeconómico de un país requiere la evolución de sus fuerzas productivas, la organización de su sociedad, la conformación de instituciones modernas y la planificación de su proceso de desarrollo. Además, encontró en los resultados de los países desarrollados la imagen objetivo que debían alcanzar los países con menor desarrollo y estableció que estos últimos países debían recorrer el camino y llevar a cabo los procesos ejecutados en los países desarrollados. De esta forma, el desarrollo se alcanzaría en el contexto de un proceso de evolución que debía contar con el concurso de los países desarrollados y de la ONU, los cuales impulsarían un proceso de cambio que concluiría cuando se alcanzara una nivelación con los países de mayor desarrollo. Precisamente, en relación con este aspecto se señaló que:


    […] el concepto de desarrollo concebido como proceso de cambio social se refiere a un proceso deliberado que persigue como finalidad última la igualación de las oportunidades sociales, políticas y económicas tanto en el plano nacional como en relación con sociedades que poseen patrones más elevados de bienestar material. (Sunkel y Paz, 1970, p. 37)


    El enfoque del crecimiento emergió como alternativa de intervención y de resolución de los principales hechos reconocidos como problemas derivados de la crisis de la economía de mediados del siglo pasado, sobre todo de los relacionados con la reducción de la tasa de ganancia y la afectación del patrón de acumulación, el ­desempleo y la disminución de los ingresos de la población trabajadora. Ante las situaciones producidas por la crisis de la economía mundial durante esta época, el enfoque del crecimiento postuló la necesidad de la formulación de políticas orientadas a la expansión de la economía y al aseguramiento del pleno empleo de la población ­económicamente activa.


    Hay que mencionar, además, que este enfoque adquirió importancia en 1949, cuando Harry Truman, presidente de Estados Unidos durante el periodo 1945-1953, planteó algunos elementos sobre los campos que debía priorizar el desarrollo, los cuales muy pronto se convirtieron en los pilares del enfoque del crecimiento y de la política de cooperación de este país. Entre los elementos destacados por Truman figuran la idea de progreso, la noción de producción como prioridad, la planificación, la industrialización, el desarrollo de la urbanización y la cooperación internacional. En relación con estos elementos, el presidente Truman señaló que los países desarrollados tenían grandes fortalezas y que por esta razón eran los encargados de liderar el proceso de desarrollo a nivel global y ofrecer cooperación a los países subdesarrollados. Esto debido a que se trataba de “una carrera en la cual unos están más adelantados y otros van quedando rezagados, pero donde todos compiten en una misma pista, persiguiendo una misma meta, con idénticas reglas de juego para todos y sin relaciones de ninguna especie entre los competidores” (Sunkel y Paz, 1970, p. 25).


    Otro rasgo del enfoque del crecimiento fue su interés y la centralidad otorgada a la inversión, a la cual consideró una estrategia que producía resultados en el ingreso, generaba ahorro y empleo, y además contribuía con poder al equilibrio del sistema económico. En otros términos, consideraba que la inversión tenía la capacidad de reactivar la base económica. La inversión, si bien fue ­considerada una estrategia con mucha potencia para hacer el ajuste económico y ­contribuir al logro de los resultados esperados, fue pensada por los críticos de este enfoque como una estrategia cuya aplicación en los países subdesarrollados era poco viable, puesto que dichos países no contaban con suficientes recursos de capital para atender sus necesidades de inversión. Esta situación condujo al rescate de los planteamientos del economista inglés John Maynard Keynes, quien consideró que, ante la escasez de recursos en la economía nacional, el Estado debía fortalecer la inversión pública y, de esta forma, proveer a los actores de la sociedad de recursos suficientes para la atención de sus necesidades de inversión y de gasto.


    Por otra parte, en la determinación del nivel de desarrollo y la definición de criterios para la formulación de las políticas económicas, fueron tenidas en cuenta, en especial, las siguientes variables: la tasa de crecimiento de la economía por periodos, en general de un año, y el ingreso per cápita de la población. La información de estas variables permitió hacer clasificaciones internacionales que daban cuenta del desarrollo alcanzado por cada país. Además, se señaló que la noción de desarrollo —concebido como crecimiento— dio origen al denominado círculo vicioso de la pobreza,9 que contribuyó al estancamiento de la economía en los países y territorios considerados subdesarrollados. En estos escenarios, las políticas de desarrollo derivadas de este enfoque optaron por estimular la inversión financiada con crédito externo. No obstante, las prioridades y condiciones establecidas por los organismos de la banca multilateral privilegiaron el acceso al crédito por parte de los países ricos, lo cual incrementó la desigualdad entre los países.


    El enfoque del crecimiento asume, por un lado, que en las etapas iniciales del proceso de desarrollo la riqueza se concentra y, por otro, que la oferta de alternativas, de estímulo a la innovación y la acumulación de capital contribuyen a la estructuración de un sistema de eficacia progresiva capaz de regar los beneficios del crecimiento y de hacer una redistribución de los ingresos, de tal forma que la sociedad logre mayor igualdad y equidad social. Añádase a esto que durante los periodos de crisis o de estancamiento de la economía se requiere la intervención de las instituciones del Estado mediante el otorgamiento de subsidios y la puesta en marcha de políticas sociales que mitiguen y compensen las condiciones sociales adversas que afectan a las ­personas que están en peores condiciones. Los teóricos del enfoque del desarrollo como proceso de crecimiento consideraron, además, que el logro de resultados en materia de desarrollo social sería una de las consecuencias del crecimiento económico.


    Un planteamiento en esta dirección lo formuló Simon Kuznetz (1955), quien consideró que en los países pobres se presentaba cierta tendencia a la igualdad, la cual se afectaba durante las primeras etapas de desarrollo o de crecimiento, cuando el ingreso se iba concentrando y, desde luego, su distribución desmejoraba. Sin embargo, cuando estos países iniciaban su proceso de desarrollo y cada vez tenían un capitalismo más desarrollado, presentaban de nuevo una tendencia a la igualdad.


    En este contexto cabe subrayar que el principal aporte conceptual y metodológico presentado sobre el desarrollo como crecimiento económico lo hace Rostow (1972), quien señaló que dicho crecimiento se alcanza por etapas que deben ser recorridas por cada país. Asimismo, el conocimiento y análisis de estas etapas permite hacer una caracterización del proceso de desarrollo de la sociedad10 en un momento histórico determinado, en particular de su proceso de evolución hacia la modernidad.


    Es significativa la importancia que tiene en la perspectiva del desarrollo como proceso de crecimiento por etapas la idea de “progreso” del siglo XVIII. Este ideal, inspirado en los pensamientos de la Ilustración y convertido en ideología dominante, postuló la razón, la ciencia moderna, el capitalismo y la democracia como los principales fundamentos del nuevo orden político, económico y social. En efecto, la idea de progreso introdujo una nueva cosmovisión sobre el mejoramiento de la condición humana a partir de la puesta en marcha de la modernización de las instituciones sociales y de la introducción de nuevas formas de vida. Esta idea de progreso tuvo su máximo esplendor hacia el final del siglo XIX e inicio del XX cuando la Segunda Revolución Industrial, iniciada en las últimas décadas del siglo XIX, consolidó en el poder a las burguesías europeas, y cuando las potencias europeas se expandieron más y extendieron su concepción sobre la civilización.


    La influencia de la idea de progreso en los procesos de desarrollo del siglo XX, estuvo presente en las visiones optimistas del desarrollo capitalista, sobre todo en aquellas que, como en el caso del enfoque del crecimiento, centraron su atención en “el adelanto técnico y la aplicación de nuevos métodos para el mejor aprovechamiento del potencial productivo” (Sunkel y Paz, 1970, p. 24). Sin embargo, este enfoque se apartó un poco del ideal clásico del progreso que, desde una visión optimista, consideró que el progreso técnico conducía, sin duda, al avance de la economía.


    Un último concepto que es parte integral del corpus teórico del enfoque del crecimiento es el de industrialización. En efecto, este consideró la industrialización eje de los procesos de desarrollo de la época y uno de los principales objetivos que debían lograr los países subdesarrollados. Desde esta perspectiva, la industrialización se asimiló y, más aún, llegó a asumirse como sinónimo de crecimiento. Al respecto, Sunkel y Paz (1970) señalan que:


    […] el criterio de identificar la industrialización con el desarrollo y los elevados niveles de vida, claramente perceptible en la realidad histórica moderna, llevó a los países subdesarrollados, luego de la Segunda Guerra Mundial, a insistir sobre políticas deliberadas de avance industrial. Por entonces se tendió a asimilar con demasiada facilidad la industrialización al desarrollo. (p. 27)


    En palabras de estos autores, la industrialización como expresión de las ideas de modernidad, progreso y desarrollo económico trajo consigo hechos sociales nuevos, propios de las sociedades modernas, como la urbanización, la monetización de las relaciones económicas, el trabajo asalariado, la sindicalización, la seguridad social, la reducción del tamaño de las familias, el trabajo femenino remunerado, la elevación de los niveles medios de vida y mayores oportunidades sociales.


    En los años cincuenta e inicio de los sesenta del siglo pasado surgió la preocupación por el desbalance que presentaba el mundo entre el crecimiento económico y el desarrollo y bienestar social logrado por la población, y se concluyó que este enfoque del desarrollo no arrojó los resultados esperados en el campo social. La primera alerta la dio la ONU en su informe de 1952 sobre la situación mundial, en el cual llamó la atención sobre los resultados en materia de desarrollo social y anotó que las prioridades —crecimiento, ingreso per cápita e industrialización— de la concepción de desarrollo basada en el crecimiento económico eran insuficientes para alcanzar el desarrollo social moderno. En consecuencia, esta reflexión constituyó un punto de partida de las reflexiones sobre el desarrollo que luego condujeron a la reorientación de las acciones de la ONU en esta materia y a la formulación de nuevas políticas públicas por parte de los gobiernos nacionales que dieran paso a un enfoque del desarrollo en el cual la prioridad estuviera centrada en lo social y, desde luego, en el bienestar de la población.


    En definitiva, en el enfoque del crecimiento, la provisión de los bienes y servicios que aportan al desarrollo social y al bienestar de las personas correspondía a la esfera de lo privado, aspecto que no facilitó el logro de progresos significativos en todos los países y, específicamente, en los diferentes grupos poblacionales que integran las sociedades nacionales. Por eso, como se verá a continuación, a partir de los años sesenta, al Estado se le encarga proveer estos bienes y servicios. Esta consideración pasó a ser fundamental en la orientación y formulación de las políticas públicas relacionadas con la construcción del desarrollo y en el establecimiento de las funciones para desarrollar por parte del Estado.


    ENFOQUE DE MEJORAMIENTO DE LAS CONDICIONES DE VIDA


    La idea de un enfoque del desarrollo que arrojara resultados en los campos del desarrollo social surgió del hecho de que algunos supuestos planteados por el modelo de crecimiento no se cumplieron. Entre estos supuestos figura, por ejemplo, la redistribución del ingreso. Solo en algunos de los países de mayor desarrollo, como consecuencia de los procesos de industrialización y de urbanización, y por los resultados que arrojó la ejecución de políticas de educación, salud y vivienda, entre otras, formuladas por las autoridades gubernamentales, mejoraron las condiciones de vida de una parte de la población. No obstante los progresos sociales alcanzados, estas políticas no contribuyeron al fortalecimiento de la democracia, pues, entre otros aspectos, no se tuvieron en cuenta los roles que podían desempeñar las organizaciones de la sociedad civil y, además, no se fortaleció la intervención del Estado como garante de los derechos sociales.


    En los años sesenta, una vez más la pobreza fue reconocida como un hecho social de gran importancia, debido más que nada al incremento del número de pobres y al crecimiento del desempleo, razones por las cuales se consideró que el crecimiento económico no era sinónimo de desarrollo y de bienestar social para la población, como se había considerado hasta entonces. Así, en 1962 el Consejo Económico y Social de la ONU recomendó integrar las dimensiones económica y social del desarrollo, declaró el periodo 1960-1970 como la década del desarrollo y reconoció que el problema de los países subdesarrollados no era solo de crecimiento, sino que además era necesario poner en marcha procesos de cambio, cuantitativo y cualitativo en lo social, cultural y económico. Así, el mejoramiento de la calidad de vida de la población se convirtió en un objetivo central por lograr a través del proceso de desarrollo.


    Teniendo como referente el concepto de pobreza, la ONU hizo una operacionalización de este y construyó un indicador que permitía comparar los niveles de pobreza registrados en diferentes territorios. Ello se hizo teniendo en cuenta el grado de satisfacción de las necesidades básicas por parte de la población asentada en el territorio de un país específico. Estas consideraciones dieron origen al planteamiento de las necesidades básicas pensadas, por un lado, desde el orden social, es decir, relacionadas con el bienestar de la población y, por otro, desde el orden político, referidas al sistema político. En consecuencia, una vez identificadas las necesidades, se hicieron los estudios que permitieron establecer una jerarquía de las necesidades, otorgándosele prioridad a aquellas relacionadas con las condiciones básicas que requiere la sobrevivencia, entre las cuales se destacan el alimento, el agua y el abrigo, las cuales demandaban atención inmediata.


    Otros estudios realizados en estos años señalaron que la falta de satisfacción de estas necesidades inhibe al ser humano para concebir como necesidades a la autoestima, el desarrollo personal, el cuidado del medio ambiente y la pertinencia de su conservación, así como para avanzar en la configuración de un sistema de derechos y deberes que sea parte sustancial del sistema político. Creo haber mostrado con esto que el mejoramiento de las condiciones de vida emergió con fuerza como nuevo paradigma del desarrollo, gracias al cual era posible alcanzar el desarrollo social de las personas y ­continuar con la modernización y el cambio de las instituciones del Estado y del régimen político democrático. Desde entonces, este paradigma, con algunos cambios, ha estado presente en los diferentes enfoques sobre el desarrollo que se han adoptado.


    Otro rasgo de este enfoque estuvo relacionado con las estrategias adoptadas para el logro de los resultados buscados en materia de satisfacción de las necesidades básicas. A propósito de esto, debe destacarse que el enfoque mencionado consideró prioritaria la aplicación de las siguientes estrategias:


    • La atención de la población pobre como punto de partida del tránsito al bienestar humano, lo cual necesita el aumento del ingreso, la disposición de un sistema productivo eficiente que ocupe grandes cantidades de mano de obra.


    • La prestación de servicios públicos que sirvan de apoyo a la reproducción de la población, sobre todo de aquellos relacionados con el suministro de agua apta para el consumo humano, la atención en salud, la planificación familiar y la educación masiva.


    • La participación de los usuarios de los servicios públicos en la planificación y prestación de estos, en especial de los financiados con los recursos del Estado o prestados por este.


    Durante los primeros años de aplicación de este enfoque del desarrollo (años sesenta), la mayoría de gobiernos de los países en proceso de desarrollo privilegiaron la formulación de políticas, programas y proyectos relacionados con la segunda estrategia y no se fortaleció la capacidad económica de la población pobre mediante el aumento de sus ingresos, como lo prescribió la primera estrategia mencionada antes. Asimismo, tampoco se les garantizó a estos grupos de personas el acceso a los medios de producción, al crédito; no se fortalecieron los procesos de participación, ni hubo resultados significativos en los aspectos no materiales considerados fundamentales en el logro del bienestar humano. Sin embargo, durante los años sesenta, la satisfacción de las necesidades básicas concentró la atención de la política en el establecimiento de un nuevo orden económico internacional, como lo reconoció luego la ONU (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo [PNUD], 1997). Así, pues, el balance que arrojó la llamada década del desarrollo, si bien fue exitoso en materia de crecimiento de la economía mundial, sus resultados en los campos del desarrollo social y el bienestar de la población no fueron los esperados. Precisamente, por eso la desigualdad y la pobreza fueron hechos sociales que se incrementaron durante estos años.


    ENFOQUE DE INTEGRALIDAD SOCIOECONÓMICA Y SOSTENIBILIDAD AMBIENTAL


    Este enfoque emergió en los años setenta del siglo XX, como es señalado por Sarmiento (1998), cuando:


    El presidente del Banco Mundial Robert McNamara, luego de reconocer en 1970 que durante la primera década una alta tasa de crecimiento no garantizó un progreso satisfactorio en el desarrollo, insiste en que la década del setenta debe contener algo más que medidas burdas de crecimiento económico. (p. 20)


    Así fue como durante los años setenta el Banco Mundial, por medio de los empréstitos otorgados a los países y el liderazgo de su presidente, ejerció gran influencia en la definición de las políticas internacionales encargadas de promover el desarrollo en los países pobres, dicha influencia fue definitiva para el reconocimiento e inclusión de los objetivos sociales del desarrollo en las políticas nacionales, los cuales estaban relacionados con el logro de resultados en la intervención de hechos sociales problemáticos, como la pobreza, el desempleo, el subempleo y los conflictos rurales. Algunos de estos hechos empezaron a mostrarse críticos y a vinculárseles con el incremento de los procesos de urbanización estimulado por el enfoque del crecimiento. Así, los objetivos de desarrollo social adquirieron una importancia similar a los del crecimiento de la economía.


    Añádase a esto que por los análisis hechos sobre los cambios producidos hasta entonces por el proceso de desarrollo y por los cambios introducidos en los objetivos y dimensiones priorizadas en las políticas, los años setenta fueron vistos como una segunda década del desarrollo. Este periodo se caracterizó por un mayor interés en el logro de resultados relacionados con el mejoramiento de la calidad de vida de la población, la distribución del ingreso y la intervención de situaciones problemáticas que afectaban los recursos naturales vitales (agua, suelo y aire), los cuales constituían una amenaza ­para la permanencia de la oferta ambiental natural y la continuidad de la vida. Durante estos años se establecieron los fundamentos de un nuevo modelo de desarrollo que articuló e integró los recursos naturales, los procesos tecnológicos y técnicos, los aspectos económicos y el cambio social.


    Hacia octubre de 1970 se produjo un hecho emblemático relacionado con la política de desarrollo formulada en esta década, cuando la ONU presentó la Estrategia para el Desarrollo Internacional. Esta última propuso una acción interinstitucional de tipo integral, que incluyera variables relacionadas con las dimensiones económica y social del desarrollo, y otorgó mayor institucionalización a la planificación del desarrollo, particularmente a los aspectos relacionados con la integración sectorial, la configuración espacial, el desarrollo regional y la participación de la población. Hacia mediados de los años setenta, una evaluación de los resultados obtenidos durante la ejecución de esta estrategia mostró que, si bien se habían logrado algunos avances, estos eran poco efectivos. Ante estos resultados de la evaluación, el Programa de Acción de la Conferencia Mundial Tripartita sobre Empleo, Distribución del Ingreso y Progreso Social de la Organización Internacional del Trabajo ratificó y dio prioridad al desarrollo de la estrategia de satisfacción de necesidades básicas de la población de cada país.


    Por otra parte, en este periodo se produjeron cambios sustanciales en relación con la función del Estado y los roles de la sociedad civil. Entre estos cambios vale la pena destacar la diferenciación entre las dimensiones política y social, la emergencia del Estado como representante de lo público y la vinculación de la sociedad civil a la formulación y ejecución de políticas públicas, más que nada en la atención de funciones relacionadas con el avance en el aseguramiento de la sostenibilidad del proceso de desarrollo, la participación de la población en instancias gubernamentales donde se toman decisiones que afectan sus intereses y el cumplimiento de requisitos para acceder a la inversión pública.


    Es evidente que estos cambios evidencian que hubo ciertos distanciamientos y rupturas con el enfoque del crecimiento por parte de instituciones del sistema internacional. Entre estos distanciamientos se destaca el ocasionado con la Unesco, institución que controvirtió los supuestos del crecimiento por etapas y se comprometió con la promoción de la perspectiva del desarrollo endógeno. Esta propuesta de desarrollo se debía aplicar teniendo en cuenta las ­especificidades del país y de la sociedad donde se llevaría a cabo el proceso de ­desarrollo, estableciendo además los criterios que permitirían hacer la identificación de sus necesidades, potencialidades y variaciones en el tiempo y en el espacio. Así, la Unesco estableció que el ­desarrollo compete a la totalidad de hombres y mujeres, y acogió la carta de los derechos. Un aporte muy importante que hizo esta institución a la planificación del desarrollo fue la adopción de todo aquello que concierne a la existencia del ser humano y a su permanencia en la sociedad como criterio para la definición de las necesidades.


    Otra institución del sistema internacional que tomó distancia del enfoque del crecimiento y formuló nuevas orientaciones acerca del desarrollo fue el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), el cual en 1972 propició la formulación de la Estrategia Mundial para la Conservación, que fue acogida en 1980. Hay que mencionar, además, que el PNUMA durante estos años se comprometió con la adopción de medidas conducentes a la formulación y realización de reuniones y cumbres internacionales, cuyo objetivo fue el análisis de la situación del medio ambiente en el mundo y el establecimiento de acuerdos, la adopción de medidas que previnieran el deterioro ambiental, la intervención de las situaciones problemáticas identificadas y la mitigación de los impactos y efectos negativos causados al medio natural.


    No cabe duda de que el enfoque de integralidad ­socioeconómica y sostenibilidad ambiental otorgó una importancia capital a las dimensiones social y ambiental. Por supuesto, esta consideración condujo a situar el tema de las necesidades básicas en el eje del proceso de desarrollo y a diseñar estrategias sectoriales y asistenciales para la atención y satisfacción de estas. En relación con el tratamiento de la dimensión ambiental, una vez reconocida su importancia y ­vinculada con el logro de objetivos de sostenibilidad, se hizo hincapié en la relación de la persona con la naturaleza y, en particular, de las formas un tanto irracionales de apropiación de los recursos de la dotación ambiental. Así, la estrategia de intervención en la dimensión ambiental tenía en la toma de conciencia sobre el inadecuado manejo de los recursos naturales una de sus grandes acciones y resultados, y el punto de partida para establecer un nuevo marco regulatorio de la interacción entre la persona y la naturaleza.


    Hay otro aspecto, entre tantos, que se debe destacar aquí: la creciente preocupación por el cuidado y conservación del medio ambiente. Esta preocupación contrastaba con las exigencias de mayor productividad y rentabilidad de las actividades que adelantaban los sectores económicos, las cuales degradaban el medio natural y ponían en duda la sostenibilidad del modelo de desarrollo. Este tipo de consideraciones contribuyó al surgimiento de propuestas relacionadas con la puesta en marcha de nuevas alternativas económicas, aún de menor rentabilidad, así como a la búsqueda de tecnologías apropiadas que aseguraran mayor sostenibilidad, protección de los recursos naturales y el mejoramiento de las condiciones y la calidad de vida de las generaciones actuales y futuras.


    Por último, la crisis económica presentada al final de los años setenta, que como se explicó antes estuvo relacionada en su mayoría con los elevados precios del petróleo, la crisis del dólar y de la economía de Estados Unidos, el incremento del déficit fiscal de los Estados y el crecimiento de la deuda pública, afectó las finanzas de los Estados, propició la supresión de la agenda del desarrollo de los temas políticos y sociales, y condujo a establecer, de nuevo, como prioridad a la dimensión económica y a añorar los resultados obtenidos en crecimiento durante la década de esplendor de este enfoque. Esta opción emergió como la alternativa que podía aportarle a la economía y a los Estados los recursos que les permitirían atender el déficit fiscal, cumplir el pago del servicio de la deuda externa y alcanzar equilibrios macroeconómicos.


    En el contexto de esta crisis, durante el transcurso de los años setenta se presentó un incremento de la protesta social y la emergencia de nuevos proyectos políticos, muchos de ellos alternativos. Asimismo, se puso en evidencia la incapacidad del Estado para atender la demanda de bienes y servicios públicos por parte de la población y de sus organizaciones. Además, la crisis se extendió al régimen político, cuando en la mayoría de los países de América Latina se quebrantó la democracia por medio de la implantación de gobiernos autoritarios, ejercidos por dictaduras militares.


    ENFOQUE NEOLIBERAL


    En los años ochenta las sociedades del mundo y los Estados nacionales empezaron a vivir un proceso de grandes cambios, originados por la globalización que se implantó con mucha fuerza a partir de esos años. El proceso globalizador en marcha trajo consigo cambios de fondo en la cultura, la economía y en la asignación de funciones y organización del Estado. Recordemos que se empezó a plantear la existencia de una sociedad global y, en consecuencia, de una cultura global y de una persona con mentalidad global. Además, el mundo fue considerado un solo espacio para la realización de las actividades económicas y productivas, por lo tanto surgió la necesidad de introducir cambios en las funciones de regulación ejercidas por el Estado, debido a que el mercado se convirtió en el regulador de las relaciones económicas; además, las modificaciones introducidas en esta época también afectaron la organización del Estado y las funciones atendidas por sus instituciones, en relación con la ejecución de la política social y la prestación de servicios fundamentales para la reproducción de la población, hasta entonces a cargo de la institucionalidad pública.


    Esta tendencia de cambio en la sociedad trajo consigo un nuevo enfoque del desarrollo, conocido como el neoliberalismo, cuya implementación continúa en nuestros días. Este enfoque otorga una centralidad al mercado como regulador de los procesos de desarrollo y de las dinámicas sociales, y busca la construcción de un consenso en torno a la globalización de la economía y el fortalecimiento de la libre iniciativa empresarial e individual. El enfoque neoliberal, como lo señala Kalmanovitz (1998), representa un retorno hacia el liberalismo más restrictivo vivido en Europa durante la segunda mitad del siglo XIX, el cual le dio primacía al mérito de los factores relacionados con la productividad en detrimento de la satisfacción de las necesidades de la población y la intervención del Estado como agente encargado de la promoción de la igualdad y la regulación de la acción económica. Se trata de una teoría que hace una defensa al individualismo.


    El neoliberalismo constituye en sí una concepción del desarrollo; por lo tanto, se ocupa de la formulación de lineamientos sobre los roles del Estado en la sociedad, presenta orientaciones y establece condiciones para la ejecución de los procesos económicos y el desenvolvimiento de las relaciones entre los actores de la economía y entre estos y el Estado. De igual manera, se ocupa de señalar las responsabilidades de las personas en la provisión de los bienes y servicios requeridos para su reproducción e inserción en el sistema de relaciones sociales establecido por la sociedad y las responsabilidades del Estado en la atención de las demandas que esto suscite.


    En resumidas cuentas, el neoliberalismo lo integra un paquete de políticas destinadas a la realización de reformas que produzcan una reorganización del Estado y la reestructuración de los procesos económicos, con el fin de producir una liberalización de la economía, mediante la considerable disminución de las regulaciones y restricciones impuestas a los procesos económicos por parte de las autoridades gubernamentales; el desarrollo de un comercio libre, es decir, con libertad de empresa y sin prohibiciones para el acceso de los actores económicos internacionales al mercado de cada país. El ejercicio de esta libertad supone para los neoliberales el establecimiento de la libertad de precios, de contratación, de horarios de trabajo, de apertura de establecimientos comerciales y productivos, entre otras libertades; además, la reducción del tamaño del Estado, así como de su intervención en la sociedad y de la inversión pública. Es evidente que por medio de estas reformas el neoliberalismo busca, por un lado, el favorecimiento del sector privado, de sus instituciones y organizaciones; por otro, el fin del Estado benefactor que, además, intervenía a través de la regulación en el desarrollo de las actividades económicas.


    La perspectiva neoliberal del desarrollo surgió en Estados Unidos, como ya se dijo, en los años ochenta, con el amparo del Fondo Monetario Internacional y de los dirigentes Ronald Reagan y Margaret Thatcher, expresidente de Estados Unidos y exprimera ministra de Inglaterra. Este enfoque incluyó entre sus estrategias el desarrollo de programas de austeridad en los gastos del Estado, disminución de la inversión social, reducción de impuestos a los agentes económicos, rebaja de los salarios, pérdida del poder político y de negociación alcanzado por grupos y organizaciones sociales como los sindicatos.


    La implementación del enfoque neoliberal en los países de América Latina durante los años ochenta y noventa hizo parte de las estrategias de intervención de situaciones consideradas problemáticas, producidas por hechos como el déficit fiscal, el crecimiento de la deuda externa, la reducción de la tasa de crecimiento de la economía, la afectación del patrón de acumulación y de la tasa media de ganancia. Junto a esto, en dichos países se adoptaron políticas de estabilización de precios, de apertura comercial y se realizaron procesos de reestructuración del Estado, con el fin de reducir el tamaño de este y los gastos de su operación e incrementar su eficiencia. Es necesario recalcar que la implementación del neoliberalismo buscó generar las condiciones para atender las necesidades del capital y que, además, al reducirse la inversión del Estado, se trasladaron a la población los costos de su reproducción; con lo anterior se afectó a los grupos de población en condiciones de pobreza o de vulnerabilidad.


    Lo cierto es que, en esta primera década de neoliberalismo contemporáneo, los procesos de desarrollo no arrojaron cifras favorables que validaran la efectividad de las políticas adoptadas e implementadas. En el caso de América Latina los factores de la crisis ­económica se potenciaron (deuda externa, déficit fiscal e inflación) y este periodo fue considerado la década perdida para el desarrollo de los países de esta región. Es sabido, por ejemplo, que la Cepal se ocupó de forma profusa del estudio de esta época y en uno de sus estudios señala lo siguiente:


    Luego de una expansión del PIB cercana al 6 % en los años setenta, en los años ochenta […] el crecimiento económico se redujo a un 2 %, y en la década de 1990 se situó en un 3 %. La “década perdida” estuvo signada por bajas tasas de crecimiento e inversión, vinculadas al […] pago de la deuda contraída en los años setenta. A ello se sumó una aguda inestabilidad macroeconómica, en la que se destacaban niveles muy elevados de inflación, que en algunos países llegaron a generar episodios de hiperinflación, desestructurando fuertemente la economía y agravando los problemas de pobreza e inequidad […] Además, durante los años ochenta la región no solo enfrentó una marcada caída de la tasa de crecimiento del producto, también se vio afectada en términos de las condiciones sociales y experimentó un pronunciado rezago frente a una frontera tecnológica en rápido movimiento. De este modo, América Latina y el Caribe llega a los años noventa más débil, sin incremento de productividad, sin difusión de las innovaciones tecnológicas y sin expansión de las capacidades productivas. (Barcena, 2010, p. 9)


    En este punto, con las cifras registradas antes, se ve bastante bien el fracaso que tuvo en América Latina la aplicación del enfoque neoliberal del desarrollo durante los años ochenta, el cual buscaba la adaptación de los países de la región a la globalización. La superación de las situaciones adversas, generadas en sus primeros años de implementación, en materia de crecimiento de la economía, endeudamiento y desarrollo social, se convirtió en la prioridad de las nuevas propuestas de desarrollo. Más adelante, en los años noventa, continuó la implementación del enfoque neoliberal mediante el otorgamiento de mayor influencia al Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial (BM). Estos últimos, gracias a su influencia sobre los gobiernos de la región, determinan el sentido y fines de las decisiones nacionales, en temas cruciales para el progreso de cada país, como la intervención del Estado en la economía, recuperación de la estabilidad macroeconómica, reducción del déficit fiscal, el desarrollo del comercio internacional, así como de los procesos de reforma del Estado y de desarrollo institucional, asignación de recursos para la financiación de la inversión pública y sobre regulación de las relaciones laborales, entre otros.


    Debo agregar que en el escenario creado por el neoliberalismo, la persona humana perdió la centralidad que antes le había otorgado otros enfoques y su lugar lo ocuparon el capital y el mercado; por lo tanto, con la implementación de las políticas de ajuste en los países latinoamericanos, la dimensión social del desarrollo perdió importancia y dejó de ser una de las prioridades de la gestión pública a cargo del Estado y, por el contrario, se produjo el desmonte de los avances y logros alcanzados, durante las décadas anteriores, en el campo social por parte de las políticas de desarrollo formuladas con base en otros enfoques. Esta es la razón que hoy sirve de fundamento a las propuestas de enfoques alternativos de desarrollo, las cuales consideran prioritario el cuidado del medio ambiente, el desarrollo de las personas, de la comunidad y del territorio.


    ENFOQUE DEL DESARROLLO HUMANO SOSTENIBLE


    Iniciamos esta reflexión señalando que en los años noventa del siglo pasado los enfoques del desarrollo fundamentados en el crecimiento fueron objeto de estudio y de críticas que pusieron en evidencia su fracaso, especialmente en lo social, el cuidado del medio ambiente y en relación con el crecimiento, su principal objetivo. Los análisis realizados fueron tenidos en cuenta por algunos gobiernos y organismos internacionales, académicos, movimientos sociales y organizaciones de la sociedad, y se convirtieron en fundamento de los conceptos que fundamentan las perspectivas alternativas de desarrollo. Así, las nuevas ideas sobre el desarrollo consideraron la satisfacción de las necesidades humanas y el crecimiento integral de las personas y de la sociedad como los principales objetivos del proceso de desarrollo. No cabe duda de que con estas ideas que sirvieron de fundamento a las nuevas perspectivas inició una nueva época del proceso de desarrollo y de las concepciones que lo fundamentan.


    El movimiento de ideas que llevó al planteamiento de perspectivas alternativas sobre el desarrollo y al inicio de una nueva época inició hacia mediados de los años ochenta cuando —por lo menos desde la teoría— fue reconocida la importancia de que el mundo contara con una propuesta de desarrollo que incorporara y articulara la dimensión económica, la sostenibilidad ambiental, la participación del ciudadano y una institucionalidad que atendiera las relaciones entre el Estado y la sociedad civil, y que fuera responsable del desarrollo social. A esta nueva generación de ideas corresponden los desarrollos conceptuales esbozados, entre otros, por Manfred Max-Neef y Amartya Sen, pioneros de las nuevas perspectivas. Estos autores construyeron propuestas alternativas de desarrollo, las cuales otorgaron centralidad a la población, a lo humano, y se avizoró lo local y su comunidad como el escenario y el sujeto privilegiado para la puesta en marcha del proceso de desarrollo. Max-Neef consideró que en este contexto el desarrollo debía reportar resultados relacionados con la atención de las necesidades de ser, tener, hacer e interactuar.


    Así, pues, la reflexión sobre la adopción y aplicación en cada país de las nuevas perspectivas sobre el desarrollo y de la atención de situaciones problemáticas, derivadas de las consecuencias que dejó la aplicación del enfoque del crecimiento, flexibilizó a nivel territorial la formulación de políticas públicas y la adopción de estrategias con base en las nuevas concepciones; además, fortaleció la participación diferenciada de los actores sociales en la construcción del desarrollo.


    No obstante, una vez diseñada la perspectiva del enfoque humano del desarrollo, la generación de condiciones para su aplicación ocupó la atención de los gestores del nuevo desarrollo, debido a que sin estas la ejecución de la propuesta no era viable. Este punto dio origen a reflexiones sobre las competencias y funciones que debía atender el Estado, las relaciones entre el Estado, los actores de la economía y el mercado, los roles de la sociedad y de sus organizaciones, el desarrollo local y regional, la forma Estado, el régimen político, las relaciones entre las actividades humanas y la naturaleza, y la identificación y selección de alternativas para la intervención de los problemas que dejó el enfoque del crecimiento, entre los cuales se destaca la desigualdad social y las disparidades entre territorios, la violencia, la pobreza, el deterioro ambiental y la exclusión.


    Debo señalar ahora que desde el punto de vista metodológico, la perspectiva del desarrollo humano dispuso que su ejecución en los territorios debía tener en cuenta el desarrollo y la lógica de los procesos económicos y, además, las características sociales y culturales, los problemas y potencialidades de las regiones de cada país, los diferentes niveles de desarrollo alcanzados por estas, así como las funciones desempeñadas en el proceso de desarrollo por parte de dimensiones y sectores diferentes a los relacionados con la economía. Entre estas dimensiones y sectores tuvieron particular importancia la social, la ambiental y los sectores de la cultura, salud y educación.


    Cabe anotar, sin embargo, que en el surgimiento de la propuesta alternativa de desarrollo humano, a partir de los años noventa, intervinieron instituciones internacionales como el BM, el FMI y el PNUD. Desde el interior de estas organizaciones, se planteó la necesidad de que la sociedad y sus gobiernos satisficieran las necesidades básicas de los sectores de la población pobre, pues la modernización de las actividades productivas requería del incremento de la productividad de la población pobre y, además, su incorporación a los procesos económicos y productivos. Así que, desde estas voces, el desarrollo humano emergió como respuesta a las necesidades del capital y no como la alternativa de desarrollo social que situaba en el centro de sus preocupaciones a la persona humana y como principal beneficiario del proceso de desarrollo; por lo tanto, la concepción de estos organismos se apartó de las ideas críticas sobre el desarrollo anotadas antes.


    Con este tipo de planteamientos, las instituciones de la banca multilateral y las del sistema de Naciones Unidas, encargadas de la promoción y el fomento del desarrollo, inauguraron un discurso nuevo con el cual se hizo el diseño de políticas destinadas a la intervención de problemas que incidían en el desarrollo. Así, en 1990 la ONU introdujo un cambio de fondo en su idea de desarrollo, concibiéndolo como el incremento de las capacidades y opciones de las personas, la formación de capital social y la satisfacción de las necesidades de las generaciones actuales sin comprometer las posibilidades de vida de las generaciones futuras (PNUD, 1990). Además, esta perspectiva del desarrollo planteó como objetivos principales el incremento de las oportunidades para que las personas accedieran a la oferta de los servicios de educación, la atención médica, el empleo, el mejoramiento de los ingresos, la disposición de un ambiente sano, la participación de la población en las instancias donde se toman decisiones de su interés y el disfrute de las libertades humana, económica y política.


    El Informe sobre el desarrollo humano en el cual la ONU fijó su postura sobre este tema señaló, además, que no había un vínculo directo entre crecimiento económico y desarrollo humano e hizo relevante la necesidad de que las sociedades tuvieran políticas que contribuyeran a que el progreso económico se tradujera en desarrollo social y bienestar de las personas. En los años noventa esta tendencia de cambio en la concepción del desarrollo continuó avanzando y tanto su evolución como los resultados logrados en el mundo se pueden observar en los informes anuales presentados por el PNUD.


    Después de haber transcurrido un poco más de dos décadas, en la cuales las instituciones públicas, nacionales e internacionales, y las organizaciones de la sociedad han formulado políticas y ejecutado programas y proyectos con la orientación del desarrollo humano, se puede decir que en el mundo —sobre todo en los países en desarrollo— este enfoque, con sus respectivas diferencias conceptuales y metodológicas, se ha convertido en una filosofía social de la cual ha derivado un sistema de valores y de pautas de comportamiento que deben orientar la interacción entre las personas y la de estas con el medio natural.


    El informe presentado por el PNUD en 1991 hizo precisiones importantes sobre los contenidos, el sentido y los alcances del proceso de desarrollo, lo cual le otorgó prioridad a la dimensión social y al sentido humano que debe tener el desarrollo. De manera ­inequívoca, este informe consignó la centralidad de la población, los fines del desarrollo y las principales estrategias por implementar. En relación con estos asuntos, el referido informe señaló lo siguiente:


    […] i) desarrollo de la gente: cada sociedad debe invertir en la educación, la salud, la nutrición y el bienestar social de sus miembros para que estos puedan desempeñarse a cabalidad en la vida ­económica, política y social del país. Si se acentúa el énfasis en el mercado y en el progreso tecnológico, el desarrollo de las personas aportará una contribución cada vez más importante al éxito económico. ii) desa­rrollo por las personas: a través de estructuras apropiadas para la toma de decisiones, las personas deben participar plenamente en la planeación y aplicación de las estrategias de desarrollo. Estas ­estrategias deben ofrecer suficientes oportunidades para el crecimiento del ingreso y del empleo, con el fin de permitir el uso adecuado de las capacidades humanas y la plena expresión de la creatividad del hombre. iii) desarrollo para las personas: el desarrollo debe satisfacer las necesidades de cada cual y ofrecer las oportunidades para todos. Sólo entonces el desarrollo estará verdaderamente orientado hacia el ser humano. Para ello, el desarrollo también debe incluir el establecimiento de redes esenciales de seguridad social. (PNUD 1991, p. 41)


    Además de esto, el informe del PNUD destacó que el logro de resultados en desarrollo humano y en los sectores involucrados en la consecución de este requería la construcción de escenarios territoriales en concordancia con los presupuestos de este enfoque, en los cuales fuese posible la edificación de una sociedad cimentada en el desarrollo de procesos y el logro de resultados de desarrollo humano en el corto y mediano plazo (PNUD, 1992). Este informe reconoció, además, que la dimensión político-estatal es una variable de importancia en el logro de resultados en desarrollo humano; por lo tanto, planteó que los problemas relacionados con el orden en los sistemas políticos, la corrupción, la ineficacia e ineficiencia de la organización estatal, entre otros, dificultaban la consolidación de un sistema de gestión efectivo que permitiera el logro de los resultados requeridos por el proyecto del desarrollo humano.


    De esta forma, el reconocimiento de problemas en la dimensión estatal y la incidencia de estos en la consecución de los resultados de desarrollo buscados han llevado a que las instituciones internacionales mencionadas planteen la necesidad de una especie de “gobierno del mundo”, encargado de la generación de condiciones para el desarrollo. Este último debe ser ejercido por instituciones supranacionales, situadas al margen de los gobiernos nacionales, así como de los territorios hasta donde se extienden sus jurisdicciones, del tiempo que dura el periodo de gobierno y de las relaciones de poder que permitieron la elección de los gobernantes. Así, pues, la noción de un “gobierno mundial” era parte de aquella idea que señalaba que en la actualidad “el mundo tiene una nueva oportunidad de crear un nuevo orden internacional: un orden basado en el respeto mutuo entre las naciones, en una mayor igualdad de oportunidades para su gente y en nuevas estructuras de paz y seguridad” (PNUD, 1992, p. 197). Para esto, era necesario proponer una tipología diferente de instituciones que se encargara de la dirección del nuevo orden mundial y, además, de sugerir reformas específicas al sistema actual.


    La idea de conformar un gobierno mundial surgió, primero, del planteamiento de una supuesta incapacidad del Estado nación para administrar la economía nacional de acuerdo con las condiciones establecidas en la economía internacional; segundo, como respuesta a las exigencias planteadas a las economías nacionales, con el fin de que se articularan e integraran a los circuitos económicos supranacionales, y tercero, como opción que facilitaba la protección de la población pobre de los países en desarrollo de los cambios producidos en el mercado y en el sistema financiero internacional, como consecuencia del control ejercido por algunos gobiernos al comercio internacional.


    Con la idea de establecer un gobierno del mundo, se buscaba la generación de instancias de coordinación y de cooperación internacional que formularan procesos, diseñaran procedimientos, fijaran reglas e incentivos para el desarrollo de acciones orientadas hacia el desarrollo humano, capaces de fomentar cambios en las acciones egoístas de algunos países. Asimismo, se destacó que una instancia de estas características podría encargarse de la promoción de espacios de deliberación y de concertación de intereses entre Estados y de la intervención de situaciones relacionadas con la regulación o resolución de intereses, tensiones o de conflictos de poder, así como de la protección de los intereses y derechos de la población pobre del mundo, afectada por el avance de la globalización (PNUD, 1992).


    Por otra parte, en el Informe sobre el desarrollo humano de 1993, el PNUD consideró necesario revisar los ­conceptos que fundamentan las teorías tradicionales del desarrollo, en especial de las que pensaban el crecimiento económico como el principal indicador por utilizar en la medición del progreso. De acuerdo con esta consideración, como alternativa para la medición del desarrollo, el PNUD sugirió que se debía crear un índice de desarrollo humano (IDH) que presentara en una escala numérica el nivel global de desarrollo humano alcanzado en cada país. Esta propuesta incluyó como principales variables la esperanza de vida, el analfabetismo de adultos y el producto interno bruto (PIB) per cápita.


    En 1997, el PNUD alcanzó un momento culminante en la elaboración del concepto de desarrollo humano. La perspectiva del enfoque de desarrollo planteada en ese año introdujo nuevos elementos conceptuales y metodológicos, lo cual permite concluir que se produjo una resignificación del concepto de desarrollo humano y, además, precisó el sentido y los alcances de la dimensión social mediante lo siguiente:


    El proceso de ampliación de las opciones de la gente y el nivel de bienestar que logran se halla en el centro del concepto de desarrollo humano. Esas opciones no son ni finitas ni estáticas. Pero independientemente del nivel de desarrollo, las tres opciones esenciales de la gente son vivir una vida larga y saludable, adquirir conocimientos y tener acceso a los recursos necesarios para tener un nivel decente de vida. Pero el desarrollo humano no concluye ahí. Otras opciones, a las que muchas personas asignan gran valor, van desde la libertad política, económica y social hasta las oportunidades para tener una vida creativa y productiva y disfrutar del respeto por sí mismo y de la garantía de los derechos humanos. Claramente el ingreso es solo una opción que la gente desearía tener, aunque es importante. Pero no lo es todo en su vida. El ingreso es también un medio, y el fin es el desarrollo humano (PNUD, 1997, p. 16)


    Adicional a lo anterior, la resignificación de la idea de desarrollo humano planteada por el PNUD incluyó como principios conceptos esenciales de la política social, entre los cuales se destacaron los siguientes: igualdad, equidad y solidaridad. Así, la construcción de sociedades más igualitarias y equitativas, y la reducción de las disparidades entre territorios empezaron a figurar entre los grandes propósitos de las políticas de desarrollo humano. Es cierto que para tener resultados que contribuyeran a la construcción de sociedades con esas características, las políticas de desarrollo formuladas con atención a estos principios establecieron entre sus principales prioridades la intervención de la pobreza, la eliminación de la violación de los derechos humanos, la promoción de la movilidad social ascendente de las personas, una redistribución más efectiva del ingreso, la reducción de las diferencias en la escala de salarios, la disminución del desempleo y de la informalidad y la dignificación del trabajo.


    Asimismo, fue importante el reconocimiento de la solidaridad como valor y principio fundamentador de las políticas de desarrollo humano y del proceso de construcción social de los territorios. Su aplicación estuvo vinculada, por un lado, a la generación de una conciencia social en relación con las condiciones adversas que debe afrontar la población pobre y la necesidad que tiene la sociedad de que dichas condiciones se superen y que la pobreza se erradique; por otro lado, al reconocimiento de que el desarrollo humano no se alcanzará mientras haya personas que vivan en condiciones de pobreza. Entre las principales críticas formuladas al diagnóstico y tratamiento de la pobreza por parte de las políticas de desarrollo humano de esta época figuran la alusión a la rentabilidad económica y social que tiene la población pobre y, en general, los llamados sectores populares de la población que integran la sociedad y, en consecuencia, la necesidad de atenderlos con el objetivo de obtener la máxima rentabilidad económica y política.


    La resignificación del concepto de desarrollo humano incluyó algunas alusiones al crecimiento económico. Al respecto, el nuevo enfoque destacó que el logro de los objetivos de desarrollo humano no dependía solo del crecimiento, ni era una consecuencia lógica de este. No obstante, la nueva concepción de dicho desarrollo destacó la importancia del crecimiento de la economía, pero hizo hincapié en la necesidad de un crecimiento cualitativo y cuantitativo de lo social, de acuerdo con los sistemas de variables e indicadores dispuestos para su medición.


    Otros elementos que hicieron parte de la estructura conceptual y metodológica de la nueva perspectiva del desarrollo humano fueron los siguientes: el ingreso, pensado como un medio importante para incrementar el bienestar, pero no un fin en sí mismo; la seguridad, la cual fue considerada prioritaria para las personas y necesaria en el territorio; la participación, concebida como proceso que contribuye al fortalecimiento de la democracia de las organizaciones de la sociedad y que potencia la gestión de los gobiernos territoriales porque otorga mayor legitimidad a la autoridad gubernamental, facilita la vinculación de la población al desarrollo de la gestión pública y contribuye a la reducción de la corrupción.


    Además de lo anterior, el enfoque destacó que el desarrollo debía ser sostenible desde lo ambiental y social; por consiguiente, las sociedades debían disponer de sistemas económicos y sociales flexibles, con capacidad de adaptarse a las situaciones cambiantes y de resolver con democracia las tensiones y conflictos que se presenten en sus relaciones sociales. Adicional a esto, los informes señalaron que la sostenibilidad ambiental y social estaba referida a la satisfacción de necesidades de las generaciones actuales sin comprometer las posibilidades de vida o de bienestar de las generaciones futuras, y a la eliminación de la pobreza.


    Como breve conclusión, los informes de desarrollo humano del PNUD, los de 1996 y 1997 en particular, introdujeron una nueva orientación en la conceptualización del desarrollo, la cual acercó las perspectivas divergentes hasta entonces y logró que los elementos centrales del nuevo enfoque sean reconocidos hoy como válidos y tenidos en cuenta como referentes en la construcción de los proyectos políticos de desarrollo. Otro aspecto por tener en cuenta aquí es la centralidad que otorgó a la persona. La gente y el crecimiento se convirtieron en las prioridades del desarrollo, pero el crecimiento tenía el reto de ser un gran generador de empleo, ojalá de pleno empleo. Además, en los territorios —países y regiones— construidos socialmente desde la perspectiva del desarrollo humano, la sociedad y los gobiernos debían garantizar la libertad de las personas, el desarrollo de sus capacidades, la cohesión social, la cooperación, la participación democrática y la salvaguarda del desarrollo humano futuro (PNUD, 1997).


    La perspectiva de desarrollo humano construida en los años noventa continuó su aplicación en los años siguientes. Si bien los objetivos relacionados con el crecimiento económico se mantuvieron, el desarrollo desde la dimensión social concentró la atención de analistas, y la búsqueda de nuevos elementos estructurales y de indicadores para su medición estuvo entre las prioridades de instituciones internacionales, como el Banco Interamericano de Desarrollo y el BM. Así, fue esta búsqueda la que condujo, en un principio, al planteamiento de los capitales que necesita el proceso de desarrollo para el logro de resultados y la consecución de los objetivos perseguidos. Los primeros capitales que se identificaron como necesarios para el desarrollo y que se articularon a los procesos puestos en marcha en el territorio por la sociedad, el Gobierno y las organizaciones sociales fueron el capital humano y el capital ambiental.


    Desde luego, a mediados de los años noventa el BM hizo un reconocimiento a estos capitales y los consideró como los principales factores de riqueza. Al respecto, se destacó que el capital humano era resultado de la educación, la salud y la nutrición de la población, y que el capital natural estaba conformado por la dotación ambiental o riqueza natural de un territorio; además, se resaltó que era el principal recurso disponible en el territorio para mejorar, en el largo plazo, la calidad de vida de la población. Asimismo, se señaló que los bienes que conforman el capital fijo empleado en los procesos económicos y productivos si bien es muy importante para la economía, su importancia es menor cuando se trata de generar condiciones a la población que le permitan el mejoramiento de la calidad de vida y el logro de mayor bienestar.


    En consecuencia, en aquellos años el BM planteó que la inversión en las personas y en la naturaleza eran las principales estrategias de desarrollo para un territorio. También, indicó esta institución que el logro del bienestar por parte de los miembros de la sociedad era el resultado del avance presentado en los capitales físico, humano, natural y social, y de la interacción entre estos.


    Por otra parte, en la actualidad una de las tendencias de la teoría del desarrollo se ha ocupado de la persona como su principal destinatario y beneficiario. Entre los principales planteamientos de esta perspectiva teórica nos resulta de interés en esta reflexión la consideración del desarrollo como subjetivo e intangible. Lo subjetivo lo encontramos referido a la potenciación de la transformación del ser humano y a la dignidad de la persona humana; elementos clave en los cuales el desarrollo debe plantearse sus principales objetivos y lograr resultados efectivos. Por su parte, la intangibilidad del desarrollo alude a la configuración de un ambiente —intangible y subjetivo— donde es posible el reconocimiento de los llamados capitales intangibles, identificados por Boisier y mencionados antes. En este ambiente operarán las condiciones que permitirán a la persona su transformación en persona humana, así como la transformación del ser humano y el logro de una dignidad que le permitirá la trascendencia, incluso después de la muerte.


    En diferentes textos académicos y documentos técnicos, se ha señalado que los territorios son poseedores de estos capitales y han sido destacados los roles que debe desempeñar la educación tanto en la formación de estos capitales como en la producción de conocimiento sobre ellos. Así, pues, la identificación de los capitales intangibles y su potenciación será fundamental en la estructuración de una acción social en el territorio y en la planificación de su proceso de desarrollo. Quizás entre las principales contribuciones que puedan hacer la formación de estos capitales y la interacción entre ellos están la introducción de mayor complejidad al sistema territorial y el desarrollo de sinergias y de diversas formas de sinapsis, lo cual, en la actualidad, constituye prerrequisitos fundamentales para el logro de los objetivos y metas de desarrollo fijados.


    Sin duda, este movimiento en torno al desarrollo generó cambios en este concepto y en los indicadores utilizados para su medición. En la configuración de estos cambios fue fundamental la importancia otorgada al bienestar social, a la sustentabilidad ambiental y, desde luego, al crecimiento de la economía. Asimismo, los cambios registrados también estuvieron influidos por la incorporación de las nociones de riqueza, los cambios producidos en la economía, el desarrollo y la modernización de la infraestructura productiva, la superación de la pobreza y la dignidad de la persona.


    Hay que mencionar, además, la sugerencia relacionada con la introducción en los países de cambios en los subsistemas económicos y societal, más que nada mediante la realización de procesos de reformas agraria, educativa y del régimen político, con el fin de avanzar en la profundización y consolidación de la democracia.


    En los primeros años del siglo XX, los estudios sobre el desarrollo se nutrieron con nuevas perspectivas teóricas que iniciaron con el reconocimiento del fracaso de las anteriores teorías y enfoques del desarrollo, particularmente en el llamado tercer mundo, y en su lugar plantearon la pertinencia de confrontar el desarrollo y la ideología desarrollista impulsada desde el mundo moderno y desarrollado. En esta confrontación se consideró que las teorías y enfoques sobre el desarrollo planteadas hasta entonces no habían tenido en cuenta las características de los territorios y sociedades que aún no han terminado la construcción de la modernidad, la cual ahora no puede ­hacerse recorriendo el camino de las sociedades de Europa y de Norte América. Asimismo, los nuevos desarrollos conceptuales señalan la necesidad de avanzar en la búsqueda de alternativas al desarrollo durante la fase del posdesarrollo en la cual nos encontramos. De esta nueva perspectiva, son emblemáticos los planteamientos de Arturo Escobar en sus textos titulados La invención del Tercer Mundo. Construcción y deconstrucción del desarrollo (2007) y “El posdesarrollo como concepto y práctica social” (2005). De manera intencionada, en este texto no nos ocupamos del estudio de estas nuevas perspectivas, ya que, si bien tienen un gran interés académico, sobre todo porque constituyen un avance en los estudios críticos sobre el desarrollo, aún no es evidente su influencia en la definición de las políticas públicas de este campo, las cuales componen el objeto de esta reflexión.


    EL DESARROLLO Y LA DESCENTRALIZACIÓN: 
PILARES DE LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS INTERNACIONALES


    En los países de América Latina la relación entre la educación y el desarrollo empezó a hacerse más estrecha desde la segunda mitad de los años ochenta del siglo XX y se consolidó en los primeros años de los noventa, cuando las políticas educativas internacionales formularon lineamientos en los cuales se estableció que la educación debía aportar resultados que contribuyeran a la formación de la fuerza de trabajo requerida por el capital para el desarrollo de sus fuerzas productivas y a la formación de las personas como actores sociales de la sociedad moderna. Por supuesto, una vez se produjo la adopción de estos lineamientos, en cada país se hicieron profundas reformas educativas que, entre otros aspectos, incluyeron la enseñanza de contenidos relacionados con la educación en valores y el desarrollo de pautas de comportamiento en concordancia con estos valores, así como el aprendizaje de saberes que permitieran a los estudiantes un desempeño efectivo de funciones en las organizaciones que desarrollan actividades económicas y productivas.


    De estas nuevas perspectivas de la educación podemos afirmar que la primera correspondió a una educación orientada hacia la competitividad económica, formulada por el BM y la Cepal, y la segunda, hacia lo social; por eso privilegió el desarrollo de un proceso educativo que diera preeminencia a aprendizajes que contribuyeran a restablecer el vínculo social, mediante el desarrollo de conductas que evidenciaran mayor entendimiento entre los miembros de la sociedad, mayor consolidación de la democracia y más compromiso con el desarrollo sostenible. Los aprendizajes privilegiados por esta perspectiva fueron aprender a conocer, a hacer, a vivir juntos, y a ser. Esta segunda idea de educación fue planteada por la Unesco.


    Así, en los países de América Latina, desde estos años, la educación empezó a ser considerada la principal estrategia del proceso de construcción social del territorio y, sobre todo, de generación de las condiciones que requería el despegue de las economías de la región, una vez concluida la década perdida e iniciada una nueva fase del desarrollo regional, en la cual se buscaba la aplicación efectiva del enfoque de desarrollo humano sostenible, la estabilización macroeconómica y el incremento de las exportaciones. Además de esto, la educación empezó a ser tratada como la alternativa privilegiada de intervención y de resolución de los problemas sociales endémicos, entre los cuales figuraban la pobreza, el desempleo, la violencia y la exclusión. En relación con la persistencia de estos problemas en la sociedad, la Unesco señaló que sus efectos producían el quebrantamiento del vínculo social y que el principal reto de la educación consistía en contribuir al restablecimiento de este vínculo.


    Como se advierte, la educación fue vinculada al proceso de desarrollo económico y social del territorio y de la población. Esta vinculación se produjo al comienzo en los procesos constituyentes y de reformas constitucionales de los años ochenta y noventa realizados en los países latinoamericanos, a través de los cuales se instituyó el interés público de la educación y la función social que esta debía desempeñar. De esta forma, la interpretación que se hizo de la nueva condición jurídica e institucional de la educación condujo a que esta formara parte del sistema de gestión pública y, en consecuencia, se convirtiera en campo de producción de resultados por parte de las entidades territoriales y de las instituciones educativas públicas y privadas.


    Hay que mencionar, además, que la aplicación de los lineamientos de política educativa internacional, una vez se produjo su adaptación en cada país por parte de los gobiernos nacionales, estuvo acompañada de reformas en el régimen político, ante todo en relación con la forma de ejercicio del Gobierno. Entre estas reformas, se destaca la descentralización administrativa y fiscal, la cual introdujo una nueva forma de gobierno y de gestión pública, aplicada, entre otros, al sector de la educación.


    La descentralización otorgó a las entidades territoriales subnacionales competencias para dirigir, administrar y controlar la educación en su territorio y, desde luego, estructurar la gestión de los recursos del sector. Recordemos que estas competencias antes del proceso de descentralización estaban centralizadas en el Ministerio de Educación Nacional (MEN). Habría que decir también que la política de descentralización administrativa y fiscal aplicada al ejercicio del gobierno del sector educativo tenía entre sus fines la aplicación del principio de pertinencia de la educación, mediante el cual se buscó que la oferta de educación respondiera a las potencialidades y necesidades de cada territorio y de su respectiva sociedad. Así, con la introducción de esta nueva orientación y forma de ejercicio del gobierno de la educación, se produjo la articulación entre el desarrollo y la educación.


    De esta forma, en el escenario creado por la descentralización administrativa y fiscal, el direccionamiento de la educación fue asumido por el gobierno de la entidad territorial certificada, lo cual hizo que el sector educativo fuese objeto de la planificación del desarrollo y se considerara como campo de producción de resultados de la gestión pública territorial y nacional. Esta condición de la educación llevó a considerar al sector, sus instituciones y actores del proceso educativo en interacción con los demás sectores del desarrollo y a demandarle resultados que contribuyeran al logro de los objetivos y de las metas previstas en las diferentes dimensiones del desarrollo atendidas por las autoridades gubernamentales.


    Entonces, en este contexto, la descentralización de la educación adquirió mayor importancia, pues estableció que los gobiernos regionales y locales debían construir ofertas educativas pertinentes. Esta construcción se empezó a hacer con la planificación de la acción educativa en el territorio, la cual hoy está integrada a la planificación del desarrollo territorial y debe producir resultados que contribuyan al logro de los objetivos y metas del Plan Nacional de Desarrollo, del Plan Nacional de Educación y de los planes de desarrollo de las entidades territoriales, y desde luego a la formación de las personas y del conocimiento que necesita el desarrollo del respectivo territorio. Con el fin de lograr estos resultados, la política de descentralización otorgó a las autoridades gubernamentales del nivel territorial la competencia para asignar y administrar los recursos del sector educativo y prestar el servicio de educación de acuerdo con las condiciones de calidad, eficiencia y eficacia establecidas por el MEN.


    Antes de continuar, conviene señalar que los procesos de planeación del desarrollo llevados a cabo durante estos años dieron prioridad a la intervención de problemas relacionados con la diferenciación y articulación territorial, la división territorial del trabajo y las disparidades en el crecimiento regional, los cuales tuvieron origen antes de la aplicación del enfoque de desarrollo humano sostenible. Los diferentes diagnósticos realizados en la época con el fin de identificar escenarios futuros de desarrollo —deseables y posibles— mostraron la existencia en el nivel nacional de una configuración espacial del desarrollo con mayor funcionalidad hacia el subsistema económico que a los intereses de la región y de la población asentada en su territorio. Estas consideraciones llevaron, entre otros aspectos, a plantear la existencia de una configuración espacial en la cual confluían la especialización regional y la diferenciación entre espacios, aspecto que dio origen a una relación jerárquica de dominación-dependencia entre las regiones y territorios subregionales.


    Asimismo, la diferenciación y articulación entre territorios de un mismo país y la operación de un estilo de desarrollo,11 destaca Boisier (1992), originó la concentración geográfica de la población, la centralización de los sistemas de decisión, la disparidad en los ingresos y en el nivel de vida de la población y las disparidades entre las regiones; razón por la cual, durante los años noventa, en los países latinoamericanos hubo gran interés por estructurar un modelo de desarrollo12 que permitiera, sobre todo desde lo regional, la intervención de estos problemas y, desde luego, su resolución, mediante la “reproducción y ampliación de la base económica del sistema social, con la manutención de una cierta estabilidad social que permita justamente dicha reproducción y, con la necesidad de mantener la integralidad territorial de la nación” (Boisier, 1992, p. 19). Por supuesto, el logro de estos propósitos contó con la concurrencia de las autoridades gubernamentales, las organizaciones sociales y las agencias de cooperación.


    Es significativa la importancia que desde entonces adquirió la educación como estrategia para la implementación del enfoque de desarrollo humano. En todas las perspectivas adoptadas fue incluida como la alternativa encargada de darle viabilidad al logro de los principales objetivos de desarrollo propuestos. Por esa razón, entró a ser parte importante de las políticas de desarrollo integral y de otras políticas encargadas de la promoción de los procesos de movilidad social ascendente de las personas, en especial de los pobres; la construcción de sociedades más equitativas e incluyentes; la formación de ciudadanos; la educación en los valores que fundamentan el orden social y facilitan la consolidación de la democracia; el cuidado del medio ambiente; la formación de capital humano, y el acceso al conocimiento, considerado el medio más efectivo para mejorar la productividad del trabajo de las personas y la competitividad de la sociedad.


    Claro, este fue el contexto que tuvieron en cuenta las instituciones internacionales mencionadas, encargadas en el nivel internacional de la formulación de lineamientos de política educativa. Es necesario recalcar que esos lineamientos destacaron la prioridad por la formación de los capitales humano y social, la revalorización de la población excluida mediante el mejoramiento de la productividad de su trabajo, la reducción de la pobreza por la vía del incremento de los ingresos, la recuperación de la tasa media de ganancia del capital y de la legitimidad que había perdido el Estado durante el periodo de crisis, la reducción de las disparidades entre territorios y de las desigualdades sociales producidas por el modelo de desarrollo ejecutado en los estados nacionales (Cepal y Unesco, 1992).


    En consecuencia, a las instituciones que conforman los sistemas educativos —nacionales y territoriales— y a los actores de la escuela les asignaron nuevas funciones y les demandaron la producción de resultados en los campos de resultado priorizados en la política educativa internacional, los cuales hasta entonces no habían sido objeto del proceso educativo. En efecto, ahora esos nuevos campos orientan la evaluación de las personas e instituciones, y determinan el sentido y los fines de la educación. En relación con estas nuevas ideas, el BM, instituciones del Gobierno colombiano y algunas organizaciones empresariales destacaron el compromiso asignado a la educación en la generación de condiciones para la implantación de modernos procesos de desarrollo. Al respecto, plantearon que “Los estudiosos del desarrollo señalan que la educación debe constituirse en una de las prioridades de las políticas de Estado, porque es a través del mejoramiento y de la cualificación del recurso humano como los países elevan sus índices de productividad, competitividad y calidad de vida” (González Restrepo, 2001, p. 341).


    En definitiva, este tipo de consideraciones condujeron a interrogar a los sistemas educativos sobre cuál es la contribución de la educación a la formación del capital humano requerido por la sociedad para la intervención de los problemas producidos por el modelo de desarrollo y el estilo que este ha adoptado y cuáles son las decisiones que deben tomar los gobiernos nacionales y territoriales para que los sistemas educativos subsanen sus deficiencias y la educación afronte con éxito los retos planteados por el modelo de desarrollo y las políticas educativas internacionales (Cordeiro, 1995). La construcción de respuestas a estas preguntas, sin duda, inició con el planteamiento sobre la necesidad de introducir reformas en la educación, de tal forma que fuera posible la enseñanza de contenidos que mejoraran la productividad de las personas y la competitividad de la sociedad. Para esto la oferta de educación tenía que estar articulada a los procesos de desarrollo territoriales y, más aún, debía atender las necesidades de formación del capital humano que estos requerían.


    Además, en la actualidad la política educativa internacional ha impuesto a la educación del mundo el desarrollo de un proceso educativo de acuerdo con estándares internacionales en materia de calidad, eficacia y eficiencia, con estricta atención, al mejor estilo de la época de la modernización, de los modelos educativos adoptados en los países del centro o desarrollados. Del mismo modo, esta política ha señalado que es obsoleta la existencia de un Gobierno central que planifica, administra los recursos del sector educativo y, además, presta el servicio de educación.


    En el contexto institucional creado por la descentralización de la educación en Colombia, los diferentes niveles de gobierno del Estado intervienen de manera diferenciada en la ejecución de la política educativa internacional. Así, de acuerdo con la actual distribución de competencias entre entidades territoriales, al nivel nacional le corresponde hacer una adaptación de los lineamientos internacionales y realizar la formulación de la política educativa nacional, mientras que los departamentos, distritos y municipios han recibido el encargo de ejecutar las decisiones tomadas por el Gobierno nacional.


    La intervención de este último en el desarrollo de la educación en el país se complementa con la organización de los sistemas de planeación, de inspección y vigilancia mediante el cual ejerce las funciones de regulación y de evaluación, con el fin de establecer el cumplimiento de los objetivos y metas del sector. Esta condición ­política de la descentralización, al convertir las entidades territoriales subnacionales en instancias de ejecución, afectó la independencia de estas y les limitó las posibilidades de construcción de un desarrollo autónomo.


    Cabe realzar que si bien la aplicación de la descentralización tiene entre sus principios la autonomía de los municipios y departamentos con respecto al nivel central del Estado, el modelo de descentralización adoptado en Colombia y aplicado a la educación solo garantiza a las entidades territoriales subnacionales una autonomía relativa, debido a que los proyectos educativos que estas entidades formulan deben incorporar y desarrollar los contenidos de las políticas educativas nacionales, contenidas en el Plan Nacional de Desarrollo y en el Plan Nacional de Educación. Además, las entidades territoriales están obligadas a aportar resultados que contribuyan al logro de los objetivos y al cumplimiento de las metas de los mencionados planes.


    Desde el inicio de los años noventa, las instituciones internacionales que deciden sobre la orientación de la educación en el mundo y, máxime, en América Latina, han concebido la educación como un instrumento dispuesto para el logro de objetivos y metas del proceso de desarrollo relacionadas más que nada con las dimensiones económica y política de este proceso. Así, pues, esta perspectiva adquirida por la educación va en detrimento de la pedagogía, en especial de aquellas concepciones que consideran que los fines de la educación los determinan las necesidades que presentan las personas, principalmente los niños, durante el proceso de enseñanza. En el caso colombiano, la implementación de las orientaciones impuestas por la política educativa internacional se realizó a través de la expedición de decretos reglamentarios de la Ley 115 de 1994 o General de Educación, los cuales dieron origen a un proceso de contrarreforma educativa (Rodríguez, 2002).


    LA PEDAGOGÍA Y LOS CONCEPTOS DE DESARROLLO: 
UNA POLÉMICA SOBRE LOS ENFOQUES DE LA EDUCACIÓN


    Esta reflexión se inicia señalando que en la conformación de la sociedad moderna o industrial y de los procesos desarrollados por esta, la educación ha hecho parte del subsistema de la cultura, desde el cual, de acuerdo con concepciones sobre la educación provenientes de la sociología, la escuela —por medio del proceso educativo que ­desarrolla— atiende un segundo momento del proceso de socialización del niño, complementario del primero desarrollado en la familia. En el desarrollo de este momento de la socialización, la escuela imparte una educación que contribuye a la institucionalización e internalización del sistema de valores compartidos socialmente y de las pautas de comportamiento derivadas de este, con el fin de que las personas puedan insertarse de forma exitosa en los procesos sociales y desarrollen las conductas esperadas por la sociedad. Al respecto, se ha destacado que mediante la educación de la persona “se pretende una socialización doble; por un lado, la integración al mundo ético-social a través de la educación social y por otro la integración al mundo socioeconómico por medio de la formación profesional” (Planeta, s. f., p. 32). Estas dos dimensiones de la educación nos muestran que, a través de las políticas educativas formuladas por el Gobierno nacional, la sociedad ha asignado a la escuela unas funciones relacionadas con la atención del proceso de socialización, aunque este no sea competencia exclusiva de la escuela ni de la educación formal.


    El proceso de desarrollo de la sociedad, en particular durante el tránsito de la sociedad tradicional a la moderna, conocido también como de modernización, ha traído consigo diferentes ideas acerca de los tipos de persona y de conocimiento requeridos por la sociedad en determinados momentos históricos, los cuales se deben formar en el contexto del proceso educativo. Aquí es donde la educabilidad de la persona adquiere importancia, debido a que permite su desarrollo y, más aún, su transformación y disposición al servicio de la sociedad.


    Una consideración sobre la relación entre el desarrollo de la persona y la educación es presentada por Lucio (1989) en los ­siguientes términos:


    El hombre es un ser en continuo crecimiento. Crecer significa muchas cosas: evolucionar, desarrollarse, adaptarse, asimilar, recibir, integrarse, apropiarse, crear, construir. Este crecimiento se realiza (como en todo ser biológico) gracias a un permanente intercambio con el medio; y ese medio es (específicamente para el hombre) eminentemente social. Educación, en sentido amplio, es el proceso por el cual la sociedad facilita, de una manera intencional o difusa, este crecimiento en sus miembros. Por tanto, la educación es ante todo una práctica social, que responde a, o lleva implícita, una determinada visión del hombre (de lo que he llamado su ‘crecer’). (p. 1)


    Es indudable que planteamientos como este otorgaron a la educación el reconocimiento de un gran potencial para la transformación de la persona y el desarrollo del cambio social y, además, abrieron la posibilidad para la emergencia de nuevas concepciones sobre la educación, construidas con base en intereses sociales y no desde las perspectivas clásicas de las teorías pedagógicas que priorizan aspectos como la enseñanza, el aprendizaje o la cognición.


    La relación establecida entre sociedad y educación situó la pedagogía en contextos diferentes de aquellos donde usualmente había estado, destacándose con mayor fuerza la dimensión ideológica de la escuela y de sus procesos educativos. Esta dimensión se concretó a través de la pedagogía, que “como ciencia prospectiva de la educación, está condicionada por la visión amplia o estrecha [...] que se tenga de educación y, a su vez, por la noción que se tenga del hombre, como ser que crece en sociedad” (Lucio, 1989, p. 2). Así, pues, la práctica pedagógica adquirió gran importancia social y política, debido a que se reconoció su relación y aporte a procesos sociales que trascienden la escuela y se articulan a dinámicas ­sociales vinculadas con la economía, el ejercicio del poder, el desempeño de las formas de dominación y la construcción de escenarios de desarrollo en los cuales se desenvuelven las relaciones sociales y se deben alcanzar los fines de la sociedad.


    En relación con el desarrollo de esta perspectiva que avizora los nuevos campos de trabajo y de reflexión de la ciencia pedagógica, Vasco (1990) destaca que:


    […] la pedagogía no puede limitarse a reflexionar sobre la enseñanza […] sino que tiene que tener en cuenta también los micro y macroentornos de la práctica pedagógica, los modos de articulación de esa práctica con otras prácticas y con los distintos saberes, y los modos de inserción de esa misma práctica y esos mismos saberes en el sistema social en el que ocurren y circulan. (p. 115)


    Dicho de otro modo, la pedagogía adquirió una dimensión social que, según este autor, está vinculada a un modelo sistémico del proceso educativo en el que se pueden diferenciar las relaciones entre maestro-alumno, maestro-microentorno, alumno-microentorno y las relaciones de todos ellos con el macroentorno y con los saberes circulantes en la sociedad.


    Conviene subrayar, en este contexto, que el vínculo de la teoría pedagógica y de la educación con las dimensiones sociales, ­económica y políticas de la sociedad no es nuevo, ni surgió en la época del neoliberalismo, pues antes de aparecer esta concepción política las discusiones sobre el objeto disciplinar de la educación reconocieron y cuestionaron el rol desempeñado por la sociedad en la orientación de la educación, al igual que su influencia en la determinación de los fines del proceso educativo y de la práctica pedagógica. Así, por ejemplo, entre estas críticas destacamos la formulada por Piaget, quien señaló lo siguiente:


    No hay que decir que es a la sociedad a quien corresponde fijar los fines de la educación que ella misma proporciona a las generaciones que crecen; lo que, por otra parte, la sociedad hace siempre de forma soberana de dos maneras. En primer término, fija los fines de forma espontánea por las exigencias del lenguaje, de las costumbres, de la opinión, de la familia, es decir, a través de las múltiples formas de acción colectiva por mediación de las sociedades se conservan y se transforman, formando a cada generación nueva en el molde estático o móvil de las precedentes. Después los fija reflexivamente por medio de organismos estatales o instituciones particulares según los tipos de educación proyectados. (1993, pp. 43 y 44)


    Así, es pertinente señalar que Piaget controvirtió la idea de determinar los fines de la educación con base en la atención de intereses de la sociedad, máxime cuando estos estaban relacionados con necesidades de tipo económico o técnico, y centró su atención en el proceso educativo del niño, al cual le dio prioridad como objetivo de la educación y le otorgó centralidad en la definición del fin de la educación y de la forma de educar. Por el contrario, cuestionó el planteamiento de Durkheim sobre el sentido de que el hombre por educar es un producto de la sociedad y no de la naturaleza; además, indicó que la educación debe atender la naturaleza del niño y, en consecuencia, con base en dicha naturaleza instituir los fines de la educación, teniendo en cuenta las necesidades de los estudiantes. En la concepción piagetiana de la educación, a la pedagogía le corresponde establecer un dispositivo adaptable a las condiciones de los estudiantes en función de sus necesidades de comprensión.


    Hay que mencionar que de la centralidad del estudiante y en especial del niño como objetivo de la educación también se ocupó el movimiento pedagógico conocido como la Escuela Nueva, surgido hacia el final del siglo XIX. Este movimiento fundamentado, entre otras, en las ideas de Rousseau, hizo una revalorización del niño y de su naturaleza, lo que dio origen a la propuesta de una educación progresista que debe ocuparse de la atención de las necesidades del estudiante. Recordemos sobre este asunto el planteamiento formulado por Palacios (1984), quien haciendo una lectura de esta perspectiva de la pedagogía señala que la educación es:


    […] un proceso para desarrollar cualidades latentes en el niño y la misma naturaleza infantil más que para llenar su espíritu con otras cualidades elegidas arbitrariamente por los adultos; por otra parte, para que pueda darse la educación es imprescindible que el niño pueda asimilar de manera inmediata aquello que le rodea, sin imposiciones ni mediaciones propias de los adultos. (p. 20)


    Estas ideas han sido retomadas y retroalimentadas por las llamadas escuelas críticas y progresistas de la educación y la pedagogía, las cuales consideran, entre otros aspectos, que:


    […] no hay aprendizaje efectivo que no parta de alguna necesidad o interés del niño, defendiéndose de manera explícita que ese interés es el punto de partida para la educación” y que “el papel del pedagogo no tiene razón de ser si no es como auxiliar del libre y espontáneo desarrollo del niño. (Palacios, 1984, pp. 18 y 19)


    LAS POLÍTICAS NEOLIBERALES Y LA INVISIBILIZACIÓN 
DE LA PEDAGOGÍA


    Esta parte del libro presenta un análisis crítico de las concepciones sobre la educación básica y media formulada por el BM, la Unesco y la Cepal, instituciones internacionales que ejercen influencia en las decisiones tomadas por los gobiernos nacionales en materia de política educativa. En el desarrollo de esta reflexión, fue importante la propuesta de análisis del ciclo que contiene una política pública, formulada por Meny y Thoenig (1992), sobre todo en lo atinente a las fases de “aparición de problemas públicos” y de “la decisión pública”. En concordancia con esta perspectiva metodológica, este ejercicio de reflexión tuvo en cuenta que “toda política pública encubre una teoría del cambio social” (Meny y Thoenig, 1992, p. 96) y que una caracterización de la tendencia al cambio contenida en estas políticas obligaba, por un lado, al examen de los objetivos, medios y acciones definidos en estas, con el fin de producir transformaciones parciales o totales en la sociedad; por otro lado, a la identificación de posibles resultados y efectos derivados de su aplicación (Roth, 2002).


    La información básica requerida para este análisis se presenta en la tabla 1, y fue obtenida por medio de un estudio sistemático de los documentos que presentan los lineamientos de la política educativa internacional, en particular con los objetivos y fines asignados a la educación, y los tipos de sociedad, persona y conocimiento que se quiere formar. En este estudio, los principales referentes son las políticas educativas internacionales formuladas por el BM, la Unesco y la Cepal. Al hablar de estas políticas surgen, entre otros, los siguientes interrogantes: ¿cuáles fueron las razones que dieron origen a la política educativa internacional? ¿Qué características tenía el contexto internacional cuando inició la formulación de la política educativa internacional?


    Es evidente que en las orientaciones del llamado Consenso de Washington13 de 1989, encontramos los principales fundamentos ­tenidos en cuenta por las instituciones internacionales, mencionadas, comprometidas con la formulación de la política educativa internacional desde los años noventa. En efecto, el desarrollo de las políticas del Consenso en el campo de la educación tuvo en cuenta la nueva perspectiva educativa, relacionada con la adopción de una educación al servicio del proceso de desarrollo y orientada al logro de los objetivos de las políticas sociales encauzadas a la lucha contra la pobreza.


    Las propuestas que dieron origen al llamado Consenso de ­Washington en 1989 sirvieron de fundamento en 1990 al Consenso para la Educación (Gentili, 1997). Estas propuestas señalaron que los sistemas educativos latinoamericanos estaban afectados por la persistencia de problemas relacionados con la eficacia, eficiencia y calidad de la educación. De igual manera, destacaron que era necesario intervenir de manera efectiva en estos problemas, sobre todo a través de una intervención de sus causas. Así, pues, con el fin de atender esta mediación, el Consenso planteó la necesidad de hacer una identificación de los responsables del origen de estas situaciones problemáticas y, luego, llevar a cabo procesos de reforma educativa. Las iniciativas de intervención, como lo muestra la tabla 1, partieron, por un lado, señalando al Estado interventor, a los sindicatos y a la sociedad como los principales responsables de la crisis de estos sistemas y, por otro, planteando la necesidad de poner en marcha procesos de reforma que tuvieran como estrategias la descentralización de la educación y la construcción de una oferta educativa que atendiera las necesidades de las organizaciones del subsistema económico en materia de formación de personas para el desempeño de funciones económicas y productivas.


    De esta manera, surgió en los países de América Latina la educación para el proceso de desarrollo, orientada a mejorar la productividad de las personas y la competitividad de los territorios. Estas consideraciones fueron fundamentales en la definición de la nueva concepción de educación y de sus objetivos. Lo que importa en este punto es destacar que la formulación de políticas educativas en los Estados nacionales de América Latina, con la incorporación a las decisiones nacionales de los principales contenidos de los lineamientos internacionales de política educativa, produce la despedagogización14 de la educación, debido a que estos lineamientos asignan a la educación el desempeño de roles, la atención de funciones y el logro de resultados en campos diferentes a lo estrictamente relacionado con la enseñanza, el aprendizaje y la aplicación de saberes y de contenidos pertenecientes a las áreas del conocimiento que constituyen el objeto de estudio en la educación básica y media.


    Las perspectivas de educación contenidas en las políticas educativas formuladas por las instituciones internacionales ya mencionadas se apartan de la tradición educativa y asumen nuevos objetivos relacionados con el desarrollo de procesos y el desempeño de funciones pertenecientes a subsistemas sociales diferentes al educativo. Estos objetivos conciernen a campos como el desarrollo económico, el orden político, la democracia, la equidad e igualdad social, la productividad y competitividad, entre otros.


    Otra formulación de política educativa internacional la hizo la Unesco en 1990, en la Conferencia Mundial sobre Educación para Todos. Esta conferencia clausuró sus deliberaciones con la aprobación y adopción de la Declaración de Jomtien,15 conocida como Declaración Mundial de Educación para Todos. Esta última contiene, además, el Marco de Acción para Satisfacer las Necesidades Básicas de Aprendizaje. En las orientaciones de esta declaración, como se evidencia en la tabla 1, se observa un nuevo rumbo de la educación en el cual se destaca el compromiso de quienes suscriben la mencionada declaración de adelantar en sus países una acción educativa planificada que satisfaga las necesidades básicas de educación y se ocupe del aprendizaje, en relación más que nada con la universalización del acceso a este, la atención a los resultados de aprendizaje, la mejora de estos y de los entornos donde los niños aprenden. También, la declaración estableció que la acción educativa debía arrojar resultados en materia de construcción de equidad en la sociedad y la construcción de alianzas con el sector privado para la prestación del servicio de educación.


    Más adelante, en 1996, el BM formuló otro lineamiento de política educativa internacional de capital importancia por su influencia en la definición de la política del sector en los países en proceso de desarrollo, en particular de los latinoamericanos. El planteamiento del BM está consignado en el documento titulado Prioridades y estrategias para la educación. Examen del Banco Mundial. Las orientaciones sobre política educativa planteadas por esta institución priorizaron la construcción de propuestas curriculares que articularan la educación con el proceso de desarrollo territorial, mediante la atención de las necesidades del proceso económico territorial, en gran medida en la formación de trabajadores para el desempeño de funciones en las organizaciones económicas, la trasposición didáctica de saberes científicos, tecnológicos y técnicos y su enseñanza en las instituciones educativas, y la producción de resultados en relación con la reducción de la pobreza, el mejoramiento de las condiciones de empleabilidad de las personas y la atención de las necesidades del mercado laboral. Además de esto, el referido documento del BM consideró necesario que las instituciones educativas atendieran las demandas de la población trabajadora relacionadas con la adquisición de nuevos conocimientos y de nuevas habilidades, así como con la adaptación de esta población a las innovaciones tecnológicas y los cambios que estos producen en el mundo del trabajo y en la vida de las personas.


    La implementación de las orientaciones del BM, mostradas en la tabla 1, se concretó en los países de América Latina por medio de los procesos de reforma educativa puestos en marcha en la región en los inicios de los años noventa. Los lineamientos de política educativa formulados por esta institución los debían acoger y aplicar los países que contrataran empréstitos con el BM para financiar inversiones en el sector educativo. La aplicación de estas orientaciones otorgó a la política educativa de cada país una racionalidad técnica e instrumental, que condujo al desconocimiento e invisibilización de la pedagogía. Los procesos de reforma educativa propendieron hacia la ­profundización y consolidación de la política pública de descentralización administrativa y fiscal aplicada al sector de la educación; la definición de nuevos criterios para la asignación de los recursos educativos, fundamentalmente con el incremento del número de estudiantes por docente, del número de estudiantes por aula, la reducción de los periodos de vacaciones de los profesores y la reorganización educativa, concebida como alternativa para introducir mayor racionalidad en el uso de los recursos del sector, y la conformación de sistemas territoriales de educación, los cuales se encargarían del desarrollo de la gestión del sector.


    Por otra parte, en 1992 la Cepal difundió el documento titulado Educación y conocimiento: eje de la transformación productiva con equidad, en el cual fueron presentados los fundamentos para la formulación de un proyecto integral de desarrollo, constituido por las ideas de progreso técnico, transformación productiva, democratización política y equidad social. En la tabla 1 se presentan los ­principales fundamentos de la perspectiva cepalina. La propuesta de la Cepal consideró elementos esenciales en la creación de un contexto político favorable la competitividad internacional y la consolidación de la democracia, la participación y la equidad. Asimismo, incluyó la educación como principal estrategia para el logro de resultados en estos campos y reiteró la necesidad de adelantar reformas institucionales y de fomentar la descentralización.


    Tabla 1. Las políticas educativas internacionales y el cambio educativo en América Latina al final del siglo XX
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    Fuente: elaboración propia.


  


  La perspectiva formulada por la Cepal la conformaron los conceptos de transformación productiva, equidad social y de democratización política. La puesta en marcha en cada territorio de estas nociones —sugirió la Cepal— requería una amplia difusión del progreso técnico, de la formación de capital humano y del fortalecimiento de la competitividad territorial, debido a que con esto se alcanzaría mayor crecimiento económico y equidad social. Además, el nuevo escenario previsto por esta institución estableció avanzar en el fortalecimiento empresarial, el mejoramiento de la infraestructura, la profundización de la apertura económica y el desarrollo de conocimientos aplicables a la realidad territorial.


  Asimismo, la Cepal señaló la existencia de rezagos en la educación, sobre todo en relación con la producción de conocimientos aplicables al proceso de desarrollo económico, la capacitación de recursos humanos, la investigación aplicada, el avance en la difusión del cambio tecnológico. Con base en estas consideraciones, la Cepal postuló que a nivel territorial se debían construir sistemas en los cuales estuvieran integrados la educación, el conocimiento y el desarrollo económico, con el fin de avanzar en la construcción de capacidades endógenas.


  En el caso de Colombia, los lineamientos de política educativa formulados por estas instituciones internacionales han sido adoptados por los gobiernos nacionales y algunos subnacionales, máxime cuando en estas instancias gubernamentales se ha recurrido a la contratación de empréstitos con el BM para la financiación de inversiones en el sector educativo o cuando han adoptado concepciones sobre educación y modelos educativos impulsados por la Unesco o la Cepal. Además, la influencia de las políticas educativas internacionales en la formulación de la política educativa nacional se evidencia en los procesos de reforma del Estado y de la educación, mediante la puesta en marcha de políticas como la de descentralización, el incremento de la efectividad en la asignación de los recursos educativos y el fomento de la alianza del sector educativo con organizaciones privadas.


  Se debe agregar que de las orientaciones contenidas en la política educativa internacional, el nuevo concepto de calidad figura entre los que más han permeado las políticas educativas nacionales, en las cuales encontramos una perspectiva de la calidad de la educación, relacionada con la articulación de las instituciones educativas y del proceso educativo a las políticas y procesos de desarrollo territorial y con su contribución al logro de resultados en las dimensiones política, social y ambiental en cada sociedad. En este contexto, vale la pena destacar el vínculo de la noción de calidad educativa en el marco de la relación entre educación y economía, debido a que la educación de calidad dejó de ser aquella que ofrecía, ante todo, una formación precientífica y luego una enseñanza centrada en el conocimiento de las ciencias básicas, las humanidades, el arte y la cultura física. La nueva idea de calidad postuló el desarrollo de una educación que respondiera a las necesidades de la sociedad y de las personas que estudian, es decir, que fuera pertinente. Por supuesto, fue esta perspectiva de la calidad la que permitió la introducción de nuevos contenidos de enseñanza, relacionados con las necesidades de los procesos económicos y de sus actores estratégicos, con los requerimientos de la sociedad y de sus organizaciones y con los mandatos del régimen político. Sin duda, los desarrollos contemporáneos de las ciencias de la educación, en temas como el currículo y la evaluación, fueron tomados como sustento de este cambio educativo.


  Así, pues, los resultados en materia de calidad en los países comprometidos con el desarrollo de esta nueva perspectiva educativa se convirtieron en referentes de la rendición de cuentas por parte de las instituciones que integran los sistemas educativos y de los actores del proceso educativo. En consecuencia, estos resultados pasaron a ser exigibles por la sociedad y la comprobación de su logro empezó a hacerse a través de la evaluación educacional, la cual incluye los procesos de evaluación del aprendizaje de los estudiantes, de desempeño de los docentes y la institucional que debe realizar cada organismo educativo. La implementación de esta perspectiva de calidad de la educación trajo consigo el desarrollo de una estrategia de competitividad basada en las alianzas entre los sistemas educativos y organizaciones del sector productivo, lo cual, desde el punto de vista de las políticas educativas internacionales y de las nacionales influenciadas por estas, le da pertinencia social a la educación.


  El planteamiento de la eficiencia es otro principio de las políticas educativas internacionales, el cual se ha aplicado en Colombia y en los demás países de América Latina en las reformas educativas, sobre todo en la llamada reorganización del sector educativo, a través de la cual se busca la introducción de mayor racionalidad en la asignación de los recursos educativos y la obtención de valores agregados durante el proceso de formación. A este principio corresponden las políticas de reorganización educativa llevadas a cabo en Colombia y la implementación de las escuelas eficientes realizada en Chile durante los años noventa.


  Se sugirió en párrafos anteriores que la nueva noción de calidad de la educación está asociada con el planteamiento que convierte a la educación en tributaria del proceso de desarrollo y del orden político. Así, la calidad no está relacionada con aspectos pedagógicos y en muchos casos se encuentra alejada de los contextos sociales de los que hacen parte los miembros de la comunidad educativa, debido a que los fines de la educación están determinados por concepciones provenientes de otras ciencias —principalmente de la economía— en todos los casos ajenas a las ciencias de la educación. Esta nueva perspectiva de la calidad se ha extendido por toda América Latina, se ha convertido en una especie de nuevo ideal educacional y ha producido una afectación en la atención de las necesidades de educación que tienen nuestras sociedades y nuestros estudiantes. Una crítica a la nueva perspectiva educativa adoptada por los gobiernos de los países de esta región la formula Puiggros con los siguientes términos:


  El deterioro de la calidad de la educación que reciben los latinoamericanos se nota en todos los espacios educativos, en las relaciones entre dirigentes y dirigidos; entre alumnos y maestros, entre padres e hijos, entre géneros y generaciones, entre grupos étnicos y culturales, entre clases sociales y entre naciones. Los discursos educacionales son inadecuados a la nueva realidad, no poseen capacidad de contener las complejas demandas culturales actuales, no pueden responder a las diferencias histórico-culturales de los sujetos sociales, no contemplan la posibilidad de convivencia en América Latina de cosmovisiones, símbolos, rituales, costumbres, creencias, tecnologías, explicaciones de la salud y la enfermedad, concepciones de la vida sexual, etc., culturalmente diversas o pertenecientes a etapas de desarrollo muy distintas […] Como resultado, el discurso pedagógico escolar obliga al estudiante a disociarse del medio social, económico, tecnológico y cultural real y contribuye a discapacitarlo para que pueda establecer una equilibrada relación con su medio social. (1994, p. 19)


  Continuaremos la explicación de la influencia de la política educativa internacional en la definición de las políticas nacionales con una alusión a aspectos relacionados con la dimensión financiera. En efecto, la reducción de costos de funcionamiento del sistema educativo y la introducción de nuevos criterios para la asignación de los recursos del sector, así como la búsqueda de alternativas de gestión y de administración que permitieran la consecución de resultados adicionales o de valores agregados por parte del proceso educativo —sin que ello implicara la asignación de recursos adicionales— hicieron parte de las estrategias adoptadas por las políticas educacionales para la concreción del cambio educativo impulsado hacia el final del siglo XX.


  La revisión de las concepciones que fundamentan las políticas educativas internacionales, las orientaciones que de estas se derivan, los contenidos y características de las decisiones y medidas de política por medio de las cuales se produce su ejecución en los espacios nacionales evidencian que en la actualidad la educación es concebida desde una racionalidad instrumental, que busca la producción de la mejor adecuación entre medios y fines. En el contexto de esta racionalidad los fines los determina el mercado, en particular las necesidades de incremento de la productividad del trabajo, la atención de nuevas líneas de producción y de trabajo, y la competencia. Por su parte, los medios están conformados por los recursos que disponen las instituciones del sector, desde el nivel nacional hasta el municipal y, desde luego, cada una de las instituciones educativas.


  Para finalizar, conviene señalar que la pedagogía no está presente en los principios y orientaciones de las políticas educativas internacionales, ni en las decisiones relacionadas con la formulación de las políticas nacionales. Tal parece que para estas políticas la pedagogía tiene poco interés y que su lugar ha sido ocupado por el mercado, el cual emerge como el nuevo paradigma que define los fines y las estrategias de la educación, así como las concepciones que orientan el desarrollo de las prácticas educativas. Estos elementos sirven como evidencia de los rasgos básicos del proceso de cambio social agenciado por las políticas educativas y las reformas estructurales del Estado, adoptadas con el fin de poner en marcha las nuevas perspectivas educativas, las cuales corresponden, como lo señalan Meny y Thoenig (1992), a una tipología de sociedad estructurada con base en un cuerpo de reglas y de representaciones normativas que ordenan, segmentan y clasifican las situaciones, los sujetos y las realizaciones públicas.


  Es indudable que el nuevo discurso sobre la educación impulsado desde las instituciones internacionales que se han mencionado corresponde, en palabras de Ratinoff (1994), a otra de las retóricas que en la actualidad prevalecen en la educación. Al respecto, este autor identifica la ausencia de la pedagogía en los discursos educativos, como uno de los elementos característicos de las retóricas educativas de la actualidad. De igual manera, sugiere Ratinoff que esta despedagogización de la educación se debe a la centralidad que hoy tiene la concepción utilitaria de la educación, la cual asume el proceso educativo como un conjunto de actividades que demanda recursos y produce resultados en materia de formación de las personas para que aprovechen oportunidades y contribuyan a la generación de procesos sociales relacionados con la extracción de valor y la producción de condiciones para la reproducción del orden social. Este autor señala que las actuales retóricas sobre la educación han desempeñado las siguientes funciones:


  […] en primer lugar “coordinar”, contribuyendo a unir un conjunto de intereses distintos mediante la provisión de valores y propósitos compartidos; en segundo lugar “movilizar”, facilitando la incorporación de nuevos grupos comprometidos a través de fines y justificaciones especiales, y en tercer lugar, “legitimar”, construyendo una imagen de criterios de corrección aceptable para el resto de la comunidad. (1994, p. 24)


  El análisis de Ratinoff sobre las retóricas educativas que prevalecieron en el siglo XX identifica cuatro grandes retóricas, a saber: el nacionalismo educativo de los primeros cuarenta años, el pluralismo de los años cuarenta y cincuenta, la meritocracia desarrollada desde los años cincuenta hasta los últimos años del setenta y la del capital humano surgida entre los años ochenta y noventa. De estas ­retóricas, señala el autor que solo la del capital humano influyó de manera significativa en la formulación de las políticas educativas nacionales de los países latinoamericanos, sobre todo por la vigencia que estos gobiernos otorgaron a los principios utilitaristas que fundamentan su discurso.



  
    Capítulo 2


    La educación en Colombia 
en la época de la globalización


    El proceso de globalización trajo consigo cambios sustanciales en el sistema de relaciones internacionales, particularmente por la pérdida de la centralidad que alcanzaron los Estados nación en este sistema y, sobre todo, porque dejaron de ser los únicos actores de estas relaciones. Además, esto produjo cambios en el derecho internacional, el cual, en la rama pública, por tradición se ocupó de la regulación de las relaciones entre estos Estados y del mantenimiento de la paz y de la seguridad en el mundo. Ahora, en concordancia con las realidades creadas por la globalización, el derecho internacional privado y el derecho internacional humanitario tienen desarrollos significativos y el sistema de relaciones internacionales ha reconocido la existencia de actores diferentes a los Estados, entre los cuales figuran las organizaciones no gubernamentales, las organizaciones y movimientos sociales, las empresas multinacionales y las personas como sujetos de derechos.


    Esta nueva condición del sistema de relaciones internacionales produjo una crisis en el paradigma tradicional con el cual se orientaba el estudio, la planificación y el desarrollo de estas relaciones y, en consecuencia, ocasionó la emergencia de nuevas teorías. En efecto, esta consideración es la que inspira la reflexión que se presenta en el inicio de este capítulo, en el cual nos ocupamos de manera breve de las relaciones entre los Estados de América Latina a partir del reconocimiento de las necesidades de interdependencia entre estos y de los planteamientos del realismo periférico, perspectiva teórica que puede ser pertinente en la definición de una concepción de las relaciones internacionales aplicable a nuestras realidades.


    También se incluye en este capítulo un análisis sobre la educación en Colombia en el actual momento histórico, caracterizado por el desarrollo del proceso de globalización y la puesta en marcha de alternativas por parte de Colombia para tener una inserción exitosa en este y por las posibilidades reales que tiene el país de continuar su proceso de evolución societal mediante el tránsito a un estadio de posconflicto, el cual nos debe conducir, luego, a una sociedad pacífica y respetuosa del sistema universal de valores. En este escenario nos ocupamos, en primer lugar, del estudio del vínculo social, del reconocimiento de los hechos sociales que lo han quebrantado y han producido la exclusión de un gran número de colombianos de los procesos y procedimientos institucionalizados en la sociedad y de los roles que debe desempeñar la educación en el restablecimiento de este vínculo; en segundo lugar, del análisis de las contribuciones que la educación, más que nada la rural, debe hacer a la construcción del desarrollo rural territorial y a los procesos de construcción social de los municipios pequeños, donde predomina la cultura del mundo rural.


    Se considera que sin una intervención de fondo en estos dos aspectos y sin el logro de resultados que permitan la construcción de una realidad social diferente, resulta imposible la construcción en Colombia de una sociedad pacífica, en la cual los elementos constitutivos de la cohesión social tengan cabal desarrollo y las personas orienten sus conductas con los valores universales compartidos socialmente y desarrollen pautas de comportamiento de acuerdo con estos.


    LA INTERDEPENDENCIA EN EL DESARROLLO DE LAS RELACIONES
INTERNACIONALES ENTRE LOS PAÍSES DE AMÉRICA LATINA


    La teoría de la globalización retomó planteamientos de la teoría de los sistemas mundiales y otorgó especial importancia a los elementos económicos, políticos, culturales y financieros del orden mundial que presentaban incidencia en el devenir de los procesos económicos y de desarrollo. Al respecto, dicha teoría destacó la importancia de las transacciones económicas, las nuevas condiciones que facilitan la interacción cultural entre la población del mundo, el desarrollo de la tecnología y el uso de esta en el desenvolvimiento de las relaciones sociales y en el acontecer de algunos procesos relacionados con actividades económicas.


    Así, pues, la globalización es un hecho social que afecta las sociedades nacionales en todo el mundo, establece unos patrones y reglas nuevas para orientar las relaciones entre los Estados nacionales y entre los procesos desarrollados por los sistemas sociales nacionales. De igual manera, configura nuevas formas de relacionamiento y de interacción entre los sistemas nacionales y sus entornos, de tal forma que abre la posibilidad para que los “sistemas nacionales sean el entorno de otros sistemas nacionales y de que muchos entornos sean compartidos por varios sistemas nacionales de manera simultánea” (Zambrano, 2003, p. 89).


    En relación con este nuevo escenario creado por el proceso globalizador, el cual replantea las relaciones entre los Estados nacionales y crea un nuevo contexto y establece nuevos parámetros para el desarrollo de estas, Beck (1998) plantea que la globalización “significa procesos en virtud de los cuales los Estados nacionales soberanos se entremezclan e imbrican mediante actores transnacionales y sus respectivas probabilidades de poder, orientaciones, identidades y entramados varios” (p. 28). Así, una de las principales características de la globalización y de los procesos por medio de los cuales se implanta en los Estados nacionales consisten en que se extiende a todos los países y a sus respectivas sociedades, de tal forma que:


    No hay ningún país ni grupo que pueda vivir al margen de los demás. Es decir, que las distintas formas económicas, culturales y políticas no dejan de entremezclarse […] Así, “sociedad mundial” significa la totalidad de las relaciones sociales que no están integradas en la política del Estado nacional ni están determinadas (ni son determinables) a través de esta. (Beck, 1998, p. 28)


    Por otra parte, la globalización tiene en el desarrollo de la tecnología aplicada a los procesos de comunicación otro elemento de particular importancia, debido a que permite la interacción entre países y entre la población del mundo, incluidos aquellos grupos de población y las personas afectados por condiciones de pobreza o de vulnerabilidad, los cuales ahora pueden acceder con facilidad a esta tecnología y comunicarse e interactuar en el mundo ­globalizado. ­Asimismo, el desarrollo de las comunicaciones ha introducido ­cambios en la ­administración y gestión de las empresas, gracias a que ha permitido la creación de ambientes virtuales que facilitan la reali­zación de transacciones económicas y comerciales. En palabras de Bauman (2006), el uso de la tecnología en el mundo global no solo ha reducido las distancias y barreras geográficas, sino que además en la realización de las transacciones ha producido la desaparición del tiempo, porque ahora estas se realizan y se hacen efectivas en el instante.


    En la época de la globalización el Estado nación, surgido al inicio del siglo XIX, ha perdido la centralidad que tenía como alternativa de organización de la sociedad en el mundo capitalista. Sin duda, la crisis del Estado nación obedece a hechos como el surgimiento de actores sociales globales, que modificó el sistema establecido para el desarrollo de las relaciones internacionales, la mundialización del capital y la transnacionalización de las grandes empresas, el desarrollo de las tecnologías de la información y de la comunicación y, desde luego, el desarrollo de los modernos sistemas de comunicación, que terminaron por convertir en obsoleto al Estado nación e hicieron del mundo un solo espacio donde se desarrollan las relaciones ­económicas, el mercado, la interacción cultural y el transporte.


    Los planteamientos de la globalización y los de la teoría de la modernización coinciden en señalar que los procesos de desarrollo territorial en cada país deben hacerse recorriendo el camino transitado por países como Estados Unidos y algunos de Europa, los cuales evidencian haber alcanzado niveles superiores de desarrollo. De estos países se ha dicho, además, que conforman la mayor economía del mundo y el eje de una influencia global reflejada en los campos ideológico y económico.


    Otro elemento de particular importancia en la globalización está relacionado con la cultura. En esta época, la expresión cultural está determinada por las tendencias hegemónicas de la cultura global, la cual se extiende por el mundo y permea a los diferentes grupos de población. Así, como lo señala Weber (1977), se construye el sistema de valores, las creencias y el patrón de identidad dominante o hegemónico de la sociedad y de aquellos que emergen como alternativos o subordinados.


    La globalización, como lo indica Garay (1997), es un ­proceso dialéctico, contradictorio, desigual, heterogéneo, discontinuo, asincrónico, estructural, de largo plazo, desarrollado desde el papel catalizador de los países que son el eje o centro de gravedad del sistema económico internacional y se reproduce en las dimensiones económica, política y cultural de las sociedades. Esta globalización convierte al neoliberalismo en un proyecto político que busca que la sociedad logre unos objetivos y metas de desarrollo bajo un régimen de mercado; para ello fomenta el individualismo, la competitividad y la competencia. En este contexto, el modelo neoliberal mediante los procesos de reforma y reestructuración del Estado le quitan a la institucionalidad pública el ejercicio de funciones relacionadas con la toma de decisiones y administración del proceso de desarrollo y se las transfiere al sector privado. En este escenario las funciones del Estado se reducen a la expedición de normas y la formulación de macropolíticas, al desempeño de las funciones de regulación del proceso de desarrollo, a la legitimación del poder y la atención de las demandas formuladas por la población.


    En los países de América Latina los principales cambios en el orden político y en la cultura, producidos como consecuencia de la globalización, iniciaron al final de los años ochenta e inicio de los noventa del siglo XX. Durante estos años se produjeron hechos sociales que dieron origen a un cambio social y al surgimiento de un nuevo orden en el mundo. Estos hechos se concretaron en las siguientes situaciones: la profundización de la crisis del modelo de desarrollo basado en el crecimiento, el cual mostró sus limitaciones en la superación de algunos problemas sociales como la pobreza, las desigualdades sociales, las disparidades entre territorios y la violencia; la crisis de la economía mundial y sus impactos al capitalismo, que afectó la tasa media de ganancia del capital y el patrón de acumulación; y una tercera, el agotamiento del llamado socialismo real, el cual introdujo una racionalidad nueva en la organización política y económica de algunos países, hecho que le permitió ganar reconocimiento como formación social alternativa al capitalismo.


    En este contexto, es importante subrayar que las situaciones de crisis y los cambios mencionados generaron en el mundo hechos sociales nuevos, entre los cuales se destacan la reestructuración de los procesos económicos, el surgimiento de nuevos objetivos y metas de desarrollo, la irrupción de un nuevo orden político mundial, la reforma de los Estados nacionales y la estructuración de un escenario internacional integrado por instituciones supranacionales adscritas a la Organización de las Naciones Unidas y a la banca multilateral, encargadas de formular lineamientos de política aplicables al desarrollo sectorial en cada país y de participar en la financiación de planes, programas y proyectos en los sectores estratégicos para el desarrollo social y económico nacional, entre los cuales figura el educativo.


    Además, se estableció un nuevo marco para la definición y el desarrollo de la acción social, el cual revalorizó la persona, rescató lo humano y otorgó a la educación una centralidad, tanto en la construcción del orden social y político, como en la formación de la persona y la producción del conocimiento requerido por el cambio.


    DEPENDENCIA, ESTRUCTURALISMO Y REALISMO PERIFÉRICO


    Las teorías del estructuralismo, de la dependencia y del realismo periférico hacen parte de los desarrollos del pensamiento latinoamericano, con los cuales se ha explicado de manera parcial nuestro histórico proceso de desarrollo en los términos político y económico, así como algunas de las relaciones internacionales establecidas por nuestras instituciones estatales con diferentes Estados del mundo.


    En las reflexiones de los analistas comprometidos con el desarrollo de la teoría de la dependencia, se observa la primacía de la existencia de una jerarquización en la organización del sistema internacional. En dicha organización la posición ocupada por cada Estado se encuentra limitada, como lo señalan Cardoso y Faletto (1973), por las funciones que desempeña cada país en la organización económica internacional, relacionada con los procesos de producción y distribución. Desde la perspectiva de estos autores, en el grado de dependencia de cada país influye, de manera determinante, su condición de productor de materias primas o de bienes producidos a través de procesos industriales en el llamado sector secundario de la economía. Asimismo, desde el punto de vista de la teoría estructuralista, el sistema de relaciones internacionales opera a partir de la relación entre dos bloques de países, a saber: unos considerados del centro y otros de la periferia. La adscripción a cada uno de estos bloques se relaciona con el grado de desarrollo alcanzado.


    Añádase a lo anterior que la teoría de la dependencia, en palabras de Gunder Frank (1970), plantea la inexistencia de soberanía y, desde luego, de autonomía por parte de los Estados nacionales. Desde esta perspectiva teórica, la ausencia de autonomía por parte de los Estados tiene diversas causas, entre las que se destaca la dependencia, entendida como la subordinación de la economía nacional a las pautas de consumo dominantes, las cuales demandan ­determinadas formas de organización y de control de la producción que generan nuevas formas de estructuración de las economías nacionales (Gunder Frank, 1970). En este contexto, es pertinente destacar que el sistema de fijación de precios de los bienes producidos en los países periféricos depende de factores externos como el mercado. Estos precios, por lo general, son inferiores a los de los bienes producidos en los países del centro.


    Otro factor para tener en cuenta, según los teóricos de la dependencia, con el propósito de comprender la falta de autonomía de los Estados nacionales periféricos, consiste en la iniciativa del sistema económico internacional y de sus agentes económicos en materia de orientación de la inversión en cada país, lo cual restringe la eficacia y proyección de los agentes económicos locales. Esta iniciativa incrementa la dependencia del desarrollo nacional debido a que procesos como el de industrialización quedan bajo la dependencia del capital extranjero y de la inversión de este. No obstante, la situación de mayor gravedad en la condición de dependencia se evidencia cuando, según Dos Santos (1973), el capital extranjero se apropia de los sectores con mayor desarrollo de las economías nacionales y, por esta vía, incrementa la dependencia de estas.


    Un aspecto de particular importancia en este proceso de desarrollo dependiente se relaciona con el papel desempeñado por las élites nacionales. Al respecto, destaca Dos Santos (1973) que los grupos externos encuentran en las élites nacionales a sus principales aliados, y que estas élites permiten y viabilizan la subordinación de la economía nacional a los agentes externos. Asimismo, reorientan los procesos económicos nacionales y los de desarrollo social de acuerdo con las prioridades de los intereses de los agentes procedentes del exterior. De esta forma, en las relaciones internacionales establecidas por los países dependientes predominaría una interdependencia asimétrica, en la cual el poder se piensa como “el control sobre los recursos o como el potencial para afectar los resultados” (Keohane y Nye, 1988, p. 25). Así, en relación con lo mencionado, agregan Keohane y Nye lo siguiente:


    Los actores menos dependientes a menudo se encuentran en situación de usar las relaciones interdependientes como fuentes de poder en la negociación sobre un tema y tal vez hasta para incidir en otras cuestiones. En el otro extremo de la pura simetría se encuentra la pura dependencia […] Muchos casos se encuentran entre estos dos extremos. Y allí es donde reside el corazón del proceso de negociación política de la interdependencia. (pp. 24 y 25)


    En este contexto es conveniente tener en cuenta que la dependencia necesita una organización política encargada de dar viabilidad al desarrollo de la acción económica puesta en marcha por los diferentes agentes que concurren al escenario nacional. Dos Santos (1973) señala que, de esta forma, el régimen político y sus instituciones, tanto nacionales como internacionales, adoptan la forma requerida por las relaciones de dependencia y actúan de acuerdo con los intereses de quienes ejercen la dependencia y de los grupos nacionales que detentan el poder en cada país.


    En este escenario, adquiere particular importancia la teoría del realismo periférico, la cual, en términos de Escudé (1992), concibe la existencia —en el sistema internacional— de varios tipos de Estados, entre los cuales están los encargados de mandar, otros de obedecer y otros considerados contestatarios. En la perspectiva teórica desarrollada por Escudé, los países de la periferia son dependientes y el logro de la autonomía por parte de estos dependerá de que pongan en marcha acciones Estado-céntricas en las cuales se privilegie el poder de lo económico sobre el poder político militar.


    La vulnerabilidad es un factor que afecta los países periféricos, y se evidencia en el establecimiento de relaciones desiguales entre Estados y, particularmente, en el incumplimiento de las reglas fijadas por la potencia. En este escenario, el poder del hegemón deriva de su capacidad de articular, en sus relaciones con los Estados considerados débiles, los asuntos económicos con comportamientos políticos deseables, de tal forma que la potencia puede exigir a los Estados débiles algunas concesiones políticas.


    A pesar de lo anterior, cuando el Estado periférico articula sus relaciones con los Estados de mayor poder asuntos económicos estratégicos y desempeños políticos deseables, y además cuando se abstiene de participar en confrontaciones con otras potencias, acoge los lineamientos de política exterior establecidos por los sistemas internacionales y promueve el desarrollo económico. Así, el Estado periférico construirá relaciones armónicas con otros Estados y tendrá mejores posibilidades de inserción y de progreso (Escudé, 1992).


    La perspectiva del realismo periférico plantea a los países de la región latinoamericana unas posibilidades y, desde luego, retos en materia del establecimiento de relaciones con los demás países del mundo, en especial con aquellos de mayor nivel de desarrollo y ejercicio de poder en el mundo. Es evidente aquí la importancia de presentar el planteamiento de Devés (2004), que señala lo siguiente:


    El realismo periférico puede concebirse como la capacidad de ubicar un nicho en el medio internacional que permita el despliegue de los intereses nacionales que, para este efecto, prácticamente se identifican con el mejoramiento de las condiciones de la población. En tal sentido ello empalma con la cuestión económica y, en consecuencia, con la cuestión de los tratados comerciales. Este pragmatismo de la política exterior se expresa en una integración abierta, o funcional, que no apunta a construir una patria grande, ni cosa por el estilo, sino una asociación de naciones o de partes de naciones para posibilitar un objetivo común.


    Este objetivo común suele ser pensado como la mejor manera de insertarse en la globalización. En este esquema, los tratados entre países periféricos son concebidos como trampolines y los tratados de estos con países centrales o con la potencia hegemónica como formas de inserción propiamente tal. (pp. 156 y 157)


    Hay que agregar que perspectivas teóricas en torno al realismo periférico como la anterior aportan a la reflexión y al proceso de construcción de un marco para el desarrollo de las relaciones internacionales de los países de América Latina en el contexto actual; además, aportan a la estructuración de escenarios que permitan la inserción de los países de la región en las dinámicas sociales, económicas y políticas que generan la globalización y el neoliberalismo y, por último, ayudan a la comprensión de los impactos y efectos producidos por la nueva realidad.


    RELACIONES INTERNACIONALES EN EL CONTEXTO 
DEL MODELO NEOLIBERAL Y DEL PROCESO DE GLOBALIZACIÓN


    Entre las teorías del realismo periférico y de la dependencia existen diferencias derivadas de aspectos como la consideración de la ­especialización de los países. Mientras los dependentistas estiman la especialización como causa de la dependencia de los países, desde el realismo periférico se piensa que un país sin especialización será más débil y pobre. Esta perspectiva realista, sin duda, está acorde con la importancia otorgada al desarrollo económico sobre el poder político y económico, considerados prioritarios por la teoría de la dependencia. Además, desde la perspectiva del realismo periférico en las relaciones entre Estados, existen diferentes grados de autonomía. No obstante, este planteamiento no desconoce la existencia de jerarquías en la organización internacional establecida por los Estados.


    Teniendo en cuenta las condiciones de la dependencia, la autonomía de los países dependientes está relacionada con los impactos y efectos producidos por decisiones y factores externos. Sin embargo, se ha considerado la existencia de un punto intermedio entre los Estados del centro y los de la periferia, que muestra la inexistencia de una autonomía y de una dependencia total de los Estados. Esta perspectiva de las relaciones entre Estados abre nuevas alternativas al desarrollo de relaciones internacionales, favorables al establecimiento de otras formas de interdependencia entre países, basadas especialmente en la construcción de liderazgos múltiples y en el desarrollo de formas particulares de realismo estratégico, estructurados a partir de opciones que privilegien lo regional.


    De acuerdo con lo anterior, la teoría de la interdependencia compleja ofrece un marco conceptual apropiado, con el cual se puede orientar el desarrollo de las relaciones internacionales de los países de América Latina en la época de la globalización. Esta teoría, como lo indican Keohane y Nye (1988), se caracteriza por la generación de situaciones de efectos “recíprocos entre países o entre actores en diferentes países” (p. 22), así como por la existencia de múltiples canales que conectan las sociedades. Además de esto, la interdependencia compleja incluye entre sus características la disposición de una agenda de relaciones interestatales, en la cual los temas no están colocados en una jerarquía clara o sólida. Esta ausencia de jerarquía significa que la seguridad militar no domina la agenda y la idea precisa de que la fuerza militar no será empleada por los gobiernos de la región cuando predomina la interdependencia compleja.


    SOCIEDAD GLOBAL, EDUCACIÓN 
Y RESTABLECIMIENTO DEL VÍNCULO SOCIAL1


    A lo largo de esta exposición se hará referencia a la relación entre sociedad y educación en el contexto de las crisis y de los cambios sociales presentados en el mundo al final del siglo XX. En primer lugar, se tratan los aspectos relacionados con las crisis que afectaron al mundo y los hechos que evidenciaron el cambio social en la época. En segundo lugar, se aborda la relación entre globalización y educación; luego se examina lo relacionado con el ideal de persona formada y requerida por la sociedad global. A continuación se revisan las ideas de socialización y de vínculo social, en cuanto a criterios influyentes para la definición del sentido y los fines de la educación. Al final se analiza el Proyecto Educativo Universitario Lasallista (PEUL) con el fin de identificar su contribución al restablecimiento del vínculo ­social en Colombia.


    EL CAMBIO SOCIAL AL FINAL DEL SIGLO XX 
Y EL SURGIMIENTO DEL NUEVO ORDEN


    Los años ochenta y noventa del siglo XX fueron épocas de grandes cambios en el orden mundial, que se asociaron con una crisis de los ideales de la modernidad. En este contexto, es importante subrayar que las situaciones de crisis y los cambios ocurridos durante estos años dejaron para el mundo hechos sociales nuevos, entre los cuales se destacan la reestructuración de los procesos económicos, el surgimiento de nuevos objetivos y metas de desarrollo, la irrupción de un nuevo orden político mundial, la reforma de los Estados nacionales y la estructuración de un escenario internacional integrado por instituciones supranacionales adscritas a la ONU y a la banca multilateral, encargadas de formular lineamientos de política aplicables al desarrollo sectorial en cada país y de participar en la financiación de planes, programas y proyectos en los sectores estratégicos para el desarrollo social y económico nacional, entre los cuales figura el educativo. Además, se estableció un nuevo marco para la definición y el desarrollo de la acción social, el cual revalorizó la persona, rescató lo humano y otorgó a la educación una centralidad tanto en la construcción del orden social y político, como en la formación de la persona y la producción del conocimiento requerido por el cambio.


    Hay que advertir en este punto que la realidad mundial de las últimas décadas del siglo XX ha sido interpretada desde diferentes perspectivas. Una de esas interpretaciones la hizo el sociólogo alemán Ulrich Beck (2006) hacia mediados de los años ochenta, mediante la identificación de los procesos de globalización, individualización y destradicionalización puestos en marcha durante estos años, a los cuales consideró como los principales signos del cambio social de la época. Beck planteó la existencia de una sociedad del riesgo caracterizada, sobre todo, por la amenaza nuclear, el derrumbamiento de las formas tradicionales de ejercicio de la dominación y la aparición de nuevos movimientos sociales convertidos en fundamento de la legitimidad y base del proceso de construcción de una nueva sociedad, el incremento de la incertidumbre y el surgimiento de una modernización reflexiva que cuestionó la lógica del desarrollo científico y tecnológico propio de la modernidad, en especial por la relación existente entre producción de riqueza y generación de riesgo.


    Otra perspectiva para destacar fue la del politólogo norteamericano Francis Fukuyama al inicio de los años noventa. En su análisis señaló que la caída del socialismo y el triunfo de las democracias liberales marcaban el fin de la historia, no como sucesión de hechos, sino como proceso de evolución hacia formas de gobierno y de alternativas para organizar el régimen político cada vez más perfectas. Según este autor, el derrumbe del socialismo real abrió paso a una tríada en la cual el capitalismo se erigió como formación social hegemónica; la democracia liberal se convirtió en la mejor alternativa para organizar el Gobierno y el ciudadano como el ideal de persona por formar. Fukuyama consideró que el fin de la historia traía consigo el fin de las ideologías y, desde luego, la anulación de cualquier posibilidad de confrontación o de guerra orientada por ideas que buscaran la construcción de una sociedad nueva o de un orden social diferente al inspirado por la tríada capitalismo, democracia liberal y ciudadanía.


    Los hechos sociales que reflejaron una crisis de la modernidad y la denominada caída del socialismo permitieron dimensionar las limitaciones e insuficiencias de la formación social capitalista, la cual otorga prioridad a su reproducción sobre cualquier otra función social. No obstante, la ausencia hoy de alternativas al orden social y económico hegemónico establecido ha circunscrito los actores sociales e instituciones de la sociedad a la construcción de un tipo ideal de sociedad, caracterizada por ser ambientalmente sostenible, rentable y sustentable en lo económico, democrática y participativa en lo político, e igualitaria, equitativa y justa en lo social, y desde luego a la formación de los ciudadanos requeridos por dicha sociedad. Este tipo de sociedad se presenta en los diferentes instrumentos de política pública como proyecto común a nivel global, sobre el cual se han alcanzado consensos para el desarrollo de diferentes acciones sociales orientadas a su construcción. No cabe duda de que esta perspectiva ha sido adoptada en muchos casos desde la égida de instituciones internacionales y nacionales o por afinidad política e ideológica. No se puede olvidar que es en las características del tipo de sociedad buscada donde se encuentran los elementos que fundamentan las nuevas formas de dominación, de legitimidad y de disciplinamiento social adoptadas por las organizaciones internacionales y los diferentes gobiernos nacionales.


    GLOBALIZACIÓN Y EDUCACIÓN


    Hemos visto ya las situaciones que generaron crisis en la sociedad al finalizar el siglo XX, así como los cambios sociales presentados y sus principales signos: la globalización, la individualización y la destradicionalización. A continuación, se examinan de forma breve tres concepciones desde las cuales ha sido estudiada la globalización; luego se hará una revisión de los elementos de la globalización que tienen la potencia para producir una transformación del entorno donde se desarrolla la educación.


    La globalización se ocupa de los procesos económicos y de desarrollo en el mundo, lo que afecta en especial las dimensiones económica, política, cultural y financiera de estos. Se destaca la interacción cultural entre la población mundial y el surgimiento de nuevos parámetros reguladores de las relaciones de intercambio, en buena medida establecidos por el desarrollo de la tecnología. De lo anterior, se desprende que la globalización afecta a las sociedades nacionales del mundo, debido a que establece otras formas de relación y de interacción entre los sistemas nacionales y sus entornos, y abre la posibilidad para que estos sistemas se conviertan en ambientes de otros sistemas nacionales y para que muchos otros sean ­compartidos a la vez por los sistemas nacionales. Estas particularidades de la globalización la diferencian de conceptos con los cuales ha sido asociada, como el sistema-mundo, planteado por Wallerstein, o el universalismo-particularismo, propio de la sociedad moderna, formulado por Parsons.


    Hecha esta precisión, pasemos ahora sí a revisar algunas concepciones acerca de la globalización. Empecemos con el planteamiento de Castells (1999), que diferencia, por un lado, la globalización de la idea de internacionalización, a la cual con frecuencia es asociada; por otro lado, otorga cierta primacía a la acción económica, en especial a la relacionada con el mercado financiero. Este autor considera que la globalización “en sentido estricto es el proceso resultante de la capacidad de ciertas actividades de funcionar como unidad en tiempo real a escala planetaria” (p. 5). Es, continúa Castells:


    […] un fenómeno nuevo porque sólo en las dos últimas décadas del siglo XX se ha constituido un sistema tecnológico de sistemas de información, telecomunicaciones y transporte, que ha articulado todo el planeta en una red de flujos en las que confluyen las funciones y unidades estratégicamente dominantes de toda la actividad humana. (p. 5)


    Otra concepción es la desarrollada por Beck (1988). Este sociólogo señala que en la globalización se presentan procesos entre los Estados nacionales que permiten el establecimiento de múltiples relaciones entre estos, la conformación de actores transnacionales y que se compartan diferentes orientaciones, identidades y probabilidades de ejercicio del poder. Desde esta perspectiva, la globalización es un proceso que involucra la totalidad de relaciones sociales, ineludible para los Estados nacionales y sus respectivas sociedades, generadora de un escenario o sociedad mundial donde ningún país ni grupo social puede vivir al margen de los demás y en el cual las distintas formas económicas, culturales y políticas se entremezclan.


    Una tercera concepción es la elaborada por el sociólogo polaco Bauman (2006). La primera alusión de este autor a la globalización se relaciona con la idea de universalización, la cual considera propia de la modernidad y antecedente inmediato de la globalización. Su planteamiento muestra que la universalización fundamentó el proyecto de la modernidad y figuró entre las alternativas orientadas a construir un orden universal, a cambiar y mejorar el mundo, y a extender ­dichos cambios y mejoras a toda la humanidad. Figuraban entre estos propósitos la creación de condiciones de vida similares para todos en el mundo, así como la generación de las mismas oportunidades también para todos. A través de la figura de la universalización se buscó, además, el logro de la igualdad.


    El análisis de la globalización realizado por Bauman incluye dos planteamientos de particular interés en esta exposición, por los efectos que producen sobre el contexto donde se desarrolla la acción educativa. El primero alude a la relación entre espacio y tiempo. Esta relación, de capital importancia en el desarrollo de las relaciones sociales y de los procesos socioeconómicos, en la actualidad ha sido modificada sustancialmente por el desarrollo de la tecnología y el uso cada vez más generalizado de esta. En efecto, el cambio de mayor relevancia se relaciona con el hecho de permitir el desplazamiento de algunos objetos más rápido que otros, llegando incluso en algunos casos a reducir a cero el tiempo de viaje, con lo cual desaparecen las restricciones espaciales de antes. Este hecho, según Bauman, marca un hito en el desarrollo de la economía debido a que es la dimensión del desarrollo que viaja a mayor velocidad y las relaciones derivadas de sus procesos, en especial en lo financiero; se mueven a una velocidad similar a la del mensaje electrónico, es decir, al instante. Dice Bauman (2006):


    Ahora que la velocidad global del movimiento toma impulso —que se “comprime” el espacio/tiempo en cuanto tal— […] algunos objetos se desplazan más velozmente que otros. La “economía” —el capital; o sea dinero y otros recursos necesarios para ganar más dinero y hacer aún más cosas— se desplaza rápido; lo suficiente para mantener un paso de ventaja sobre cualquier gobierno (territorial, claro está) que intente limitar y encauzar sus movimientos. (p. 75)


    El segundo planteamiento de Bauman en su análisis de la globalización se relaciona con el reconocimiento de la función desempeñada por la tecnología en la ejecución de procesos y de relaciones involucradas en la globalización. Dicha función está asociada, primero, con la generación de condiciones para que la comunicación e interacción entre actores sociales en todo el mundo transcurra con mayor facilidad, así como con la reducción del tiempo en el desarrollo de las relaciones sociales, lo cual permite que ocurran de manera instantánea; segundo, con la eliminación de las restricciones espacio-temporales posibles de imponer por parte de gobiernos, personas o instituciones al devenir de cualquier relación social.


    Desde la perspectiva teórica planteada por Bauman (2006), la globalización es un proceso moderno que permite al ser humano la construcción de un nuevo orden social homogéneo y planetario, que incluye entre sus características “el carácter indeterminado, ingobernable y autopropulsado de los asuntos mundiales; la ausencia de un centro, una oficina de control, un directorio, una gerencia general” (p. 80). Según Bauman, la nueva realidad construida por la globalización da origen a un “nuevo desorden mundial”. En la producción del nuevo orden global, si bien la economía tiene una centralidad, la cultura es la dimensión que tiene la función de orientar los cambios; por esta razón, define las características del contexto donde se deben desarrollar los procesos económicos, crea las necesidades culturales de consumo, determina la producción de bienes y servicios, y establece las pautas para su consumo.


    Desde luego, los cambios producidos por la globalización al entorno en el cual se ejecuta el proceso educativo impactan el desarrollo de la educación. Las interpretaciones de estos cambios, de acuerdo con el análisis hecho por Brunner, se concretan principalmente en dos tendencias teóricas. La primera plantea que el proceso globalizador produce grandes efectos a dicho entorno, y estos tienen origen en los siguientes tipos de impacto:


    […] los impactos decisionales: tienen que ver con el grado en que los procesos de globalización alteran los costos y beneficios relativos de diversas opciones de políticas que deben adoptar los gobiernos, corporaciones, colectividades u hogares. A su turno, los impactos institucionales tienen que ver con la manera como las fuerzas y condiciones de la globalización configuran la agenda de opciones disponibles para los decidores de políticas. Los impactos distribucionales, por su lado, dicen en relación con la forma como la globalización incide en la configuración de las fuerzas sociales (grupos, clases y colectividades) dentro de las sociedades y entre países. Finalmente, los impactos estructurales de la globalización son aquellos que condicionan a corto, mediano o largo plazo los patrones de organización y comportamiento políticos, económicos y sociales de una sociedad como producto de los conflictos que se generan en torno a la adaptación o resistencia a las fuerzas de la globalización. (Brunner, 2000, pp. 7 y 8)


    La segunda tendencia, en términos de Brunner, se refiere a la modificación de los contextos cercanos como resultado del uso de la tecnología en las comunicaciones y en el desarrollo de las relaciones sociales. Esta tendencia alude a la afectación de dimensiones del contexto donde opera la educación y al que debe responder y adaptarse. Para esta perspectiva la globalización comprende los procesos resultantes de la difusión de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (NTIC), en particular las tecnologías de redes, y se ocupa de establecer en qué medida y con qué profundidad cambian los contextos próximos donde debe desarrollarse la educación.


    Al respecto, señala Brunner (2000) que los indicadores de dichos cambios emergen de las siguientes dimensiones: acceso a la información, acervo de conocimientos, mercado laboral, disponibilidad de NTIC para la educación y mundos de vida. El estudio de estas dimensiones a nivel territorial contribuye a la identificación de los cambios presentados en los contextos cercanos y a la construcción de la agenda educativa del siglo XXI. Salta a la vista que la globalización afecta a la sociedad en general y por supuesto a la educación, y si seguimos de cerca las ideas de Brunner produce un nuevo contexto. Este escenario es irreconocible si lo seguimos mirando con los ojos del siglo XX.


    EL IDEAL DE PERSONA EN LA SOCIEDAD GLOBAL


    De igual manera, la globalización ha ido perfilando un tipo ideal de persona. Este corresponde al prototipo del ciudadano, el cual es formado con base en los principios de la democracia, el ejercicio amplio de la libertad y los valores y, además, es considerado un usuario de la tecnología y consumidor progresivo de los bienes y servicios producidos por la sociedad con el fin de satisfacer las necesidades de consumo de las personas. Además, entre las características que tiene el ideal de persona formada en el proceso de globalización, tenemos que es un sujeto que busca realizar el menor esfuerzo en todas las actividades humanas y que vive del momento, es decir, de lo instantáneo. Este tipo de persona responde al ideal de sociedad en proceso de construcción y adopción en el mundo por parte del capitalismo contemporáneo, el cual convierte el consumo en elemento característico de la época y en la principal alternativa de satisfacción de las necesidades humanas.


    Señala Bauman (2006) que en la sociedad global todos tenemos el deber de consumir, ojalá en buen grado, de acuerdo con las demandas de cada persona en materia de necesidades de consumo y de acumulación de sensaciones. En este sentido, la sociedad actual ha creado un ser humano cuya vida gira en torno a la satisfacción de necesidades relacionadas con el consumo y ha fijado pautas de comportamiento para hacer de este consumo una práctica social continua, progresiva, ejecutada de manera instantánea y con el menor esfuerzo.


    Es indiscutible que los cambios introducidos por la sociedad actual, a los cuales ya se ha hecho referencia, modificaron pautas de comportamiento institucionalizadas antes de la época de la globalización. Este hecho, en términos de formación de la persona, condujo a su individualización, proceso que según Beck (2006) “destradicionaliza las formas de vida originadas por la sociedad industrial” (p. 255) y genera una compulsión a


    […] crear y modelar no solo la propia biografía, sino también los lazos y redes que la rodean, y a hacerlo entre preferencias cambiantes y en las sucesivas fases de la vida mientras nos vamos adaptando de manera interminable a las condiciones del mercado laboral, al sistema educativo, al Estado del bienestar, etcétera. (p. 42)


    De esta forma, la individualización de las personas modifica las pautas seguidas en los procesos de adaptación e integración social y de socialización, llevados a cabo por la familia, la escuela y la sociedad.2 Es necesario destacar que la individualización cambia prácticas culturales y relaciones sociales que demandan esfuerzo y tiempo, y cuya ejecución desempeñaba funciones sociales relacionadas con la integración, el afianzamiento de vínculos y que, en su lugar, impuso lo fácil, sencillo e instantáneo como pauta de comportamiento en la elección de alternativas para la satisfacción de las necesidades humanas.


    Por otra parte, los cambios en las concepciones de sociedad y de hombre introducidos por la globalización modificaron los imaginarios de las personas sobre elementos constitutivos de la realidad del capitalismo moderno. A manera de ejemplo, se examina lo ocurrido con las nociones de riqueza y de comodidad. En el contexto actual la riqueza dejó de estar asociada con la cantidad de bienes materiales acumulados por las personas y pasó a relacionarse con la capacidad de cada persona de acumular sensaciones que permiten la satisfacción de sus necesidades de consumo. Esto, como sugiere Bauman (2008), ha conducido a establecer la riqueza personal o familiar con base en la cantidad de bienes desechados todos los días. Asimismo, el imaginario sobre la comodidad también se ha modificado de manera sustancial, debido a que dejó de estar vinculada con la cantidad de mercancías almacenadas en un closet o dispuestas en el interior de una residencia. En la actualidad, la comodidad alcanzada por una persona, familia o grupo social lo establece el tipo de desechos producidos a diario; es decir, los principales indicadores de comodidad se reflejan en la basura generada cada día. Lo que resalta desde luego en esta reflexión es que el consumo es un elemento característico de la sociedad y del tipo de persona de la actualidad, con capacidad no solo de cambiar imaginarios sociales, sino también de generar dinámicas y procesos sociales nuevos, y de fijar nuevas pautas de comportamiento. Dentro de esta nueva lógica social, la educación se ha convertido en otro bien destinado al consumo.


    Por supuesto, los ideales contemporáneos de sociedad y de persona inciden en la construcción del pensamiento educativo y en la estructuración de los escenarios donde se desarrollan los procesos educativos y se aplican los conocimientos aprendidos. Diferentes análisis sobre las políticas educativas nacionales e internacionales vigentes señalan la existencia de una relación entre el ideal de sociedad y de persona con la concepción de educación adoptada por los gobiernos de los países de América Latina, especialmente en lo concerniente a la definición del sentido y fines de la acción educativa. El desenvolvimiento de esta relación ha conducido a decisiones de ­política fundamentadas en una racionalidad técnica e instrumental que privilegia la competitividad, la instrucción y la formación orientada al desempeño de funciones en el sector productivo. Esto ha traído consigo cambios en el conocimiento que se enseña y en el método de enseñanza, pero sobre todo ha introducido la noción de escuela competitiva como nuevo ideal de la educación.


    La verdad es que, aunque en muchos casos persiste la búsqueda de un conocimiento perdurable como ideal de los procesos de formación, de inserción y adaptación al mundo laboral a través del desarrollo de funciones especializadas y poco cambiantes, así como de estabilidad en el empleo, también hay señales del cambio mencionado. Estas últimas se encuentran en evidencias sobre la desaparición del conocimiento duradero, del uso de la memoria y el surgimiento de una perspectiva educativa fundamentada en la idea del rápido envejecimiento del saber, de su agotamiento porque deja de ser efectivo, productivo; es decir, no continúa garantizándole a la persona la ventaja comparativa que alguna vez le otorgó. Se puede señalar que para esta perspectiva lo aprendido es efímero, al punto de que la importancia de un conocimiento o de un saber aprendido puede desaparecer en el mismo instante cuando se adquiere.


    LA ORIENTACIÓN DE LA EDUCACIÓN:
SOCIALIZACIÓN Y VÍNCULO SOCIAL


    Recordemos que en Durkheim (2001):


    La educación es la acción ejercida por las generaciones adultas sobre aquellas que aún no han alcanzado todavía el grado de madurez necesario para la vida social. Tiene por objeto el suscitar y desarrollar en el niño un cierto número de estados físicos, intelectuales y morales que exigen de él tanto la sociedad política en su conjunto como el medio ambiente específico al que está especialmente destinado. (p. 49)


    Esta perspectiva formulada por la sociología concibe un tipo de sociedad y de persona construida y formada desde los procesos de socialización, mediante la enseñanza de los conocimientos requeridos por la sociedad y el niño para su inserción en las dinámicas y procesos en los que va a participar durante el resto de la vida. La concepción durkheimiana plantea la existencia de una época, de un rango de edad en el que se aprende, se estudia, y de otro dedicado a trabajar y educar a la generación que le sucederá.


    En la sociedad globalizada de hoy, aunque se mantiene la orientación de la educación por parte de la sociedad, esa orientación no se basa en las necesidades de socialización del niño, sino en la atención de las necesidades de la economía vinculadas a las demandas del capital en materia de producción de bienes y servicios, y las relacionadas con la reproducción de dicho capital. Asimismo, a través de la educación se busca, por una parte, la intervención y resolución de problemas de la agenda social del siglo XX, así como de aquellos que tienen origen en los hechos sociales producidos por la globalización; por otra parte, la formación del tipo ideal de persona requerida por la sociedad.


    Tanto el tipo de sociedad como las necesidades sociales y el perfil de persona, en nuestra época, lo definen instituciones supranacionales, convertidas hoy en una forma de gobierno del mundo, y las cuales formulan orientaciones que adoptan y adaptan los gobiernos nacionales a través de sus decisiones. Diferentes estudios acerca de política educativa coinciden en señalar que el Banco Mundial y la Unesco son las instituciones internacionales de mayor influencia en la orientación de las decisiones en educación tomadas por los gobiernos nacionales. Aunque en este libro la intención no es hacer un análisis de las formulaciones realizadas por estas instituciones; se hablará de los lineamientos planteados en el informe a la Unesco sobre la educación para el siglo XXI, titulado La educación encierra un tesoro, presentado hace un poco más de una década.


    El documento referido concibe un contexto para el desarrollo de la acción educativa, caracterizado por la interdependencia planetaria, en la cual impera la apertura de fronteras económicas, el librecambio, el crecimiento demográfico mundial, la dimensión mundial adquirida por algunas decisiones que antes estaban circunscritas a ámbitos nacionales o regionales, la constitución de redes científicas y tecnológicas, el uso generalizado de la tecnología —hecho que reduce el tiempo y el espacio para el desarrollo de las relaciones sociales y la interacción social—, la ampliación de la brecha de conocimientos y la mundialización de prácticas delictivas. Además, en este contexto los autores del mencionado informe de la Unesco presentan los problemas denominados como las desilusiones del progreso, ­destacándose entre estos el desempleo, la exclusión, las desigualdades en el desarrollo, las disparidades entre territorios, las amenazas al medio ambiente y las guerras, principalmente.


    Así, los hechos sociales característicos de este contexto han originado desorganización social, fracturas entre grupos y la presencia de tensiones, entre las cuales se destacan la existente entre lo local y lo mundial, lo universal y lo singular, lo espiritual y lo material, la tradición y la modernidad, el largo plazo y el corto plazo, la indispensable competencia y la preocupación por la igualdad de oportunidades, el extraordinario desarrollo de los conocimientos y las capacidades de asimilación del ser humano (Delors, 1996). Estas tensiones tienen particular importancia debido a que permiten, a nivel territorial, la identificación de los principales indicadores característicos de los nuevos contextos sociales problemáticos donde se ha producido la ruptura del vínculo social.


    Recordemos que en los lineamientos de política educativa formulados por la Unesco el concepto de vínculo social orienta la concepción de educación de esta institución, en especial en la definición de los propósitos educativos y de los roles de la educación en la sociedad. Al respecto, sugiere la Unesco incluir en los proyectos educativos el restablecimiento del vínculo social como objetivo principal de la educación, así como adoptar objetivos políticos y propósitos relacionados con el desarrollo continuo de la persona y de las sociedades; la búsqueda de un desarrollo humano más armonioso capaz de lograr que retrocedan problemas como la pobreza, la exclusión, las incomprensiones, las opresiones, las guerras; la atención de la infancia y la juventud, con el fin de producir su integración social, más que nada en los contextos de los sistemas educativos, la familia, la comunidad de base y la nación (Delors, 1996).


    Aunque la Unesco presenta una definición técnica e instrumental de vínculo social, debemos tener en cuenta que este es un concepto de particular importancia para la sociología, con amplio desarrollo en la teoría sociológica clásica. El vínculo social ha sido adoptado como referente teórico en la investigación, interpretación y comprensión de la realidad y, desde luego, en la identificación y formulación de alternativas para su intervención y transformación; es decir, constituye una opción que permite el desarrollo de una acción social orientada hacia el cambio, pero funcional al orden establecido, como ocurre con la perspectiva planteada por la Unesco; asimismo, crea la posibilidad de formular una acción social conducente a la construcción de un orden alternativo, constituido por proyectos de sociedad, de persona, de conocimiento y de educación diferentes a los indicados en el pensamiento hegemónico. Sin duda, hay que decirlo, me identifico con la segunda opción porque permite poner en marcha procesos de construcción social fundados en los llamados modelos propios, nos aleja de las ilusiones creadas en torno a los supuestos del fin de la historia, ofrece alternativas al desencanto producido por el capitalismo global y permite pensar en una educación diferente a la concebida en las políticas educativas nacionales e internacionales, que responda a particularidades de nuestra realidad, como las presentadas entre el centro y la periferia o entre el mundo urbano y el rural.


    El desarrollo de una acción social orientada hacia la construcción de un orden alternativo demanda una reflexión acerca del concepto de vínculo social, que nos permita reconocer su potencialidad como referente no solo en el análisis de la realidad, sino también en la concepción y estructuración de procesos que conduzcan a la transformación de la sociedad. De acuerdo con lo anterior, conviene recordar que el vínculo social, como lo señala Nisbet (1975), está constituido por los mecanismos y procesos a través de los cuales los seres humanos llegan a ser miembros del orden social y se mantienen como tales. Dichos mecanismos y procesos están integrados por las pautas de interacción social, los agregados sociales, los sistemas de autoridad, los roles sociales, el estatus y las normas (Nisbet, 1975). Aquí vale la pena hacer una pequeña digresión sobre el significado de lo social, concepto del cual Max Weber plantea que está determinado por el “sentido mentado” de nuestras acciones, el cual se relaciona con el sentido real o supuesto que los otros imprimen a sus acciones, tanto pasadas, como presentes o futuras. Por esta razón, no todas las acciones humanas son sociales y podríamos decir que solo lo son aquellas orientadas por las acciones de otros.


    Así, por un lado, el sentido mentado de lo social es intencionado de forma subjetiva por parte de los sujetos de la acción social y, por otro, el vínculo social, sobre el cual Weber centra su atención, es intencional y consciente, a la vez que permite la articulación de la interacción entre sujetos y hace que lo social esté presente en los procesos de interacción social, aún sin que exista reciprocidad. De esta forma, el vínculo social corresponde a aquellas interacciones que regulan una parte de nuestros objetivos, que solo pueden realizarse teniendo en cuenta los objetivos de otros, los cuales entran en situación de tensión o de conflicto con los nuestros. En las sociedades modernas la ley define los elementos constitutivos del vínculo social y fija las prioridades en materia de acción social, a través de la cual se busca su construcción o restablecimiento cuando se encuentra afectado.


    El creciente proceso de individualización desarrollado por la sociedad globalizada debilita el vínculo social; además, si bien contribuye a la formación de sujetos sociales más autónomos, con mayores posibilidades de inserción en el mundo multicultural y de adaptación a diversas formas de vida, afecta los patrones de adscripción tradicionales, los cuales dan sentido de pertenencia a territorios, grupos sociales, culturas nacionales y subnacionales, y sobre todo a las relaciones sociales y formas de interacción que establecemos con otros sujetos y actores sociales. Esta afectación del vínculo social es de particular importancia en la educación, pues cambia condiciones para el desarrollo de esta e incide en la educabilidad de la población, sobre todo de infantes y jóvenes, debido a que se modifican los patrones de adaptación, los procesos tradicionales de socialización, y se generan procesos de desintegración en la sociedad.


    Como ya se ha visto, en la actualidad la función de la educación se relaciona con el aporte de resultados que contribuyan al restablecimiento del vínculo social afectado por la persistencia de problemas de la sociedad moderna, y por los impactos y efectos al orden social producidos por la globalización, la individualización y la destradicionalización. No cabe duda de que la contribución de la educación al restablecimiento del vínculo social requiere una oferta educativa que ofrezca respuestas a las necesidades de la sociedad y de la persona, con la potencia para lograr el desarrollo del ser humano en su dimensión social, construir un espacio de socialización y liderar un proyecto común (Delors, 1996). Asimismo, debe ofrecer respuestas a las necesidades de la sociedad y a las demandas de los actores sociales, entre las cuales se destacan la innovación en la ciencia y la tecnología, la rapidez en la producción de conocimiento y la generación de información, la flexibilidad en las relaciones laborales, el replanteamiento de las pautas que definen la competitividad de personas y territorios, y la necesidad de educación permanente para todos a lo largo de la vida, como alternativa para mantener la competitividad requerida por el mercado laboral. Estas realidades y dinámicas de la sociedad actual imponen nuevos retos a la educación, máxime a algunos de sus actores estratégicos: las instituciones y los docentes.


    LA UNIVERSIDAD DE LA SALLE Y EL RESTABLECIMIENTO
DEL VÍNCULO SOCIAL EN COLOMBIA


    La Universidad de La Salle ha asumido ese nuevo reto. En su proyecto educativo, formulado en el marco de las relaciones entre hombre y sociedad, y entre sociedad, educación y desarrollo, ha esbozado una propuesta educativa cuya ejecución contribuirá al restablecimiento del vínculo social en Colombia. Las concepciones de sociedad, persona y conocimiento, así como de una educación fundamentada en los principios del desarrollo humano integral y sustentable (DHIS), en el catolicismo, en la profundización de la democracia, en el compromiso con la búsqueda de la equidad, en la defensa de la vida y en la construcción de nacionalidad, son perspectivas que configuran nuevas formas de pensar y de actuar en la sociedad, pero sobre todo de emprender los procesos de construcción social.


    A continuación, desde el PEUL, se examinan las posibles contribuciones de la Universidad de La Salle al restablecimiento del vínculo social en nuestro país. La enseñanza de los valores privilegiados por el PEUL (verdad y respeto, solidaridad y fraternidad, honestidad y responsabilidad social, respeto y tolerancia, y esperanza y fe) institucionaliza en la sociedad e interioriza en la persona nuevas pautas para el desarrollo de la interacción humana, las cuales priorizan lo comunitario, el interés por lo público y la solidaridad. Dichas pautas, además de estar articuladas a expectativas y metas sociales, hacen parte de los símbolos que pueden introducir cambios significativos en nuestras formas de interacción social.


    Otro aporte al restablecimiento del vínculo social se relaciona con la contribución del PEUL a la formación de nuevos agregados sociales en la sociedad colombiana y a la redefinición de normas sociales. Algunos principios del proyecto educativo pueden llegar a tener incidencia en el desarrollo de una conciencia mutua que oriente las relaciones sociales e influya en la dotación del sentido de la acción social, así como en la redefinición de modos de comportamiento y de algunos roles sociales, en especial de aquellos adquiridos a través de la interacción social. Entre estos principios podemos destacar la búsqueda del sentido de la verdad, la formación de profesionales con sensibilidad social y sentido de pertenencia al país, de formación humanista y en valores, con capacidad de trabajo colegiado, críticos, autónomos, comprometidos con la búsqueda de la equidad, la defensa de la vida y la transformación social y productiva del país, sobre todo en aquellos escenarios territoriales donde se llevan a cabo procesos de desarrollo local y regional (Universidad de La Salle, 2007).


    Por último, tanto el proceso de construcción de sociedad como el proyecto educativo concebidos por la Universidad, si bien no desconocen el mundo globalizado de hoy y sus proyectos de sociedad, de persona y de conocimiento, advierten que los profesionales lasallistas deberán estar comprometidos con la construcción social de escenarios de desarrollo regionales y locales, caracterizados por ser muy participativos, apropiados en cuanto a la cultura, ecológicamente limpios, viables y sostenibles respecto a lo económico, impactantes en relación con lo político y responsables y pertinentes en su ética.


    Quizá en estas orientaciones esté el mayor aporte de la Universidad al restablecimiento del vínculo social en Colombia que, al igual que en otros países de América Latina, está quebrantado por la persistencia de los problemas sociales heredados del siglo XX y por los efectos producidos por los cambios económicos y sociales contemporáneos. Dichos cambios están asociados, principalmente, a la puesta en marcha de procesos de integración negativa, por la globalización y la individualización de la persona.


    LA FORMULACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS 
EN EL CONTEXTO DE LA GLOBALIZACIÓN Y LA CRISIS DE
LEGITIMIDAD DE LAS INSTITUCIONES GUBERNAMENTALES


    Se ha dicho ya lo suficiente sobre los cambios ocurridos en el mundo a partir de los años ochenta del siglo XX, los cuales marcaron el rumbo de una nueva época y de un nuevo estadio de desarrollo de la sociedad moderna. Claro está, los procesos como la globalización y la emergencia de hechos que incrementaron los riesgos en el mundo cambiaron la lógica de los procesos de toma de decisiones en materia de formulación de políticas públicas y los fundamentos de la legitimidad. En la realidad mundial de esta época, como lo plantea Beck (2006), se pusieron en marcha, primero, los procesos de globalización e individualización, los cuales a la postre marcaron el cambio social vivido en la época; segundo, se hizo evidente la existencia de una sociedad del riesgo, caracterizada por la amenaza nuclear, el derrumbe parcial de las formas tradicionales de ejercicio de la dominación, el surgimiento de los llamados nuevos movimientos sociales, que tuvieron incidencia en la erosión de la legitimidad de las instituciones del Estado, así como el incremento de la incertidumbre y el surgimiento de una modernización reflexiva que cuestionó el desarrollo científico y tecnológico de la modernidad, en particular por la generación de riesgo que este ocasiona.


    Adicional a lo anterior, recordemos que los años ochenta fueron considerados la década perdida por parte del proceso de desarrollo, debido a que se produjo un deterioro de los principales indicadores utilizados en su medición. Entre los hechos de mayor relevancia que han sido reconocidos al respecto se encuentran los siguientes: el incremento de la pobreza, el deterioro de los recursos que conforman la oferta ambiental, la reducción del ingreso de la población, el crecimiento de las economías nacionales por debajo de las metas deseables y el crecimiento del déficit fiscal. Esta realidad, que afectó de manera particular a los países de América Latina, fue intervenida desde perspectivas planteadas por instituciones internacionales que empezaron a preocuparse y a incidir en la toma de decisiones de cada país en relación con las dimensiones que intervienen en los procesos de desarrollo nacional y, desde luego, en aquellos problemas considerados de interés mundial. Entre las instituciones de mayor influencia en la toma de decisiones se destacan la Organización de las Naciones Unidas, el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial. De acuerdo con su propósito de intervención, estas instituciones plantearon entre sus principales estrategias la reforma del Estado, la reestructuración de los procesos económicos y el establecimiento de compromisos que permitieran la continuidad de las políticas públicas en cada país a pesar de los cambios periódicos de Gobierno (Medellín, 1989).


    Podría señalarse que hasta los años ochenta en Latinoamérica, en el marco del Estado democrático liberal heredado del siglo XIX, la toma de decisiones en materia de política pública fue realizada por parte de los representantes políticos elegidos a las instancias de representación política y de las autoridades político administrativas que conformaban los gobiernos, integrados mediante la elección directa por parte de los ciudadanos o a través de su designación o ­nombramiento. Estos representantes y autoridades gubernamentales tenían el encargo de tomar, con cierta autonomía, las decisiones públicas que se debían ejecutar en un territorio en determinados tiempos. Esta situación empezó a cambiar con la emergencia del nuevo contexto, caracterizado, como lo hemos señalado, por la globalización, el surgimiento de unos problemas de interés para la sociedad mundial y la presencia de una problemática particular en cada Estado; de tal forma que, como lo señala Surel (2006), se pusieron “en cuestión las estructuras socioeconómicas heredadas del siglo XIX que habían acompañado la estabilización institucional y política en torno al Estado nación y a la democracia representativa” (p. 53) y el manejo de los nuevos problemas públicos escapó del control ejercido por los actores político administrativos tradicionales (Surel, 2006).


    Es importante detenerse en el examen de la globalización, de la cual Beck (1998) señala que involucra todas las relaciones sociales y constituye una realidad, un nuevo escenario, ineludible para los Estados nacionales y sus sociedades. Asimismo, genera una sociedad mundial, la cual se convierte en base de nuevas formas de integración social, debido a que países y grupos sociales no pueden vivir al margen de los otros. Además, las distintas formas económicas, culturales y políticas se entremezclan. Sin duda, una consecuencia inmediata de la globalización sobre el proceso de construcción de la política pública nacional, de acuerdo con Surel (2006), consistió en restringir el margen de maniobra que hasta entonces tenían las élites nacionales elegidas para definir las orientaciones de la política pública.


    Por otra parte, desde la perspectiva de Bauman (2006), la globalización permite construir un nuevo orden social homogéneo y planetario. Este orden tiene entre sus características “el carácter indeterminado, ingobernable y autopropulsado de los asuntos mundiales; la ausencia de un centro, una oficina de control, un directorio, una gerencia general” (p. 80). Desde la perspectiva de este autor, la globalización ha dado origen a un “nuevo desorden mundial”. En realidad, se trata de un nuevo orden social global, donde la economía ocupa un lugar principal y la cultura desempeña la función de orientar los cambios sociales, especialmente en lo relacionado con la adopción y socialización de los valores que orientarán el desarrollo de la acción social y el establecimiento de pautas de comportamiento.


    Adicional a lo anterior, el desarrollo científico y tecnológico es otro de los signos del cambio en la época actual. Su importancia la podemos analizar desde las siguientes perspectivas: la primera se relaciona con los riesgos que este desarrollo produce y de los cuales se afirma que las élites políticas nacionales conocen poco, y que su capacidad de intervención es limitada. Cabe recordar al respecto el planteamiento de Surel (2006), que señala que “los descubrimientos científicos recientes y las nuevas tecnologías plantean problemas a propósito de los cuales los actores políticos muchas veces apenas están en condiciones de hacer un análisis autónomo y, menos todavía, de definir los ejes y el contenido de las regulaciones necesarias” (p. 54). La segunda perspectiva se refiere a la función desempeñada por la tecnología, en especial lo relacionado con la ejecución de procesos y de relaciones desarrolladas en el contexto de la globalización. Esta función se encuentra asociada, por un lado, a la generación de condiciones que permitan con mayor facilidad la comunicación e interacción entre actores sociales en todo el mundo y la reducción del tiempo en el desarrollo de las relaciones sociales, de tal forma que estas se llevan a cabo en el instante; por otro lado, a la eliminación de las restricciones espacio-temporales posibles de imponer por parte de gobiernos, personas o instituciones al devenir de cualquier relación social (Bauman, 2006).


    Tanto el desarrollo de la globalización como la presencia en el mundo de hechos problemáticos que incrementan los riesgos para la humanidad han dado origen a la idea de la necesidad de contar con instituciones supranacionales que se conviertan en parte del gobierno del mundo. Dichas instituciones tienen hoy el encargo de formular orientaciones acerca de lo que se debe hacer en cada territorio por parte de sus autoridades, con el fin de lograr objetivos y metas comunes para la humanidad relacionados con el desarrollo o con la intervención de hechos que ponen en peligro la continuidad de la vida, la supervivencia de los ecosistemas, que respondan a la lógica de los procesos económicos, los cuales cuentan ahora con el mundo como único espacio y sin las restricciones de antaño y, además, con el soporte de la tecnología que permite hacer las transacciones en tiempo real. Lo anterior reduce al máximo las posibilidades de control por parte de las sociedades nacionales y de sus gobiernos.


    Como se deduce de lo anterior, los efectos producidos por el desarrollo científico y tecnológico registrado en la época de la globalización al papel de las élites políticas y administrativas nacionales en la orientación y definición de aquellas políticas públicas nacionales relacionadas con el desarrollo de la acción económica y la regulación de situaciones problemáticas asociadas con el desarrollo de la ciencia y la tecnología, se evidencian en la pérdida de poder en la toma de decisiones autónomas en estos campos y en el traslado de esta competencia a instancias supranacionales encargadas de definir el sentido y fines de las decisiones gubernamentales. Esto último, por un lado, convirtió a las autoridades nacionales en adaptadores de estas orientaciones, a través de la realización de ejercicios de tipo técnico; por otro lado, dejó por fuera de este proceso a los representantes políticos, debido a que, como lo anota Surel (2006), ahora “la acción pública consiste, esencialmente, en un conjunto de individuos y de organizaciones cautivos de rutinas y de dispositivos institucionalizados y normalizados sobre los cuales los actores políticos tienen poco dominio” (p. 50). De esta forma, las políticas públicas operan de manera autónoma con respecto a los diferentes actores políticos.


    DÉFICIT DEMOCRÁTICO Y CRISIS DE LEGITIMIDAD ASOCIADO
CON LA FORMULACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS


    El contexto creado por la globalización presenta un cambio en la idea de los fines buscados por las políticas públicas. Al respecto, es pertinente señalar el planteamiento de Roth (2002), que indica que:


    […] [las] políticas públicas construyen un marco, un espacio que da sentido, en el cual los actores van a redefinir sus problemas y a experimentar soluciones; por lo tanto, hacer una política pública, no es resolver un problema, sino construir una nueva representación de los problemas que instaura condiciones sociopolíticas para el tratamiento de estos por la sociedad y, a la vez, que estructura la acción del Estado. (p. 54)


    En la actualidad, desde la perspectiva puesta en marcha en el contexto de la globalización, las políticas públicas se orientan a la resolución efectiva de problemas de acuerdo con las orientaciones formuladas por instituciones internacionales y los procesos técnicos de adaptación de estas a los contextos particulares de los territorios donde se deben ejecutar. Así, la construcción de política pública perdió importancia como proceso de hacer politics y se convirtió en un ejercicio burocrático, técnico e instrumental; de esta manera, se registra el margen de intervención de los actores político electorales en la elaboración y evolución de estas, lo cual condujo además a que la formulación de políticas perdiera importancia como parte de un “proceso más amplio de regulación política y de legitimación en la sociedad” (Roth, 2002, p. 54) y a la producción de un déficit democrático en la sociedad, originado en la baja participación e incidencia de los actores políticos en la definición de las políticas públicas.


    Los cambios mencionados en relación con los fines de las políticas públicas y el alejamiento del actor político electoral del proceso de elaboración de estas han originado la denominada crisis de legitimidad, destacada por Heath (s. f.), a partir de la lectura de los planteamientos de Habermas. En efecto, como lo sugiere Habermas (1989), en este nivel enfrentamos una crisis de la racionalidad construida con base en el planteamiento weberiano del tipo ideal de dominación legal con administración burocrática. Esta última se estructura con base en un ordenamiento legal, considerado legítimo porque los ciudadanos lo aceptan de forma voluntaria y deciden actuar conforme a las prescripciones de dicho ordenamiento y se ejerce en una jurisdicción territorial a través de un cuadro administrativo profesional y especializado. Este tipo de dominación da origen a una acción social orientada por valores sociales que se desarrollan con arreglo a fines y, además, otorgan el mayor grado de racionalidad al proceso de toma de decisiones y de ejercicio del Gobierno por parte de los funcionarios encargados de la dirección del Estado.


    Hay que mencionar que Habermas se aparta del planteamiento de Weber, más que nada porque considera que la creencia de la legitimidad se reduce al reconocimiento de la legalidad con que se adoptó una decisión y porque en esa concepción el Estado, de manera exclusiva, tiene el monopolio del proceso de racionalización y de producción del derecho, a partir de la aplicación de un sistema racional de reglas que ha sido adoptado.3 Frente a la perspectiva legal y racional, Habermas considera la función motivacional, a través de la cual es posible la comprobación empírica de las razones por las cuales un miembro de la sociedad reconoce como legítimo un orden social, lo acata y se comporta de acuerdo con las prescripciones normativas establecidas en este.


    Así, esta noción se encuentra asociada a la formulación de uno de los planteamientos centrales de Habermas, destacado por Heath (s. f.), consistente en que la crisis de legitimidad está relacionada con una crisis en los argumentos y en el poder comunicativo. En este sentido, es necesario producir una integración social del mundo de la vida que tenga en cuenta como elementos del orden social a la cultura, la personalidad y la sociedad. Así, en este contexto emerge la acción comunicativa como alternativa que conduce a la integración social mediante la reproducción de los componentes del orden social, de tal forma que se produzca una integración normativa que combine socialización y control social.


    En concordancia con lo anterior, cabe destacar que la actual crisis de legitimidad de las instituciones gubernamentales tiene origen, entre otros aspectos, en el divorcio entre el ejercicio de la policy y la politics, debido a que “cada vez crece más la distancia entre los lugares de decisión y de regulación, y el espacio democrático de la participación electoral y de la movilización política clásica” (Surel, 2006, p. 44), al punto que hoy los procesos de legitimación operan con base en los outputs, referidos a aquellas decisiones que se supone que tienen como objetivo favorecer el interés de la comunidad, y reducir, de manera considerable, la importancia de los inputs, asociados con la legitimidad de las decisiones, derivada del hecho de que estas representan la voluntad popular.


    Sin duda, el alejamiento de los actores políticos del proceso de construcción de las políticas públicas, en particular de la toma de decisiones realizada por parte de las instituciones del Estado, está afectado no solo por la globalización, sino además por los cambios en la lógica del ejercicio de gobierno de las sociedades. Al respecto, es pertinente destacar el planteamiento de Surel (2006), quien señala que, debido a los cambios del mundo actual, máxime en lo relacionado con la globalización y los riesgos propios del mundo moderno, ha cambiado el contexto de formulación de políticas públicas, el papel de los actores políticos y administrativos, y los fundamentos de la legitimidad.


    CONTRIBUCIONES DE LA EDUCACIÓN RURAL
EN COLOMBIA A LA CONSTRUCCIÓN SOCIAL DE
PEQUEÑOS MUNICIPIOS Y AL DESARROLLO RURAL4


    Esta parte del texto presenta una reflexión sobre la contribución de la educación rural a los procesos de desarrollo rural y local, con base en conceptos de la sociología rural clásica, como economía campesina, racionalidad campesina y educación rural. Asimismo, retoma los conceptos de nueva ruralidad en la época de la globalización y de desarrollo local y rural como referentes del contexto actual donde transcurre la vida rural y sus dinámicas, con relevancia en elementos de la perspectiva del desarrollo endógeno y del DHIS, los cuales redefinen los roles y funciones que debe desempeñar la educación en la sociedad, así como los objetivos y metas de desarrollo históricamente fijados por las políticas públicas de desarrollo rural y de fomento del sector agropecuario. Este apartado se cierra con una breve exposición de los modelos de educación rural aplicados en la actualidad en Colombia para la educación básica y media.


    Se inicia entonces con una exposición de aspectos teóricos relacionados con la concepción de economía campesina y de racionalidad campesina, así como de una perspectiva de la educación rural fundamentada en desarrollos conceptuales de la sociología rural; luego se abordan algunos puntos de vista en relación con el desarrollo local y rural en la época del proceso de globalización, el cual ha impactado el campo, generado nuevas relaciones y formas de interacción entre lo urbano y lo rural y, en consecuencia, ha dado origen a nuevos objetivos y metas de desarrollo del campo. Por último, se presentan los principales modelos educativos puestos en marcha en Colombia, con el fin de ofrecer educación básica y media a la población rural. En este sentido, se hace una reseña histórica de dichos modelos y de algunas acciones formativas puestas en marcha por estos, así como de los modelos de la actual política educativa rural, formulada por el Gobierno colombiano en el Proyecto de Educación Rural en sus fases I y II.


    EL CAMPESINO, SU ORGANIZACIÓN SOCIAL Y RACIONALIDAD


    La tradición intelectual de la sociología rural destaca entre las características principales del mundo rural su adscripción a los valores, pautas de comportamiento y creencias propias de la cultura tradicional y del desarrollo de unas relaciones en un ámbito territorial restringido, el cual se extiende hasta lo local, pero por lo general se circunscribe a lo microlocal o veredal. De esta forma, la realidad social y ­económica del mundo rural se contrapone a la del mundo urbano, que es asociado con la vida de la ciudad, sobre todo con el desarrollo de la industrialización y la puesta en marcha y avance de los procesos de modernización. No obstante, quizás el elemento de mayor importancia en la distinción entre los mundos rural y urbano se relaciona con las características socioculturales y económicas de sus habitantes o campesinos, en especial de aquellas que definen su racionalidad y la forma de relacionarse con la naturaleza y con su comunidad.


    A continuación, por su importancia en la concepción y desarrollo de la educación rural, analizaremos las características socioeconómicas del habitante rural o del campo. Un primer aspecto por tener en cuenta alude a su relación con la tierra, principal medio de producción y sustento de la vida. De este aspecto conviene destacar que el campesino desarrolla su vida productiva y familiar a partir del trabajo realizado en la Unidad Agrícola Familiar, definida por la política agraria colombiana como aquella extensión de tierra


    […] que explotada en condiciones de razonable eficiencia puede suministrar a la familia ingresos adecuados para su sostenimiento, para el pago de la deuda agraria y para el mejoramiento de la vivienda, equipo de trabajo y nivel de vida; además debe tratarse de una extensión que no requiera más que el trabajo del propietario y de su familia. (Incora, 1977, p. 32)


    En unos casos, el campesino es propietario de dicha Unidad Agrícola Familiar y en otros tiene acceso a esta a través de formas de tenencia diferentes a la propiedad. A partir del reconocimiento de la importancia del vínculo social y cultural del campesino con la tierra, las diferentes políticas de reforma agraria han considerado prioritario la dotación de tierra a este grupo de población.


    Dicho lo anterior, se señala que la lógica con la cual el campesino tradicional orienta su acción económica constituye uno de los elementos sustantivos que fundamentan la categoría de campesino. Recordemos, desde esta lógica, una aproximación a la definición formulada por Rogers y Svenning, para quienes campesinos son los


    


    […] productores de agricultura de subsistencia y habitantes rurales tradicionales que raras veces son completamente autosuficientes. Los campesinos son agricultores que se ocupan en gran parte (pero no necesariamente en su totalidad) en la producción de subsistencia. Consumen la mayor parte de los alimentos y otros artículos que producen. Por lo tanto, campesinos y agricultores de subsistencia son términos intercambiables. (1973, pp. 30 y 31)


    En este contexto, se subraya que la subsistencia, principio orientador de la actividad productiva y social del campesino, constituye la esencia de su racionalidad económica.


    Una forma de concreción de esta racionalidad la plantea el antropólogo Eric Wolf (1978). Este autor señala que la organización social y económica del campesinado:


    […] está determinada por la composición de la familia del campesino, el número de miembros que integra, su coordinación, sus demandas de consumo, y el número de trabajadores con que cuenta. Esto explica por qué la concepción capitalista del beneficio no puede ser aplicada a la economía del campesino. El beneficio capitalista es un beneficio calculado sustrayendo todos los gastos de producción del resultado total. El cálculo del beneficio del sistema es inaplicable a la economía del campesino, a causa de que, en esta última los elementos que entran en los gastos de producción están expresados en unidades que no tienen correlación con los de la economía capitalista. (p. 25)


    Es necesario rescatar del planteamiento de Wolf otros elementos propios de la racionalidad campesina que se muestran, los cuales son de interés en este propósito de reflexionar acerca de los roles desempeñados por la educación rural, sobre todo en relación con la contribución a la generación de las condiciones requeridas por los procesos de desarrollo de pequeños municipios con características rurales que predominan, el mejoramiento de las condiciones de vida de la población campesina y la puesta en marcha de procesos de movilidad social ascendente orientados, de manera especial, al beneficio de la población pobre del campo.


    Sin duda, el carácter familiar de la fuerza de trabajo, una demanda limitada en materia de consumo y la ausencia del beneficio económico o de la ganancia son elementos particulares de este tipo de economía que, además, contribuyen a la comprensión de algunas de las concepciones planteadas sobre la economía campesina. Conviene subrayar entre estas concepciones las siguientes. Una primera formulada por Schejtman, quien señala que:


    […] el concepto de economía campesina engloba aquel sector de actividad agropecuaria nacional donde el proceso productivo es desarrollado por unidades de tipo familiar con el objeto de asegurar, ciclo a ciclo, la reproducción de sus condiciones de vida y de trabajo o, si se prefiere, la reproducción de los productores y de la propia unidad de producción. (1980, p. 123)


    La segunda concepción de economía campesina presentada en este texto es la planteada por Jaramillo, Gómez y Quesada (1982). Estos autores conciben la economía campesina como:


    […] aquel tipo de unidad productiva en la cual su propietario, que es a la vez el explotador directo de su parcela, dispone fundamentalmente para su actividad laboral de la fuerza de trabajo familiar, sin utilizar de modo permanente trabajo asalariado, derivando del producto de su unidad productiva la mayor parte del ingreso total de que dispone. (1982, p. 24)


    La identificación de una racionalidad diferente entre los campesinos es de particular importancia en la explicación y comprensión de ciertos comportamientos por parte de quienes integran este grupo poblacional, los cuales antes de las conceptualizaciones de la sociología eran señalados como irracionales; después, gracias a desarrollos teóricos como los mencionados aquí, fueron considerados como expresiones de otro tipo de racionalidad. Esta idea puede ilustrarse mejor teniendo en cuenta una de las reflexiones de Shanin (1979). Este autor señala que:


    Los objetivos determinados por el consumo, los métodos de producción tradicionales, el uso de la mano de obra familiar. La escasa capacidad de venta del producto y la falta de verificación y control mediante la contabilidad sistemática en términos monetarios hacían de la familia campesina una unidad de producción muy diferente de la empresa capitalista “racional”. (p. 27)


    En resumidas cuentas, estamos frente a la coexistencia de dos tipos de racionalidades: la capitalista y la campesina. Vale la pena insistir ahora en los roles y funciones de la familia en la organización de la sociedad campesina. Esta parte de la reflexión se inicia con el análisis del papel desempeñado por la familia en el desarrollo del proceso productivo y en el devenir de las relaciones sociales encargadas de regular la participación de cada uno de sus miembros en el desarrollo de este. En concreto, Siabato (1986) señala lo siguiente:


    En las unidades de tipo familiar la actividad doméstica es inseparable de la actividad productiva. En ellas participan sin recibir salario todos los miembros de la familia en forma integrada. La división del trabajo responde a diferencias de edad y sexo y a tradiciones culturales. Se contratan peones solamente cuando la mano de obra familiar, aprovechada incluso en jornadas adicionales, no es suficiente para cubrir las necesidades esporádicas del trabajo adicional. Por su carácter familiar, la unidad abriga el compromiso irrenunciable de asegurar ocupación a todos los miembros de la familia, a diferencia del empresario capitalista, que puede regular el enganche de obreros según las necesidades de la explotación. (p. 374)


    La anterior perspectiva de análisis muestra otro elemento característico de esta organización social, asociado con la relación entre la cantidad e intensidad del trabajo familiar y las necesidades de consumo de los miembros de la familia. Este nexo, en efecto, lleva a la búsqueda de un equilibrio entre consumo y trabajo, en el cual “el grado de explotación lo determina un equilibrio peculiar entre satisfacción de la demanda familiar y fatiga del trabajo” (Chayanov, 1975, p. 6). Por supuesto, esta relación fundamenta un tipo particular de solidaridad y de relacionamiento entre los miembros de la familia campesina, pues “al ser las unidades campesinas igualmente ­unidades de consumo (todos comen de la misma olla y colman sus necesidades de los mismos fondos), deben procurar la satisfacción de los requerimientos básicos de todos los miembros de la familia” (Siabato, 1986, p. 374). La existencia de esta solidaridad conduce a la puesta en marcha de prácticas culturales ligadas a la organización del trabajo, en las cuales están presentes formas de cooperación como la minga y la mano vuelta, que se basan en la idea de la ayuda como criterio orientador y en la ausencia de remuneración.


    Cabe subrayar que la persistencia de las formas particulares de solidaridad y de cooperación mencionadas, y la poca importancia del trabajo asalariado implica la ausencia, por lo menos parcial, de la idea del cálculo del beneficio o ganancia y, desde luego, de la acumulación capitalista. Por el contrario, lo único que puede entrar a calcularse es el nivel natural de satisfacción de las necesidades familiares, señalando si “la cuantía de cada necesidad: es suficiente, e insuficiente, le falta tanto más tanto; tal es el cálculo a hacer aquí” (Chayanov, 1975, p. 4).


    En resumidas cuentas, son varios los elementos que configuran la racionalidad particular del campesino y de su organización social. Insisto en el papel de estos elementos en la articulación de la economía campesina a la racionalidad del capitalismo, capitalista, mediante el desarrollo de acciones que fortalecen los procesos de adaptación social. Cabe destacar, al respecto, el planteamiento de Jaramillo, que señala lo siguiente:


    […] el productor campesino, tratando de lograr la reproducción de la fuerza de trabajo familiar y de su condición como productor independiente, en el seno del modo de producción capitalista, aumenta su jornada de trabajo, buscando compensar las condiciones en muchos casos decrecientes de la fertilidad del suelo, al igual que las precarias condiciones de producción a que los someten sus mismas condiciones económicas, así como el tamaño reducido de la parcela y, en determinadas coyunturas, la baja de precios. También, si es del caso, reduce sus condiciones de consumo al mínimo fisiológico, alcanzando el umbral de la desnutrición, acomodándose al magro ingreso de la explotación propia. (1979, p. 67)


    Sin duda, la racionalidad del campesino le permite el desarrollo de estrategias que faciliten su adaptación a los procesos y dinámicas de la sociedad mayor, urbana e industrial, de la cual la sociedad campesina hace parte.


    Si bien es cierto que este segundo tipo de racionalidad, en la versión clásica presentada aquí, no predomina entre la población rural colombiana debido a la emergencia en nuestra sociedad y realidades territoriales específicas de los hechos sociales que configuran la denominada nueva ruralidad y al desarrollo del proceso de globalización, los cuales han acercado los mundos rural y urbano, sí ha generado nuevas formas de interacción entre estos y ha posibilitado el surgimiento de valores culturales de acuerdo con estas tendencias de cambio social. Aún entre la población campesina perduran valores, creencias y pautas de comportamiento característicos de la racionalidad campesina, los cuales en cada caso es necesario reconocer y tener en cuenta en la definición, por un lado, del sentido que tendrá la educación rural y los proyectos educativos y, por otro, del fin social de dicha educación. Así, avanzaremos en la estructuración de ofertas educativas pertinentes, es decir, con capacidad de ofrecer respuestas a las necesidades de la sociedad y de las personas, de producir conocimiento que contribuya a la transformación de la realidad y al progreso de la población, mediante el aporte significativo al logro de los objetivos y metas fijadas por los miembros de la sociedad.


    LA EDUCACIÓN RURAL EN COLOMBIA: 
UNA PERSPECTIVA DESDE LA SOCIOLOGÍA RURAL


    Esta reflexión se inicia destacando los aportes de Lynn Smith (sociólogo rural norteamericano) a la orientación de los primeros estudios rurales realizados en Colombia en los años cincuenta del siglo XX, entre otros, por Fals Borda y, posteriormente, en los años sesenta por diversos investigadores sobre el mundo rural. La influencia de Smith se concreta en sus desarrollos teóricos sobre las características de la población rural, la organización social y los procesos sociales en la sociedad rural, desarrollados en el texto titulado Sociología de la vida rural, publicado en castellano en 1960.


    Smith se ocupó de la educación rural, la cual concibió en el contexto de la relación entre educación y desarrollo. Este autor vincula el desarrollo con el progreso del habitante del campo y del territorio rural y lo relaciona con el acceso de la población a la educación, así como con la disposición de una oferta educativa que responda a las necesidades de la familia campesina y contribuya al aprovechamiento de las potencialidades existentes en el territorio en función de unos objetivos y metas de desarrollo.


    De este modo, el auge de la educación rural se inició en los años sesenta, gracias al Estado colombiano, el cual incorporó la educación a las políticas de reforma agraria y de desarrollo rural como parte de las estrategias destinadas a promover el cambio social, así como a los movimientos sociales y proyectos políticos de izquierda, que adoptaron la educación del campesino como estrategia de canalización de su potencial revolucionario y de fomento de su organización y movilización, con el fin de generar hechos sociales y procesos políticos nuevos.


    No obstante, vale la pena retomar la reflexión teórica de Smith (1960) relacionada con su idea de educación. Este autor señala que la “Educación es el nombre aplicado al proceso mediante el cual la parte socialmente aprobada de la herencia cultural se transmite de una generación a otra, y el proceso mediante el cual el conocimiento recién adquirido se difunde entre los miembros de la sociedad” (p. 413). Esta consideración llevó a Smith a señalar que la educación hace parte de las principales tareas de la sociedad y que el progreso educacional es una de las primeras esperanzas de la sociedad.


    Es necesario recalcar, una vez señalada la importancia de la educación, que la sociedad ha encargado el desarrollo de las funciones educativas a diversas instituciones, las cuales se desempeñan como agencias educacionales. Según Smith, las principales agencias educacionales son: la familia, encargada de transmitir los elementos culturales relacionados con el ajuste a la rutina cotidiana de la vida y las actividades rurales; la escuela, institución que brinda instrucción sobre el saber y las actividades urbanas e inculca en los niños el conocimiento y las habilidades relacionadas con la vida de la granja; el servicio de extensión rural, agencia educacional de particular importancia en esta reflexión, debido a que es el soporte de la acción social desplegada en el territorio por la escuela y los diferentes proyectos educativos convergentes en este.


    El servicio de extensión, señala Smith (1960), opera en los colegios de agricultura y tiene como objetivo el mejoramiento de la vida de los pobladores rurales. Para alcanzar este objetivo aplica ­estrategias como el aumento de los ingresos, el fomento del mejoramiento de los hogares, la elevación de los niveles de vida, el desarrollo de una clase de dirigentes rurales, el fortalecimiento de la vida comunitaria, el aumento del aprecio de la vida rural entre los jóvenes rurales, la difusión entre la población del conocimiento relacionado con el lugar de la agricultura en la vida nacional y la expansión de los horizontes mentales y educacionales de los pobladores rurales. Este servicio de extensión se considera estratégico en la formulación y desarrollo de la política educativa rural y complementa la acción de otras agencias educacionales, como la biblioteca rural, la radiofonía y el periódico rural.


    EL DESARROLLO RURAL EN LA ÉPOCA
DE LA GLOBALIZACIÓN


    Antes de empezar la revisión de la política de educación rural de Colombia, hacemos unas consideraciones generales sobre el desarrollo y el mundo rural. Por tradición, lo rural fue asociado con lo agrícola y pecuario; con la producción de materias primas y de alimentos; con un mundo atrasado, diferente del urbano, considerado moderno y desarrollado. Asimismo, se consideró al habitante del campo como diferente al del mundo urbano, debido a que tenía una racionalidad propia caracterizada por la ausencia de la ganancia y la acumulación, la dependencia del trabajo familiar y de la búsqueda de la subsistencia. Estas características perduraron hasta finales de los años cuarenta del siglo XX, cuando los indicadores de desarrollo se estandarizaron y los países de América Latina adoptaron, como proyecto de desarrollo, el seguimiento de la ruta del progreso emprendida por los países desarrollados. De esta forma, ganaron importancia las nociones de ingreso per cápita, la tasa anual de crecimiento de la economía, el índice de calidad de vida y, en general, la inserción de las personas en los procesos de movilidad social ascendente desarrollados en la sociedad.


    Luego, en los años ochenta y noventa, la consolidación de los sistemas mundo y la puesta en marcha del proceso de globalización modificaron el contexto de interacción entre lo rural y lo urbano; de esta manera, se produjo un acercamiento entre estos mundos que dio origen a los procesos de urbanización del campo y de ruralización de la ciudad. Estos procesos, a la postre, se convirtieron en parte de los signos de la llamada nueva ruralidad, caracterizada por el desarrollo de nuevas relaciones entre lo rural y lo urbano, las cuales tienen origen en la influencia ejercida por los medios de comunicación, el desarrollo de los sistemas viales y de transporte, la articulación de lo rural a los sistemas de mercado, el uso de la tecnología cada vez más generalizado, el traslado a las ciudades de miembros de las familias campesinas, el desarrollo en el campo del sector de los servicios y el surgimiento de actividades no agropecuarias que aportan al habitante rural importantes ingresos (Pérez Farah y Grammont, 2008).


    Así, pues, las conceptualizaciones contemporáneas acerca del mundo rural han revalorizado la cultura campesina, el territorio y su oferta de recursos, y los procesos sociales que allí ocurren; además, han incorporado el nuevo contexto surgido de la interacción estrecha y vinculante entre lo rural y lo urbano. Efectivamente, en las nuevas definiciones se destaca que lo rural tiene lugar en aquellos territorios como regiones, municipios y veredas, en los cuales “se asientan pueblos, aldeas, pequeñas ciudades y centros regionales, espacios naturales y cultivados y en donde se desarrolla una gran diversidad de actividades como la agricultura, industria pequeña y mediana, comercio, servicios, ganadería, pesca, minería, turismo y extracción de recursos naturales” (Pérez y Farah, 2002, p. 12). Sin duda, aproximaciones conceptuales como esta marcan una diferencia con las lecturas clásicas del mundo rural, en las cuales tenía primacía la cultura campesina tradicional, su racionalidad asociada a la subsistencia y la ausencia de una idea del progreso que orientara el desarrollo de la acción social del habitante del campo.


    Los cambios conceptuales mencionados antes han tenido efectos sobre las ideas de desarrollo concebidas para el mundo rural. Entre los principales cambios registrados debemos destacar que lo rural dejó de concebirse como territorio aislado, circunscrito a la vereda o al pequeño municipio. Hoy, si bien lo rural tiene una territorialidad específica, esta se concibe como parte de un territorio mayor donde está incluido el municipio, el departamento, la región, el país y aún el mundo, con el que está en permanente interacción.


    Esta nueva percepción del territorio cambió la visión de desarrollo; por eso hoy los problemas, objetivos y metas de desarrollo rural hacen parte de los grandes propósitos nacionales, relacionados cada vez más con la intervención de hechos sociales que afectan el vínculo social. De ahí que, como lo señalan Pérez y Farah:


    […] en las nuevas concepciones del desarrollo rural en América Latina, se amplía la consideración de la mitigación de la pobreza y más bien se orienta hacia una visión de lo regional, con un manejo del concepto de sostenibilidad, no sólo de recursos naturales, sino también económica, social y cultural, e incorpora el concepto de empoderamiento de las comunidades campesinas, en la búsqueda de que los pobladores rurales y las distintas organizaciones se doten de poder para que puedan ejercer sus derechos frente al Estado. (2002, p. 13)


    Adicionalmente, las perspectivas sobre el desarrollo rural de mayor contemporaneidad han incluido tópicos como la equidad de género y la participación de los actores sociales rurales en los procesos sociales y en la formulación de los proyectos de desarrollo.


    LOS RETOS DE LA EDUCACIÓN RURAL EN LA
CONSTRUCCIÓN DEL DESARROLLO TERRITORIAL


    Por otra parte, en la actualidad el desarrollo es un concepto que tiene múltiples significados. Ha sido abordado desde diferentes perspectivas teóricas y se le han planteado diversos fines, objetivos y metas, los cuales en no pocas ocasiones los observamos como contradictorios. En nuestro caso, planteamos una opción por el DHIS, como alternativa que debe conducir a los pequeños municipios colombianos, con presencia significativa de características económicas y culturales del mundo rural, a la construcción de nichos territoriales competitivos, justos, equitativos, democráticos, participativos y sostenibles.


    Además, la puesta en marcha de acciones conducentes al logro de objetivos y de metas en materia de DHIS se concibe, en primer lugar, en el contexto creado por la descentralización política, administrativa y fiscal, adoptada por la Constitución Política de Colombia de 1991 como principio fundante de la organización del Estado, aplicable al ejercicio del gobierno, al desarrollo de la gestión pública y a las relaciones entre las personas adscritas a una comunidad con sus autoridades gubernamentales e instituciones públicas.


    Antes de continuar, conviene señalar que a pesar de un poco más de dos décadas de experiencia con la aplicación de la descentralización en Colombia, aún nuestras sociedades no han logrado la generación de las condiciones sociales y culturales requeridas por el régimen político descentralizado. No hemos aprendido a vivir de forma descentralizada. Todavía nuestra población no es autónoma y responsable lo suficiente cuando se trata de diseñar el curso de una acción social orientada a la construcción de escenarios de desarrollo o de tomar decisiones en materia de elección de autoridades territoriales, representantes políticos o de ejercer la veeduría o el control ciudadano.


    Esta realidad política, presente en cada uno de los municipios colombianos, según Boisier (2004a), afecta a la mayoría de las sociedades latinoamericanas y constituye un reto que deben afrontar los procesos de modernización, porque:


    […] la descentralización […] presupone un cambio cultural, una modificación del patrón de alteridad tan propio de nuestra población (siempre buscamos a otro, al “alter”, para que nos resuelva nuestros problemas) y ello significa (asumir) un modelo de comportamiento individual y social basado en la autorresponsabilidad y en la subsidiaridad. (p. 31)


    No cabe duda de que en la intervención de esta problemática local y regional la educación rural debe ser protagonista del cambio cultural y de la transformación de la realidad política adversa a la implantación de un régimen político moderno, democrático y descentralizado.


    En segundo lugar, la formulación y aplicación de estrategias y de políticas encargadas de concretar el DHIS debe hacerse en función de la gente, lo cual se alcanza cuando el proceso de desarrollo de una sociedad y, desde luego, de un territorio logra, como lo plantea Boisier (2004b), potenciar la transformación del ser humano en persona humana.5 Ahora bien, la idea de formación de la persona humana, central en la definición de los fines políticos y los propósitos estratégicos del desarrollo, es más que nada una categoría espiritual, compuesta por las siguientes características: la dignidad,6 la subjetividad, su sociabilidad y la trascendencia de ella, de tal forma que sea posible la proyección de la persona en el tiempo y en el espacio, es decir, más allá de su experiencia vital (Boisier, 2004b). En resumidas cuentas, la educación rural en Colombia tiene retos en materia de producción de resultados, relacionados con lo siguiente:


    • Contribución a la generación de condiciones que apoyen en cada entidad territorial a la transformación del ser humano en persona humana.


    • La formación de una cultura que privilegie el ejercicio de la política de manera autónoma y responsable por parte de cada persona. Esta acción, además de producir cambios en la realidad política de los municipios y en la cultura política de la población, contribuirá a la profundización y consolidación de la democracia y a la generación de condiciones favorables a la implantación del régimen político descentralizado, institucionalizado por la Constitución Política de Colombia. Si bien es cierto que el cambio político fue promulgado por los constituyentes en 1991, la tarea del cambio cultural continúa pendiente y debe iniciarse desde la infancia a través de las diferentes acciones formativas constitutivas de los procesos educativos formulados y puestos en marcha en cada municipio e institución educativa.


    • La producción de conocimiento con capacidad de comprender y de transformar la realidad. Al respecto, son muy conocidos los planteamientos de Boisier en relación con el desarrollo, el cual lo concibe como un proceso cualitativo, intangible, soportado en el crecimiento económico y en la formación de capital sinergético, conformado por los capitales económico, cognitivo, simbólico, cultural, institucional, psicosocial, social, cívico y humano (Boisier, 2004c). Se insiste acá particularmente en los roles que debe desempeñar la educación rural en la formación del capital cognitivo, integrado por los conocimientos estructural y funcional. Estos dos tipos de conocimiento contribuyen, en el caso del estructural, a conocer y comprender todo aquello que ocurre en el territorio, es decir, su realidad. Por su parte, el conocimiento funcional ayuda a entender los procesos de cambio ocurridos a nivel del crecimiento económico y del desarrollo societal, en el marco de la emergencia de la nueva ruralidad y de la globalización (Boisier, 2004b).


    POLÍTICA EDUCATIVA RURAL: 
MODELOS EDUCATIVOS Y ACCIONES FORMATIVAS


    El análisis de la política educativa rural colombiana se realiza con base en una breve reseña descriptiva de los principales modelos educativos desarrollados en el país desde mediados del siglo XX; luego se hace la revisión del Proyecto de Educación Rural (PER) en sus fases I y II, en el cual se concretan las decisiones de política educativa rural de Colombia.


    Iniciamos la revisión histórica de los modelos educativos rurales destacando, en primer lugar, la experiencia educativa llevada a cabo entre 1950 y 1960 por parte de las escuelas radiofónicas de Sutatenza, desarrollada a través de la Fundación Acción Cultural Popular con la orientación de la Iglesia católica. Este programa, desarrollado a través de la radio, tenía como objetivo la alfabetización de los habitantes del campo y el desarrollo de una educación básica dirigida a la población campesina.


    En segundo lugar, durante los años sesenta se puso en marcha en el departamento de Norte de Santander, inicialmente en Pamplona, la Escuela Nueva. Este modelo educativo lo formularon docentes de escuelas rurales, que tenían un solo profesor encargado de la formación de estudiantes de diferentes edades y grados educativos, situación que planteaba al docente retos asociados con la definición de los contenidos de la enseñanza y con las estrategias por utilizar en el aula. Como producto de esta condición de la escuela y de la reflexión de los profesores surgió la Escuela Nueva. Este modelo educativo, fundamentado en los principios de la pedagogía activa, estructuró una acción educativa en la cual el estudiante tenía un papel protagónico; asimismo, concibió el trabajo en equipo como estrategia por aplicar en el desarrollo de las actividades académicas, concibió la organización del gobierno escolar, hizo uso de guías en los procesos de enseñanza y de aprendizaje, y desarrolló formas particulares de relacionamiento e interacción entre la escuela y la comunidad rural adscrita al territorio de influencia del establecimiento educativo.


    En tercer lugar, en los años setenta surgieron las concentraciones de desarrollo rural (CDR). Este modelo educativo tenía como objetivo la promoción del desarrollo integral de la población rural; para alcanzar este propósito, integró los servicios ofrecidos a la población rural por parte de las instituciones del Estado y de los particulares, y puso en marcha procesos de organización y de participación de la comunidad.


    La organización del servicio educativo ofrecido por las CDR se hizo a través de una organización institucional integrada, primero, por una sede central donde se ofrecía educación desde el grado sexto hasta noveno; segundo, por escuelas rurales satélites que ofrecían la educación primaria. Estas escuelas estaban articuladas a la sede central, la cual disponía de campos de práctica y de los recursos necesarios para impartir una formación técnica agropecuaria, condición que le permitía incidir en el desarrollo de los procesos sociales y económicos desarrollados en los territorios y veredas del área de influencia de su organización institucional. De esta forma, las escuelas satélites y, sobre todo, la sede central se convirtieron en el centro social de la comunidad y en lugar estratégico de la interacción social de la población. No cabe duda de que las labores de extensión desarrolladas por las unidades que hacían parte de la organización institucional de las CDR fueron significativas en la construcción de esta dimensión social, tanto de la escuela como del modelo educativo.


    En cuarto lugar, la formulación de modelos educativos rurales realizada en los años ochenta y noventa buscó ofrecer respuestas a características específicas de la población rural colombiana asociadas con su dispersión y alta movilidad. En consecuencia, las principales características de los modelos educativos de esta época están definidas en función de la flexibilidad y del reconocimiento y atención del contexto social y productivo del estudiante de las áreas rurales. Estas características son tenidas en cuenta en el diseño de elementos fundamentales en el desarrollo de los procesos educativos, como las propuestas pedagógicas, la organización del servicio educativo, la gestión del currículo, la formación de docentes, los materiales educativos y el diseño de ambientes y estrategias de enseñanza y aprendizaje.


    En los años ochenta y, particularmente, en los noventa, se inició un nuevo momento en el desarrollo de la educación rural del país. Durante estos años instituciones del Estado, así como organizaciones del sector privado, formularon propuestas pedagógicas y modelos educativos con el fin de ofrecer nuevas alternativas de educación a la población campesina. Estas alternativas de educación fueron retomadas por el PER, cuya primera fase inició en 2001 y concluyó en 2006.


    La política pública de educación rural vigente ha sido formulada en el marco de la fase II del PER, y en la actualidad está en proceso de ejecución. Al respecto, la decisión del Ministerio de Educación Nacional (MEN) ha consistido en dar continuidad a los modelos educativos puestos en marcha cuando empezó el siglo XXI. A continuación, se examinan, brevemente, los modelos educativos y propuestas pedagógicas que hacen parte de la actual política educativa rural. Entre estos modelos, se destacan los siguientes:


    • El Sistema de Aprendizaje Tutorial. Modelo educativo dirigido a los jóvenes y adultos de las zonas rurales del país, con el fin de ofrecerles una alternativa educacional que permita completar la educación básica y media. De este modelo se destacan, en primer lugar, la metodología aplicada, la cual integra la educación, el trabajo y los procesos de organización social y comunitaria; en segundo lugar, la organización dispuesta con el fin de desarrollar las acciones formativas del proceso educativo. Dicha organización se estructura con base en grupos de trabajo por vereda y la formulación de proyectos de desarrollo social y productivo, y el acompañamiento de un docente tutor, encargado de orientar la formación de estudiantes. Este modelo educativo privilegia la formación de capacidades en matemáticas, ciencias y tecnología, lenguaje y comunicación, y el servicio a la comunidad; para ello hace uso de un paquete de módulos y de guías de aprendizaje. Además, el Sistema de Aprendizaje Tutorial promueve la formación de líderes y busca que el estudiante al concluir la educación media haya formulado un proyecto de vida que le permita continuar trabajando en el contexto rural y le proporcione mejores ingresos.


    • La posprimaria. Este modelo educativo, percibido por algunos como continuación de la Escuela Nueva, fue concebido para ser desarrollado a partir de la formulación de proyectos pedagógicos productivos y mediante el uso de guías de aprendizaje. Se implantó en aquellas instituciones de educación rural donde funcionó la Escuela Nueva, entre las cuales se seleccionaba una que se encargaba de construir una oferta educativa que diera continuidad a los estudios correspondientes a la educación secundaria.


    • Al final de los años noventa el MEN, como alternativa privilegiada en la definición de las acciones educativas orientadas hacia el campo, recurrió a la adaptación de modelos educativos desarrollados en otros países de América. Como resultado de esta decisión, de la experiencia educativa de Brasil, se adoptó y se puso en marcha el modelo de aceleración del aprendizaje, concebido para ofrecer en el aula programas de educación primaria dirigidos a la población rural en condición de extraedad. En segundo lugar, tenemos el modelo de telesecundaria, el cual fue tomado de la experiencia en educación rural desarrollada en México. Este modelo educativo permite a la población rural colombiana asentada en territorios apartados del país cursar la educación secundaria mediante el uso de la televisión ­educativa.


    • Desde hace poco se ha puesto en marcha el servicio educativo rural, otro modelo de educación rural que permite a jóvenes y adultos del campo cursar la educación básica y media. Las acciones formativas previstas en este modelo se desarrollan con acompañamiento permanente de tutores, en ciclos integrados, y a través de la utilización de módulos, los cuales buscan la generación de condiciones favorables al autoaprendizaje.


    • El MEN, entre las alternativas de educación de la población rural, ha impulsado la aplicación del denominado modelo Cafam. Aunque este está dirigido a la formación del adulto y no tiene al habitante del mundo rural como población objetivo, es aplicado en la educación rural debido a los exitosos resultados alcanzados en los procesos de alfabetización y de desarrollo de la educación básica.


    En la actualidad, el principal instrumento de política educativa rural es el documento Conpes 3500 de 2007. Este evidencia la decisión gubernamental de continuar la implementación de los modelos educativos y de las respectivas acciones formativas puestas en marcha durante la fase I del PER; además, de buscar el aporte de resultados por parte de la educación rural que contribuyan al logro de objetivos y de metas formulados en el Plan Nacional de Desarrollo y en la política educativa nacional, los cuales se relacionan con los principios orientadores de esta política, a saber: calidad, cobertura, pertinencia, equidad y eficiencia; así como con el fortalecimiento de las secretarías municipales de educación y de las instituciones educativas con el fin de que presten el servicio educativo rural de manera continua y de acuerdo con las orientaciones establecidas en la política nacional.


    En conclusión, es importante tener en cuenta en el análisis y formulación de los modelos educativos rurales las ideas de cambio social y de desarrollo socioeconómico contenidas en la concepción de educación rural presentada al inicio de esta exposición como en cada uno de los modelos puestos en marcha en el país desde mediados del siglo XX. Como se ha visto, tanto el cambio social como la construcción de una opción de desarrollo son posibles de lograr si estructuramos y ponemos en marcha una acción social basada en la educación, en la cual haya claridad y compromiso sobre los siguientes elementos: el tipo de sociedad por construir, las características de la persona que se va a formar y los roles sociales que debe desempeñar, y el conocimiento por desarrollar y aplicar.


    Los anteriores elementos son importantes porque permiten pensar en un modelo de educación rural concebido desde el PEUL para el departamento de Casanare o la región de la Orinoquía, el cual integre la educación básica y media con la superior, nivel educativo del cual hasta ahora no se han ocupado los modelos educativos de la política de educación rural de Colombia y debido a que concretan la relación entre educación, sociedad y desarrollo. Además, tienen la potencia para generar procesos sociales que transformen la sociedad y se conviertan en fundamento de un nuevo orden social. Sin duda, pensar la educación rural nos plantea este tipo de retos.

  


  
    Capítulo 3


    Aportes de la educación 
a la construcción de la democracia y al desarrollo local


    LA POLÍTICA DE DESCENTRALIZACIÓN EN COLOMBIA Y LA CONSTRUCCIÓN DE LA DEMOCRACIA


    En este capítulo se muestra cómo entre los pequeños grupos humanos asentados en unidades territoriales subnacionales, como municipios, veredas, comunas y barrios, se encuentran las mejores condiciones para el desarrollo de la democracia en un país. La reflexión acá presentada la ilustra el planteamiento de Sartori (2007), quien destaca la importancia de una sociedad multigrupal, integrada por grupos de individuos que avanzan en el proceso de construcción de la democracia y, además, se autogobiernan. Precisamente, en este contexto consideramos el proceso de descentralización administrativa y fiscal puesto en marcha en Colombia, en especial a partir de la promulgación de la Constitución Política de 1991 como un hecho que contribuye a la construcción de la democracia nacional, la cual se edifica desde la base de la sociedad. Sin duda, este devenir de la sociedad demanda la puesta en marcha de un proceso de construcción social del territorio que debe iniciarse en los niveles local y microlocal, y cuya fundamentación se sustenta en la tríada que se conforma por la educación, el desarrollo local y la democracia.


    Por supuesto, el estudio de estos conceptos, de su interacción con la realidad a través de la formulación y ejecución de las políticas públicas generales y sectoriales, así como de la contribución que estas producen a la construcción social de la realidad serán los temas trabajados en este capítulo.


    LA CONCEPCIÓN DE DEMOCRACIA


    Esta reflexión inicia con una referencia a algunos elementos tenidos en cuenta históricamente en la definición del concepto democracia. Al respecto, se destaca en primer lugar el significado etimológico del término, el cual tiene origen en el concepto griego de demokratia, constituido por demos (pueblo) y kratos (poder) (Sartori, 2007). En consecuencia, desde este punto de vista su significado es poder del pueblo. En efecto, entre los elementos involucrados en esta definición están presentes aquellos que evidencian algunos problemas de operación de la democracia, sobre todo, relacionados con el ejercicio del poder, el cual está vinculado al desarrollo de la relación entre gobernantes y gobernados. Sobre este, Sartori (2003) diferencia entre el poder de la mayoría absoluta, en el cual esta última posee todos los derechos y la minoría no posee ninguno.1


    Como alternativa de operación de la democracia y de regulación de los problemas que puedan surgir de esta forma particular de ejercicio del poder, Sartori sugiere el principio de mayoría relativa o limitada, a través de cuyo desarrollo la mayoría tiene el derecho a mandar, pero debe reconocer y respetar los derechos de la minoría. Este principio, fundamentado en las ideas liberales, contribuye al establecimiento de unas reglas para el funcionamiento del régimen político democrático, en el que las decisiones tomadas, como lo sugiere Sartori, deben ser de suma positiva.


    El examen de los anteriores elementos permite, en casos particulares y dentro del ámbito del realismo, hacer una definición descriptiva de lo que es la democracia. No obstante, en la perspectiva realista no se agota la posibilidad de definir la democracia; también es pertinente la consideración de una definición idealista, prescriptiva, de aproximación a una deontología de la democracia, basada en ideales que nos permitan establecer lo que esta debe ser. Así, este ejercicio de reflexión en torno a la democracia es fundamental en la búsqueda de alternativas de contextualización de la teoría a nuestra realidad y a la formulación de nuevas preguntas sobre el devenir de la democracia. En este sentido, cabe destacar la reflexión de Cortina (2004) en relación con el debate alrededor de los tipos de democracia y sus problemas, que la conduce a plantearse el interrogante sobre cuál es el modelo de democracia real, que resulte practicable, moralmente deseable y legítimo, y además, que una realismo, atractivo moral y legitimidad.


    TIPOS DE DEMOCRACIA: SOCIAL, ECONÓMICA Y POLÍTICA


    La idea de una democracia de tipo social se remonta a la obra La democracia en América de Tocqueville, quien en su examen de la sociedad norteamericana vinculó la democracia con el espíritu igualitario presente entre los norteamericanos, el cual orientaba las relaciones sociales de los habitantes. Dicho espíritu demandaba de los individuos o asociados el reconocimiento y trato como iguales. Como lo señala Sartori (2007), “la democracia social se apoya primariamente sobre la igualdad de estatus” (p. 25). Entre los elementos que complementan esta dimensión social de la democracia figura su proceso de construcción a partir de microdemocracias, es decir, de aquellas formas democráticas originadas en los pequeños grupos sociales, en las asociaciones, en la diversidad de grupos autogobernables; de tal forma que la democracia mayor se construye a partir de procesos originados en la base de la sociedad.


    Por otra parte, la idea de democracia económica se refiere a la igualdad económica, lo cual requiere la eliminación de los extremos de pobreza y de riqueza, así como una redistribución que busque el bienestar generalizado (Sartori, 2007). La democracia económica o industrial opera de manera especial “en el lugar de trabajo y dentro de la organización y la gestión del trabajo. En la sociedad industrial el trabajo se concreta en las fábricas y, entonces, es en la fábrica donde se hace necesario situar la democracia” (Sartori, 2007, p. 25). Así, el trabajador en la fábrica es constructor de pequeñas formas de democracia desde las cuales se da el ejercicio del poder. En esta democracia industrial se presenta un autogobierno del trabajador, una forma de autogobierno local que debería estar integrado al nivel nacional por una democracia funcional, de representación del trabajo y la competencia (Sartori, 2007).


    Por último, está la democracia política, que se fundamenta en el principio de la igualdad jurídica y política. Desde esta perspectiva, la democracia política ha sido concebida como un sistema político que da viabilidad a la existencia y desarrollo de las democracias social y económica, las cuales son microdemocracias que operan entre pequeños grupos sociales. En este sentido, la democracia política es condición de existencia de las democracias social y económica.


    LA DESCENTRALIZACIÓN EN COLOMBIA 
Y LA CONSTRUCCIÓN DE LA DEMOCRACIA


    En Colombia, la Constitución Política de 1991 introdujo la descentralización, la autonomía de las entidades territoriales y la participación de la población como principios de la organización y administración del Estado. Este principio fue complementado con la promulgación de algunas normas que reglamentaron la ejecución de la política social a cargo del Estado y la prestación de los servicios públicos.


    La política pública de descentralización opera mediante la transferencia de autoridad y responsabilidades desde el nivel central del Estado hacia los niveles subnacionales de este, en especial al municipio y a las instituciones prestadoras de servicios públicos. De esta forma, la descentralización convirtió el municipio en lugar estratégico para la promoción del desarrollo económico, el mejoramiento de condiciones de vida de la población y la democratización de la sociedad. Para ello el marco de gestión destaca el rol protagónico del Gobierno municipal, la participación de la comunidad y la rendición de cuentas. Así, el municipio se convirtió en el escenario donde se dirimen los conflictos sociales, se reproduce el capital y se generan condiciones para la reproducción de la población. En efecto, la descentralización contribuye a estos propósitos mediante la generación de condiciones para una mejor prestación de servicios públicos y el ejercicio de la democracia. Al respecto, el Departamento Nacional de Planeación (DNP, 2002) señala que la nueva forma de organización adoptada por el Estado, basada en la descentralización y la autonomía de sus entidades territoriales, debe conducir a mejorar la provisión de infraestructura, la prestación de servicios y la democratización de la sociedad.


    En este contexto, se destaca que en Colombia la descentralización revalorizó el municipio y estableció las bases jurídicas y políticas para la construcción de la democracia nacional a partir de la conformación de microdemocracias locales. Esta revalorización del municipio y la consolidación de la democracia local operó, por un lado, a través de la participación de la población, la representación política, el control social y el desarrollo de formas de autogobierno, ejercidas a través de las organizaciones sociales municipales; por otro lado, mediante la estructuración de una acción social, de tipo racional, fundada en el ethos democrático de cada comunidad, el cual ha sido construido socialmente en el proceso histórico vivido por la respectiva comunidad.


    De esta forma, la descentralización administrativa puesta en marcha en Colombia adoptó, en primer lugar, al municipio como unidad política y administrativa básica; en segundo lugar, a la participación de la población y la representación política como estrategias para la construcción del nuevo orden político e institucional. Las diferentes leyes y decretos de tipo sectorial expedidos en los años siguientes a la promulgación de la Constitución Política de 1991 con el propósito de reglamentar la participación de la población en los asuntos públicos, el ejercicio del control social a la autoridad gubernamental y la participación de la población en instancias directivas de instituciones del Estado (salud, educación, servicios públicos, entre otras) permiten observar, según lo planteado por Sartori, la forma como se ha construido un sistema de control y de limitación al ejercicio del poder, así como el fortalecimiento de la democracia electoral y de la participación, la cual se basa en la existencia de un “ciudadano participante que decide el mismo también las cuestiones” (Sartori, 2007, p. 35).


    En este sentido, debemos concluir que el proceso de descentralización puesto en marcha en Colombia, al privilegiar la participación de la población en los asuntos públicos, en el ejercicio de gobierno local y en el control social de este, así como con el fortalecimiento de la representación, a través de la vinculación de la población a los procesos de toma de decisiones en ámbitos de interés público, fortalece las microdemocracias y los grupos sociales pequeños, y también el desarrollo y ejercicio de formas de autogobierno, debido a que estimula la autonomía territorial, la libertad individual y favorece el cambio social impulsado desde la base de la sociedad, elementos que Tocqueville consideró fundamentales en la construcción de la democracia.


    Por último, es importante en este contexto señalar la pertinencia de los elementos que deben estar presentes en la orientación de las decisiones que se tomen con el fin de avanzar en el proceso de construcción de una sociedad democrática. Al respecto, Cortina (2004) señala que es necesario que los miembros de la sociedad se interroguen sobre el posible modelo de democracia, practicable, ­deseable y legítimo que requiere la sociedad contemporánea. Además de esto, la autora señala que es necesario un modelo de democracia moralizador, es decir, comprometido con la construcción de mayores oportunidades para las personas, el cual además debe establecer los fundamentos de una sociedad democrática que desarrolle los ideales del progreso y atienda un ethos dialógico y uno democrático. Claro está, perspectivas sobre la democracia como la planteada por Cortina permitirán el avance del proceso de construcción de la sociedad democrática y la articulación de las concepciones realista e idealista. Cortina ofrece en su planteamiento unos ideales sobre la democracia, los cuales emergen como reacciones a lo real, quizá un contrarreal, como diría Sartori, que se debe tener en cuenta porque puede hacer aportes significativos a la construcción de nuestra sociedad.


    CONTRIBUCIONES DE LA DESCENTRALIZACIÓN 
DE LA EDUCACIÓN EN COLOMBIA AL DESARROLLO
LOCAL Y A LA CONSTRUCCIÓN DE UN NUEVO
ORDEN SOCIAL EN PEQUEÑOS MUNICIPIOS2


    En esta parte del texto se analiza la aplicación de los principios de pertinencia y eficacia de la educación por los gobiernos municipales, en relación con las estrategias y acciones adoptadas para articular la educación al proceso de desarrollo local y formar las personas de la localidad. En este sentido, se examina el desarrollo de los sistemas municipales de educación, su integración a la gestión pública local y las formas como los pequeños municipios colombianos asumen las competencias en educación. Asimismo, es planteada la necesidad de introducir nuevas orientaciones relacionadas con la conformación de estos sistemas, formulación de proyectos educativos territoriales, estructuración de la oferta educativa local y por institución, y especialmente con la orientación de la administración y gestión de los sistemas municipales de educación. Al respecto, se destaca la conveniencia de adoptar el principio de conducción de sistemas, como alternativa que contribuirá al logro de los objetivos formulados en la política pública educativa y en algunas teorías educativas y pedagógicas.


    Los principios de la política pública de descentralización administrativa y fiscal de Colombia fueron concebidos por la Constitución Política de 1991, la cual introdujo la descentralización como principio que instituyó el nuevo régimen político y administrativo. Después de haber transcurrido dos décadas de vigencia de la carta política y de aplicación de los principios constitucionales desarrollados por leyes y decretos reglamentarios, el sector educativo presenta importantes avances, los cuales han sido objeto de evaluación y análisis por investigadores interesados en el conocimiento de las nuevas formas de administración y de gestión del sector educativo, así como de la articu­lación de las instituciones del sector al sistema de gestión pública y al proceso de desarrollo territorial, entre otros aspectos.


    De este último aspecto deriva la idea de construcción de proyectos educativos regionales y municipales que otorguen mayor pertinencia a la educación, hecho que resulta posible cuando el sector educativo hace aportes al proceso de desarrollo de cada entidad territorial, al incremento de la competitividad y al mejoramiento de la calidad de vida de la población; elementos prioritarios en la construcción del desarrollo e inserción del territorio en el mundo global.


    Así, pues, en primer lugar, se examina la crisis del municipio colombiano antes de los procesos de reestructuración del Estado de los años noventa; en segundo lugar, se revisan algunas concepciones de desarrollo, los principales lineamientos de política educativa nacional e internacional, y la forma como estos elementos se relacionan con la vida local y la gestión de las autoridades municipales, y, por último, se da cuenta de los cambios introducidos en la definición de los propósitos de la educación en el contexto de la descentralización administrativa, de la introducción de nuevas formas de gestión y administración del sector, estructuradas a partir de la conformación de sistemas municipales de educación y de la necesidad de introducir nuevos principios que orienten la conformación y gestión de estos sistemas.


    LA CRISIS DEL MUNICIPIO COLOMBIANO Y LA NECESIDAD
DE UN NUEVO RÉGIMEN POLÍTICO Y ADMINISTRATIVO


    En Colombia, al final de los años ochenta del siglo XX, fue evidente la existencia de una crisis de la administración municipal.3
Desde diferentes perspectivas, analistas de la administración municipal señalaron que el sistema de gobierno local no respondía a las necesidades generadas por los procesos de cambio del país, registrados durante la segunda mitad del siglo XX, y por las dinámicas de la sociedad, originadas en los procesos sociales y políticos desarrollados por la sociedad colombiana durante estos años.


    En efecto, hasta el final de los años ochenta el régimen municipal colombiano continuaba como fue concebido al final del siglo XIX. En consecuencia, el municipio se había quedado sin roles y funciones precisas relacionadas con la promoción del desarrollo local y la generación de condiciones que contribuyeran al bienestar de la población y al fomento de la dignidad humana; por el contrario, la prevalencia de un régimen político de características centralistas, contribuía a que en el desarrollo de funciones relacionadas con estos tópicos el municipio fuera suplantado por instituciones de niveles de gobierno superiores en cuanto a jerarquía, en especial departamentales y nacionales.


    Las anteriores situaciones despertaron el interés de gobernantes y académicos por la introducción de alternativas de reforma que renovaran el municipio, en términos de sus competencias en el marco de la gestión pública, de sus funciones y, desde luego, de los recursos requeridos. Sin duda, el exceso de centralismo afectó el correcto funcionamiento del Gobierno local. Hay que agregar que a nivel local, el municipio no era una institución eficaz en la formulación y puesta en marcha de una gestión pública capaz de producir resultados en aquellos campos considerados prioritarios para este nivel de gobierno, entre los cuales se destacan los siguientes: la prestación de los servicios públicos requeridos por la población, el mejoramiento de la calidad de vida de la población y la formulación de proyectos políticos de desarrollo y de estrategias conducentes a la realización de estos. Además, debido a la concentración de competencias y ­funciones en el Gobierno nacional, desarrolladas a través de instituciones nacionales descentralizadas, la gestión del Gobierno municipal resultaba difícil de articular al sistema de gestión pública nacional. Durante estos años el municipio colombiano estaba afectado por fallas de tipo estructural que incidían en su operación y funcionamiento. Estas fallas se describen en los siguientes apartados.


    DESARTICULACIÓN DEL GOBIERNO MUNICIPAL 
DEL SISTEMA DE GESTIÓN PÚBLICA NACIONAL


    La principal evidencia de esta desarticulación se encontraba en la falta de incidencia del municipio en la formulación de alternativas de desarrollo nacional, de su jurisdicción territorial y de sus habitantes. Esto se debía a la fuerte presencia en el territorio municipal de instituciones nacionales descentralizadas, las cuales tenían competencias para intervenir en la definición de las opciones de desarrollo local y de prioridades orientadas al mejoramiento de condiciones de vida de la población. Esta situación reducía la gestión de los alcaldes a una intermediación ante el Gobierno nacional con el fin de lograr la inclusión de sus prioridades de inversión en los presupuestos de las agencias nacionales. Este estatus administrativo del municipio afectaba la autoridad del alcalde, pues este ni tenía responsabilidad en el logro de resultados de gestión en un tiempo, ni responsabilidades claras frente a los gobernados, que además no participaban de la decisión de nombrar o suspender el mandato del alcalde, debido a que esto hacia parte de las competencias del gobernador del respectivo departamento.


    BAJA INTEGRACIÓN ENTRE LA ADMINISTRACIÓN
MUNICIPAL Y LA COMUNIDAD LOCAL


    Las autoridades gubernamentales del municipio no estaban vinculadas a los procesos puestos en marcha por la comunidad local; por el contrario, se encontraban aisladas de esta. Esta situación era evidente, en especial, porque el municipio no tenía injerencia en la constitución, promoción y fomento de las organizaciones sociales asentadas en el territorio municipal y tampoco incidía en la definición de los planes de acción de estas. Un ejemplo de dicha situación se observaba en la Junta de Acción Comunal, principal organización e instancia de ­participación social de la población municipal, integrada a los planes de acción de instituciones nacionales descentralizadas y de la Dirección General de Integración y Desarrollo de la Comunidad, entidad adscrita al antiguo Ministerio de Gobierno.


    CONSECUENCIAS DEL PATRÓN DE DISPOSICIÓN
ESPACIAL DE DESARROLLO


    El proceso de desarrollo económico y social de Colombia, especialmente a partir de la segunda mitad del siglo XX, produjo una diferenciación entre los municipios, evidenciada en la participación desigual de estos en los beneficios del desarrollo, sobre todo en materia de generación de condiciones que contribuyeran a mejorar la calidad de vida y en la construcción de nichos territoriales modernos, competitivos, sostenibles y participativos. Durante esos años, Colombia tuvo un proceso de desarrollo concentrado en algunas partes del territorio, sobre todo en aquellas áreas geográficas donde se estableció la agricultura comercial, los enclaves industriales y comerciales.


    Otra evidencia de esta diferenciación entre municipios la encontramos en el desarrollo institucional de las administraciones municipales. En efecto, los municipios que alcanzaron mayor articulación al proceso de desarrollo lograron administraciones más eficaces en su gestión administrativa. Por su parte, los pequeños municipios afectados por las disparidades territoriales y las desigualdades sociales no disponían de los recursos humanos, técnicos, logísticos y financieros necesarios para la conformación de una administración municipal eficiente, capaz de gestionar y de liderar el proceso de desarrollo en el municipio y de prestar los servicios requeridos por la población. Sin duda, esta situación incidió de manera negativa en el aprovechamiento de los recursos disponibles en el territorio, así como de las oportunidades ofrecidas por la globalización y el acceso a recursos de cofinanciación y ejecución de políticas, programas y proyectos disponibles en instituciones de niveles de gobierno jerárquicamente superiores.


    La Constitución Política de 1991 adoptó la descentralización adminis­trativa como principio de la organización del Estado social de derecho y como estrategia principal orientada al logro de sus fines esenciales. En efecto, la descentralización otorgó competencias, por un lado, al nivel central de Gobierno para la formulación de la política social y, por otro, a municipios, distritos y departamentos para que ejecutaran los programas y proyectos que integran dicha política. Así, en ­Colombia la descentralización implantó una nueva organización institucional y otra forma de interacción entre instituciones de niveles de Gobierno diferente y de desarrollo de la gestión pública. La nueva organización del Estado demandó la reestructuración institucional de las organizaciones de los gobiernos subnacionales, la articulación de la acción de sus gobiernos al proceso de desarrollo territorial y a la intervención y resolución de problemas de interés de la población.


    EL DESARROLLO, LAS CONCEPCIONES DE EDUCACIÓN
Y LOS RETOS DE LOS PEQUEÑOS MUNICIPIOS


    La idea de desarrollo adoptada en Colombia como tendencia dominante tiene un antecedente en las concepciones impuestas por los países desarrollados al finalizar la Segunda Guerra Mundial, cuando se indicó que los objetivos y metas de desarrollo en el mundo debían ser similares a los alcanzados por los países desarrollados; razón por la cual debían recorrer el mismo camino. Los gobiernos de los países latinoamericanos se comprometieron con esta perspectiva y acogieron la planificación del desarrollo como instrumento para contribuir al direccionamiento de la acción del Estado y al logro de objetivos y metas en los campos, sectores y dimensiones del desarrollo.4


    En este contexto es importante subrayar que la puesta en marcha de esta política de desarrollo en los países latinoamericanos originó dificultades de articulación entre espacios geográficos subnacionales y una acentuada diferenciación en la distribución de los beneficios del desarrollo entre unidades territoriales, lo cual fortaleció la relación de dominación-dependencia. Esta realidad problemática del desarrollo regional, persistente hasta hoy, como señala Boisier (1992), dio origen a las siguientes características particulares del proceso de desarrollo de la región: concentración geográfica en reducidos espacios del territorio, centralización de los sistemas de decisiones públicas y privadas, y desigualdades en los niveles de ingreso y de vida de la población, de acuerdo con el territorio donde esta se encuentre localizada.


    En resumidas cuentas, en cada país los impactos producidos por la aplicación de esta tendencia de desarrollo se asocian con la presencia de disparidades entre sus regiones, las cuales a su vez generan inequidades, desigualdades y exclusiones. Por esto, en la actualidad los objetivos de las políticas de desarrollo formuladas por los actores estratégicos de cada país están vinculados, por un lado, a la superación de las disparidades y de sus consecuencias adversas y, por otro —como lo sugiere Boisier (1992)—, con “la necesidad de reproducción y ampliación de la base económica del sistema social, con la manutención de una cierta estabilidad social que permita dicha reproducción y con la necesidad de mantener la integralidad territorial de la nación” (p. 19).


    ORIENTACIONES SOBRE EL DESARROLLO 
Y LA POLÍTICA EDUCATIVA INTERNACIONAL


    Se ha señalado que la intervención de los problemas derivados de la aplicación de la tendencia dominante de desarrollo y la construcción de nuevos proyectos de desarrollo —sobre todo en aquellas unidades territoriales que recibieron menos beneficios, como lo plantean instituciones internacionales y nacionales— demandan la participación de los sistemas educativos de cada país, en especial mediante la estructuración de proyectos de formación con capacidad de incidir en el logro del desarrollo territorial.


    En este punto conviene señalar que hay diversidad de concepciones en materia de desarrollo. No obstante, en este documento se adopta el planteamiento de Sergio Boisier (2004c) relacionado con el desarrollo territorial. Este autor concibe el desarrollo como un proceso cualitativo, intangible, sustentado la formación de capital sinergético, vinculado a “la capacidad social o, mejor, a la capacidad societal (como expresión más totalizante) de promover acciones en conjunto dirigidas a fines colectiva y aceptados de forma democrática, con el conocido resultado de obtenerse así un producto final que es mayor que la suma de los componentes” (Boisier, 2004a, p. 3). Además, este autor considera que el capital sinergético está conformado por los siguientes tipos de capital: económico, cognitivo, simbólico, cultural, institucional, psicosocial, social, cívico y el humano. ­Conviene ­entonces saber que el referido autor considera el desarrollo como propiedad emergente de un sistema, relacionada con el bienestar ­espiritual de las personas, más que con su bienestar material, de ahí su característica de intangible (Boisier, 2004a).


    Es importante acá detenerse para examinar otra consideración sobre el desarrollo local expuesta por Boisier (2005), la cual es fundamental en esta reflexión. Se trata de la relacionada con el hecho de concebir el desarrollo local como un proceso endógeno que comprende la capacidad de transformación del sistema socioeconómico, la habilidad para reaccionar frente a los desafíos externos, el aprendizaje social y, sobre todo, la habilidad para innovar localmente.


    Este planteamiento de la endogeneidad del desarrollo es de particular importancia en el presente análisis, pues la educación tiene un rol transversal en la estructuración de las acciones involucradas en los cuatro planos que configuran el proceso endógeno del desarrollo local. Hay que saber que el desarrollo endógeno demanda una intervención desde lo local en los planos político, económico, científico y tecnológico, y cultural. Se debe insistir en la importancia de la educación en dicha intervención, porque es a través de la acción social educativa como resulta posible alcanzar los resultados requeridos por cada uno de los planos mencionados.5


    Sin duda, la perspectiva endógena del desarrollo local planteada por Boisier es de particular interés en el estudio de la relación entre educación y desarrollo en Colombia, en especial por la importancia otorgada a la formación de capacidades implicadas y la centralidad dada a los planos de la cultura y de la ciencia y la tecnología, elementos centrales en la definición de los fines de la educación presentados en el artículo 67 de la Constitución Política.


    A continuación, se tratan aspectos relacionados con los lineamientos de política educativa formulados por instituciones supranacionales de influencia en la formulación de las políticas educativas de los países de América Latina, entre los cuales, desde luego, está Colombia. En primer lugar, se mencionan los planteamientos del ­Banco Mundial. Esta institución, en un estudio realizado con organizaciones gubernamentales y empresariales colombianas, sugiere que la edu­cación debe contribuir a la generación de las condiciones para la implantación de procesos de desarrollo socioeconómico efectivos y que el Estado, a través de sus decisiones, debe buscar que las instituciones educativas estructuren ofertas de formación con capacidad de aportar resultados en este campo. Al respecto, propone que “la educación debe constituirse en una de las prioridades de las políticas de Estado, porque es a través del mejoramiento y de la cualificación del recurso humano como los países elevan sus índices de productividad, competitividad y calidad de vida” (González Restrepo, 2001, p. 341).


    Conviene subrayar que este tipo planteamientos, acogidos por la mayoría de los gobiernos latinoamericanos, ha influido en la formulación de la política educativa de la región y ha fundamentado la estrategia de formación de capital humano, impulsada también por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Capal), institución que consideraba esta estrategia como idónea en la intervención de problemas asociados al crecimiento económico, el desempleo y la pobreza. Así, pues, este tipo de orientaciones ha incidido en el cambio del sentido y fines de la educación, evidenciado en el abandono de la idea de socialización y la adopción de una educación ­orientada hacia el sector económico, basada en la denominada formación de capital humano, cuyo fin es la formación de personas de acuerdo con las necesidades del mercado. Es necesario recalcar que este tipo de concepciones de la educación y las decisiones tomadas por las autoridades gubernamentales plantean a los sistemas educativos y a sus instituciones el reto de producir el denominado capital humano (Cordeiro, 1995) y desarrollar una educación basada en los principios de pertinencia y de eficacia.


    En segundo lugar, están los planteamientos de la Unesco, otra institución internacional que influye en la definición de la política educativa de América Latina. Sus orientaciones evidencian una perspectiva social fundamentada en el reconocimiento de la existencia de problemas heredados del modelo de desarrollo basado en el crecimiento. Su planteamiento destaca la persistencia en la sociedad de problemas como la pobreza, la violencia, las desigualdades sociales, las disparidades territoriales, el deterioro ambiental y la exclusión, los cuales afectan el vínculo social; por esta razón, muchas personas no hacen parte del orden social o haciendo parte de este en determinados momentos quedan por fuera, es decir, son excluidos.


    El reconocimiento de esta problemática que afecta a las sociedades del mundo llevó a la Unesco a proponer que los fines de la educación deben relacionarse con aportes al restablecimiento del vínculo social, y para esto es necesario una oferta de educación que atienda necesidades de la sociedad y de la persona, y que contribuya de manera efectiva al logro del desarrollo social del ser humano, a la construcción de un espacio de socialización y al liderazgo de un proyecto común (Delors, 1996).


    LA CRISIS DE LA EDUCACIÓN, LA DESCENTRALIZACIÓN 
Y EL DESARROLLO DE SISTEMAS MUNICIPALES DE EDUCACIÓN


    Sin duda, una vez producida la independencia de cada país de la región, fueron implantados regímenes políticos basados en el presidencialismo, el cual favoreció la conformación de un Estado y de un Gobierno central fuerte e intervencionista en el territorio nacional y en la totalidad de sectores estratégicos para el desarrollo. Ni en Colombia, ni en los demás países de la región latinoamericana, la administración y gestión de la educación fue la excepción de esta forma particular de ejercicio del Gobierno. Esta condición perduró casi hasta el final del siglo XX, cuando arreciaron las críticas a los sistemas educativos centralizados. Entre las críticas formuladas a su organización institucional y a la forma como estos estructuraban la oferta educativa y prestaban el servicio educativo se destacó la ejecución de una gestión desarticulada de las administraciones departamental y municipal, desarrollada sin tener en cuenta las necesidades de las unidades territoriales y de las personas residentes en estas, sin mecanismos de evaluación de desempeño de los actores del sector y de rendición de cuentas por parte de estos.


    Por todo esto, en escenarios como el del Consenso de Washington de los años ochenta, se planteó la prioridad de introducir reformas a la organización del Estado y a la forma como este desarrollaba funciones relacionadas, en especial con la formulación y ejecución de la política social. Por esto se adoptó la descentralización administrativa y fiscal como estrategia de reforma del Estado y se introdujeron nuevos lineamientos para la reorientación de la educación. Así, la descentralización emergió como alternativa de intervención de los problemas estructurales del municipio ya mencionados y la introducción de las ideas de pertinencia y de eficacia como principios orientadores del cambio educativo.


    Una mirada crítica a los signos de cambio en la educación introducidos desde esta perspectiva la presenta Quintar (2007) en los siguientes términos:


    En los años 80, el Consenso de Washington —o la dictadura económica— invadió modelizadamente nuestros países, imponiendo un régimen discursivo que ancló en acciones estratégicas dando un renovado ambiente al régimen capitalista instituido, de efectos que continúan delimitando, zoologizando nuestra vida cotidiana, con lo que recién ahora comenzamos a comprender como “recreados estatutos” en la estructura de exclusión/inclusión social: el montaje de la “calidad”, determinada por la eficiencia, la eficacia y la productividad. Y el sistema educativo —cada vez más parecido a la empresa— se reestructura, y nosotros con él, en esta actualización del orden dominante. (p. 3)


    Vale la pena señalar en este punto que en el contexto de los procesos de reestructuración del Estado colombiano, la Constitución Política de 1991 introdujo la descentralización y los principios orientadores de la educación, aspecto que concedió viabilidad política y jurídica a la creación de los sistemas municipales de educación e institucionalizó una nueva forma de administración y de gestión de la educación, y de prestación del servicio educativo, que desarrollara los lineamientos de operación del Estado y de orientación de la política social a los cuales se ha hecho referencia.


    En el caso de Colombia, la aplicación de la descentralización llevó a la transferencia de competencias y de recursos desde las instituciones del Gobierno nacional hacia el municipio, entidad territorial responsable, en el caso de la educación, de estructurar la oferta educativa y prestar el servicio de forma continua según los estándares de calidad establecidos por el Gobierno nacional y de acuerdo con los principios de pertinencia y de eficacia. De esta forma, la política de descentralización le otorgó al municipio las funciones relacionadas con el fomento y promoción del desarrollo social y económico, el mejoramiento de la calidad de vida de la población y el fortalecimiento de la democracia.


    Mirándolo así, la descentralización convirtió la ejecución de la política social a cargo del Estado en estrategia del proceso de modernización del régimen político y administrativo del municipio, y en campo de ejercicio de funciones y producción de resultados relacionados con la consecución de objetivos y metas de desarrollo y la construcción social del territorio, lo cual fue considerado competencia de las autoridades locales. Por esta razón, el nuevo marco institucional dispuesto para la gestión de la educación asigna a las autoridades del municipio, comunidad e instituciones educativas la responsabilidad del direccionamiento de la educación y de articulación de esta a los procesos de desarrollo territorial y, a través de la evaluación, el nivel central del Estado les demanda la rendición de cuentas.


    LA DESCENTRALIZACIÓN DE LA EDUCACIÓN Y EL DESARROLLO DE LOS SISTEMAS MUNICIPALES DE EDUCACIÓN


    En Colombia, al igual que en los otros países de América Latina, la implementación de procesos de descentralización de los sectores que integran la política social, en el caso de la educación, dio origen a la conformación de sistemas municipales de educación, los cuales aquí se conciben como “el conjunto de actores, estructuras o dispositivos de formación inicial y continua de la Educación Nacional y del sector privado concertado” (Michel, 1996, p. 15). El componente institucional de estos sistemas lo integran el municipio, entidad que según la Constitución Política le corresponde prestar los servicios públicos, liderar el proceso desarrollo local y generar las condiciones sociales que requiere, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria y el mejoramiento social y cultural de sus habitantes, y las instituciones educativas municipales.


    Es en este contexto donde la descentralización educativa adquiere importancia, pues facilita la construcción de proyectos educativos territoriales (locales y regionales); además, aporta al logro de los objetivos y metas de desarrollo nacional. Así, la educación tiene una centralidad en el proceso de cambio cultural de quienes integran la sociedad, debido a que es el principal medio para la construcción y difusión del conocimiento científico, tecnológico y de los valores sociales.


    Es significativa la importancia que tiene el desarrollo institucional del municipio y la realización de un conjunto de procesos ­administrativos en el proceso de conformación del sistema municipal de educación. La conformación de dicho sistema y su reconocimiento formal por el Ministerio de Educación Nacional (MEN) permite al municipio el acceso a la administración autónoma de los recursos del sector educativo y al ejercicio de la administración municipal de la educación, concebida en la Ley 715 en los siguientes términos: “Administrar la educación en los municipios es organizar, ejecutar, vigilar y evaluar el servicio educativo; nombrar, remover, trasladar, sancionar, estimular, dar licencias y permisos a los docentes, directivos docentes y personal administrativo; orientar, asesorar y en general dirigir la educación en el municipio”.


    En la actualidad la Ley 715 de 2001 y el Decreto 2700 de 2004 son las normas encargadas de regular el desarrollo de los procesos de descentralización de la educación en los municipios colombianos y la conformación de los sistemas municipales de educación. Estas normas otorgan prioridad, inicialmente, al cumplimiento de los siguientes requisitos de desarrollo institucional:


    • Estructura orgánica y administrativa, de la institución que a nivel territorial se encargará de la administración del servicio educativo.


    • Los actos administrativos sobre la conformación de instituciones educativas, acogiendo lo señalado en el artículo 9 de la Ley 715 y lo establecido en el Decreto 1850 de 2002.


    • Plantas de personal ajustadas, de acuerdo con el Decreto 3020 de 2002.


    • Sistema de información, siguiendo las directrices formuladas por el MEN.


    • Acta de entrega de bienes muebles e inmuebles.


    Una vez el municipio acredita ante el MEN el cumplimiento de estos requisitos, esta última institución, en un acto administrativo, certifica “la capacidad necesaria para administrar el servicio público de educación” (Ley 715, artículo 20). Esta capacidad se refiere a aspectos técnicos, administrativos y financieros. Respecto a la certificación por parte del MEN, esta permite al municipio certificado administrar de manera autónoma los recursos del sector educativo, planificar y organizar la prestación del servicio en concordancia con los parámetros establecidos por el Gobierno nacional en la política educativa formulada para los niveles de educación preescolar, básica y media.


    El desarrollo de la gestión de los sistemas municipales de educación se ha estructurado con base en orientaciones, modelos y estrategias tomados de la administración de empresas y de la planeación estratégica. Por lo anterior, se ha dado prioridad a la puesta en marcha de procesos de planeación educativa, conducentes al logro de una asignación eficiente de los recursos del sector en cada municipio, así como al logro de resultados en los campos señalados por las políticas educativas, los cuales están relacionados con el desempeño de los estudiantes en las pruebas estándar y con la productividad de los sistemas educativos y de sus actores estratégicos.


    Definitivamente, la primacía de estos criterios en la orientación de la gestión de los sistemas educativos ha conducido a la pérdida de importancia de orientaciones pedagógicas en el desarrollo del proceso educativo, así como al alejamiento de los objetivos y metas del plan educativo municipal y de los proyectos de cada institución educativa. Esto, a su vez, ha incidido en el sentido otorgado a la evaluación de resultados de la gestión del sistema y en la definición de planes de mejoramiento y de nuevos cursos de acción. Estas situaciones, sin duda, están limitando el logro de resultados en campos considerados prioritarios por las políticas educativas y por las teorías de las ciencias de la educación y la pedagogía.


    Así, pues, el logro de los objetivos fijados a los sistemas educativos por la política educativa y las teorías sobre la educación requiere el cambio de los criterios con los cuales se orienta la gestión de estos. Es necesario introducir perspectivas nuevas, entre las cuales se sugiere la formulada por Alain Michel, que señala que la gestión de los sistemas educativos no debe hacerse de acuerdo con planteamientos de teorías administrativas y de la planeación estratégica, sino desde el principio de la conducción de sistemas, concepto que permite abordar la complejidad característica del hecho educativo. Esta idea de la conducción de un sistema educativo se concreta en el desarrollo de las siguientes funciones: conocer e informar, prever, evaluar los conocimientos de los estudiantes, los centros escolares, el sistema educativo, las innovaciones y políticas específicas, y comunicar a través de estrategias (Michel, 1996).


    Finalmente, es oportuno afirmar que la política de descentralización de la educación y la conformación de sistemas municipales de educación, principal estrategia de ejecución de la mencionada política, si se introducen nuevas alternativas para la orientación de la gestión desarrollada por estos, permitirán a los municipios colombianos, sobre todo a los pequeños y más afectados por la diferenciación en la distribución de los beneficios del desarrollo, convertir la educación en un sector líder del proceso de generación de las condiciones requeridas por los escenarios local y regional. Esto con el fin de que sus territorios sean nichos con capacidad de ofrecer respuestas adecuadas a las demandas de los procesos económicos y sociales de cada territorio, y a los objetivos y metas de la población en materia de movilidad social ascendente.


    LOS SISTEMAS MUNICIPALES DE EDUCACIÓN EN COLOMBIA:
CRÍTICAS Y PROPUESTAS PARA SU DESARROLLO6


    POLÍTICA DE DESCENTRALIZACIÓN
ADMINISTRATIVA Y FISCAL EN COLOMBIA


    En América Latina, en los años noventa, la necesidad de formar capital humano, incrementar la competitividad territorial y desarrollar procesos de inclusión social fueron considerados campos prioritarios para la producción de resultados por parte de la educación (Cepal-Unesco, 1992). Asimismo, fueron reconocidos los logros en la expansión de los sistemas educativos y la persistencia de problemas de cobertura, calidad, equidad y eficiencia, los cuales se evidenciaban en la alta repitencia, los bajos niveles de escolaridad entre la población económicamente activa y las diferencias sociales en el acceso a la educación de calidad. Como causas de estos problemas se identificaron la pobreza, la escasez de recursos para financiar la educación y la centralización de los sistemas educativos. Añádase a esto que entre las críticas a los sistemas educativos nacionales se planteó su burocratismo, inflexibilidad, el desconocimiento de la realidad de las regiones y municipios, la falta de vinculación de los gobiernos territoriales y los usuarios de la educación a la construcción de la oferta educativa y prestación del servicio, así como la ausencia de accountability. La reforma del Estado a través de la descentralización fue adoptada ­como principal ­estrategia para intervenir los anteriores problemas y sus causas, y lograr así resultados en los campos señalados (Gentili, 1997).


    En Colombia, la Constitución Política de 1991 introdujo la descentralización, la autonomía de las entidades territoriales y la parti­cipación de la población como principios de la organización y administración del Estado. En los años posteriores a la promulgación de la Constitución Política de 1991 fueron expedidas normas que reglamentaron la ejecución de la política social a cargo del Estado y la prestación de servicios públicos, entre los cuales se incluyó la educación preescolar, básica y media. La política pública de descentralización opera mediante la transferencia de autoridad y responsabilidades desde el nivel central del Estado hacia los niveles subnacionales de este, en especial al municipio y a las instituciones prestadoras de servicios. De esta forma, la descentralización convirtió el municipio en lugar estratégico para la promoción del desarrollo económico, el mejoramiento de condiciones de vida de la población y la democratización de la sociedad.


    En el nuevo paradigma de gestión de la educación se destaca el rol protagónico del Gobierno municipal, la participación de la comunidad y la rendición de cuentas. Estas características de la política de descentralización, según Restrepo (1989), están presentes en Latinoamérica, donde se presentan rasgos y fines comunes, como los siguientes:


    1) La modernización de los criterios de la intervención del Estado en la economía; 2) La descentralización funcional hacia las localidades de los servicios públicos, de la infraestructura local y de las políticas ligadas a la reproducción del trabajo; 3) El reforzamiento de la democracia representativa a nivel municipal; 4) La generación de espacios de participación ciudadana (pobladores, usuarios, gremios) en la gestión de las instituciones y empresas locales. (p. 20)


    En consecuencia, el municipio se convirtió en el escenario donde se dirimen conflictos sociales, se reproduce el capital y se generan condiciones para la reproducción de la población. En efecto, la descentralización contribuye a esto mediante la generación de condiciones para una mejor prestación de servicios públicos y el ejercicio de la democracia. Al respecto, el DNP (2002) señala que el “[…] nuevo esquema de organización del Estado, descentralizado y con autonomía de sus entidades territoriales, debe conducir al logro de dos grandes propósitos: el mejoramiento en la provisión de infraestructura y servicios locales y la democratización de la sociedad” (p. 5).


    Por otra parte, la descentralización educativa, como en los demás países de América Latina, viabiliza el desarrollo de sistemas7 municipales de educación, que poseen un componente institucional integrado por el municipio8 y las instituciones educativas9 municipales. Su desarrollo permite al municipio la administración autónoma de la educación, la estructuración de una oferta educativa territorial y la prestación del servicio educativo, mediante la puesta en marcha del proceso educativo10 por parte de cada institución educativa. Así, la descentralización y las políticas educativas tienen el reto de contribuir a que los escenarios local y regional sean nichos modernos, competitivos, democráticos, participativos y sostenibles, y de ofrecer respuestas a las necesidades de los procesos económicos territoriales y a las expectativas de la población.


    DESCENTRALIZACIÓN DE LA EDUCACIÓN
PREESCOLAR, BÁSICA Y MEDIA


    En la actualidad, la Ley 715 de 2001 y el Decreto 2700 de 2004, que regula la descentralización educativa en municipios con menos de 100 000 habitantes, son las normas que reglamentan el desarrollo de los sistemas municipales de educación. Estos estatutos establecen, además del régimen de competencias en educación, las acciones para implantar la descentralización y organizar la prestación del servicio educativo. Comprenden la planeación educativa, la organización institucional y la asignación de recursos de personal, financieros, físicos y logísticos. El proceso de planeación educativa permite la formulación del proyecto educativo municipal y su articulación con el Plan de Desarrollo Municipal, lo cual da pertinencia a la oferta educativa local.


    Hay que resaltar que en Colombia la organización de sistemas educativos municipales confiere primacía al desarrollo de procesos y procedimientos administrativos, técnicos e instrumentales. Así, la aplicación de este enfoque limita la posibilidad de que estas instituciones logren resultados en campos priorizados por las políticas educativas y más aún en lo educativo y pedagógico. Este escrito analiza esta situación y propone alternativas orientadas a fortalecer los sistemas municipales de educación, con el fin de que avancen en el logro de los objetivos y metas de la política educativa y en el desarrollo, por parte de las instituciones educativas, de procesos administrativos, comunitarios y pedagógicos que fortalezcan el proceso educativo.


    DESARROLLO DEL SISTEMA MUNICIPAL DE EDUCACIÓN


    La descentralización de la educación en Colombia otorga viabilidad al ejercicio de la administración municipal de la educación11 en preescolar, básica y media. Para ello cada municipio diseña y ejecuta un proceso administrativo, con el fin de mejorar la capacidad ­institucional local y generar condiciones para que el municipio construya una oferta educativa, preste el servicio de educación y logre resultados relacionados con el incremento de cobertura, el mejoramiento de la calidad, la eficiencia y pertinencia (MEN, 2007), así como en esfuerzo fiscal, una mejor gestión y la participación de la población (DNP, 2002). De esta manera, el desarrollo institucional se convierte en la principal estrategia organizativa de los sistemas municipales de educación, pues conduce a la certificación,12 condición para el inicio de la gestión del sistema municipal de educación. La implementa el municipio mediante la puesta en marcha de un proceso reglado, según las orientaciones del MEN (s. f.), la Ley 715 de 2001 y el Decreto 2700 de 2004.


    La figura 1 presenta la estructura institucional y las funciones por nivel de gobierno dispuestas para la administración de la educación y la conformación de los sistemas municipales de educación. Se muestran las funciones del nivel nacional, ejercidas por el MEN y las de los departamentos. En las funciones del MEN predomina la definición del sentido y fines de la educación, el establecimiento de alternativas de financiación, de regulación y de evaluación. El departamento es una instancia de transición, encargada, por un lado, de administrar los recursos asignados al sector educativo y prestar el servicio de educación; por otro lado, de profundizar la descentralización. Para ello ofrecen asistencia técnica a los municipios con el fin de que asuman las competencias del sector. El MEN y los departamentos son instituciones certificadoras. El otro componente de esta organización institucional es el municipio, instancia encargada de desarrollar las actividades del sistema municipal de educación, las cuales inician con la preparación y acreditación de requisitos, la solicitud de certificación y la asunción de competencias que conducirán al ejercicio de la administración municipal de la educación.


    
      
        
          Figura 1. Sistema para la administración de la educación preescolar, básica y media en Colombia
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    A continuación, se describen los contenidos y características de los requisitos de la certificación, los cuales comprenden:


    • Reorganización del sector educativo municipal: comprende, principalmente, la integración de instituciones educativas mediante la fusión de establecimientos,13 de grupos, articulación de niveles de enseñanza, unificación de administraciones; la conformación de plantas de personal, acción realizada según los Decretos 185014 y 302015 de 2002; comprende la conversión de cargos de directivos a docentes, terminación de comisiones; la adecuación, adopción de horarios y calendarios académicos; el ajuste en la asignación académica por docente, y la adopción de programas de extensión y cobertura (DNP-MEN, 2001). Su implementación requirió intensificar la jornada escolar de docentes y directivos, el desarrollo de actividades curriculares complementarias16 y cambios en la asignación académica de docentes, decisiones que incrementaron la jornada laboral y redujeron sus periodos de vacaciones (Centro de Estudios para el Desarrollo sostenible [CEID] y Federación Colombiana de Trabajadores de la Educación [Fecode], 2003). Los objetivos de esta reorganización son fortalecer las instituciones educativas, modernizar sus administraciones y racionalizar la asignación y el uso de recursos destinados a estructurar la oferta educativa.


    • Desarrollo institucional municipal: comprende la creación de una dependencia que administre el sector. Los municipios colombianos optaron por la Secretaría de Educación Municipal (SEM), encargada de la administración de personal; gestión de los recursos financieros; asistencia técnica e inspección y vigilancia a las instituciones educativas; desarrollo de programas que contribuyan al logro de metas en cobertura, calidad, eficiencia y equidad, y administración del sistema de información educativa. Estas funciones configuran la administración municipal de la educación.


    • Sistema de Información Municipal: comprende el registro de establecimientos, de matrícula, plantas de personal, hojas de vida y nómina. Los datos aportados se tienen en cuenta para asignar al municipio los recursos del Sistema General de Participaciones (SGP).


    De esta forma, la gestión del municipio, desde la preparación de requisitos hasta la certificación, asunción de competencias y prestación del servicio educativo, se concreta en la ejecución de acciones administrativas con participación del MEN, la Secretaría de Educación Departamental y el Gobierno municipal, los cuales buscan fortalecer la capacidad técnica y administrativa del municipio y de las instituciones educativas. En consecuencia, estas acciones convierten la descentralización en un proceso instrumental, técnico y burocrático, sin participación de la comunidad educativa, que invisibiliza la pedagogía.


    Por último, la evaluación del proceso de descentralización en Colombia realizada en 2002 por la Dirección de Desarrollo Territorial (DDT) del DNP (DNP-DDT, 2002) muestra que en los municipios certificados la gestión educativa se orienta, prioritariamente, hacia la prestación del servicio educativo, al mejoramiento del desempeño de los estudiantes en las pruebas estándar, cuyos resultados se adoptan como indicador de calidad, y al fortalecimiento de la SEM e instituciones educativas con instrumentos de gestión que permitan el logro de resultados, desde el liderazgo del alcalde y los rectores.


    Las políticas de descentralización y educativas tienen entre sus propósitos la producción de impactos y efectos en los procesos administrativos, comunitarios y pedagógicos desarrollados en las instituciones educativas, así como la generación de cambios en la organización escolar. No obstante, la primacía del proceso administrativo entre las acciones dispuestas para ejercer la administración municipal de la educación y el desarrollo de una gestión orientada a resultados —los cuales se determinan sin tener en cuenta la pedagogía ni los actores estratégicos de la educación y en función de prioridades fijadas en el Plan Nacional de Desarrollo— impiden el logro de los impactos y efectos mencionados y aún de los resultados formulados en las políticas educativas. Así, los resultados de la descentralización educativa no trascienden el proceso burocrático y jerárquico, y no producen resultados que impacten los procesos administrativo, pedagógico y comunitario de las instituciones educativas.

  


  
    Capítulo 4


    La educación superior rural 
y el desarrollo territorial


    En los capítulos 2 y 3 se hizo el análisis de las contribuciones de la educación básica y media al desarrollo de procesos sociales de capital importancia, entre los cuales se mencionaron el restablecimiento del vínculo social, el desarrollo local y la consolidación de la democracia. Habría que decir también que, en el actual momento histórico de Colombia, la educación superior tiene grandes retos en materia de contribución al desarrollo de los procesos sociales en marcha y a la construcción social de una realidad territorial que sea pacífica, democrática, justa y equitativa, competitiva y ambientalmente sostenible.


    


    Antes de continuar, conviene señalar que entre los principales retos que hoy tiene la sociedad colombiana figura la estructuración de una nueva acción social, de tal forma que todos los actores sociales compartan el sentido y los fines de esta y, además, orienten sus conductas individuales y colectivas por los valores, principios, objetivos y fines de dicha acción. Desde mi punto de vista, la educación superior debe desempeñar múltiples roles y aportar resultados que contribuyan de manera efectiva a la atención de esta necesidad de nuestro desarrollo societal.


    A continuación se hace referencia a los desafíos que en la actualidad tiene la educación superior con respecto a la estructuración de una acción social territorial —local y regional— y a los aportes que puede hacer este nivel educativo, cuando está dotado de una perspectiva regional, a los procesos de desarrollo endógeno de los territorios, en especial con la producción de conocimiento, el ­cambio en la mentalidad de las personas de la región y la generación de condiciones que faciliten la promoción y puesta en marcha de procesos sociales orientados hacia el cambio social. En este contexto, se destaca la importancia e impacto del proyecto educativo Utopía, desarrollado por la Universidad de La Salle en la zona rural del municipio de El Yopal, Casanare. Es evidente que la concepción política y pedagógica de esta propuesta de formación de ingenieros agrónomos, la gestión curricular desarrollada, el impacto social y económico que produce el desempeño profesional de los egresados en los municipios donde trabajan convierten el proyecto Utopía en un modelo de educación superior con perspectiva regional que debe ser replicado por las universidades, sobre todo por las departamentales, en las diferentes regiones del país.


    LOS DESAFÍOS DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR RURAL 
EN LA DEFINICIÓN DE UNA ACCIÓN SOCIAL 
PARA LA CONSTRUCCIÓN DEL MUNDO RURAL COLOMBIANO1


    A continuación se presenta un análisis sobre los retos que en la actualidad tiene la educación superior en el proceso de construcción social del mundo rural colombiano. En este análisis están relacionados el concepto de acción social, la perspectiva del desarrollo rural con enfoque territorial y una reflexión sobre las contribuciones esperadas por parte de la educación superior rural al proceso de construcción social del mundo rural. Intervienen como principales referentes teóricos los conceptos de acción social, vínculo social y el desarrollo rural con enfoque territorial. El análisis tiene en cuenta los aportes de la educación superior —a través de la producción de conocimiento y la formación de personas— al desarrollo de los procesos de interacción entre lo urbano y lo rural, de ordenamiento del territorio, de inclusión social, de construcción de escenarios con base en el desarrollo sostenible, de innovación y competitividad territorial, de conservación del capital natural y de formación de los capitales humano y social.


    De igual manera, este aparte discute la hipótesis de que la puesta en marcha de una acción social con la capacidad de contribuir —local y regionalmente— a la producción de condiciones para la generación de procesos de desarrollo y de construcción social del territorio (especialmente en lo rural) en el escenario del posconflicto tiene mayor viabilidad si se dispone en la región de universidades con perspectiva regional que ofrezcan programas de formación profesional orientados al sector agropecuario, con atención a las particularidades del mundo rural y dirigidos a la población de las zonas rurales, sobre todo a aquellas personas y actores sociales afectadas en su vínculo con la sociedad. Una acción educativa formulada con base en los anteriores elementos contribuirá al restablecimiento del vínculo social de las personas y se convertirá en alternativa para estructurar una acción social dotada de sentido y, desde luego, esperada por la sociedad.


    Al final se hace una breve síntesis de la experiencia en educación superior rural desde una perspectiva regional, desarrollada por la Universidad de La Salle en el municipio de El Yopal, la cual ha permitido la formación como ingenieros agrónomos de jóvenes rurales, procedentes de áreas afectadas por el conflicto social que padece a Colombia. Se concluye con una reflexión de los aportes que puede hacer la educación superior rural a la transición de la sociedad colombiana hacia un estadio de posconflicto. Esta reflexión toma como principales referentes los elementos estructurales del proyecto Utopía y del modelo formativo desarrollado por la Universidad de La Salle, el cual constituye un saber pedagógico propio desde el que se pueden agenciar procesos de construcción social del territorio, en especial del rural.


    LA ACCIÓN SOCIAL Y LOS PROCESOS 
DE CONSTRUCCIÓN SOCIAL DEL TERRITORIO


    La elaboración de una teoría sobre la acción social ha sido una preocupación entre los autores que han marcado el desarrollo de la sociología. Desde los fundadores de la disciplina (Comte, Spencer), pasando por los sociólogos de la época clásica (Durkheim, Weber y Parsons), hasta los teóricos de la disciplina en la época contemporánea (Giddens, Luhmann, Beck, Touraine), ha permanecido el interés por el estudio y conocimiento de la forma como trascurre la acción humana en la sociedad, cómo se desenvuelven las relaciones ­sociales y de qué manera se desarrollan los procesos de cambio social. En este apartado centraremos nuestra reflexión sobre la acción social en los planteamientos de Max Weber, autor que otorgó a este concepto una centralidad en su obra sociológica, llegando incluso a considerar su entendimiento e interpretación en sus causas, desarrollo y efectos como lo fundamental de la sociología.


    En este contexto el desarrollo del concepto acción social, particularmente en el planteamiento de Weber, ha tenido en la comprensión de la acción humana un punto de partida. Recordemos que para Weber (1977) no toda acción humana es una acción social, y solo aquellas acciones orientadas por las acciones de otros, es decir, las que tienen un sentido propio y están dirigidas a las acciones de los otros, constituyen acciones sociales; desde luego, estas pueden ser pasadas, presentes, esperadas o futuras. Asimismo, el sociólogo alemán estableció varios tipos de acción social, a saber: racional con arreglo a fines, racional con arreglo a valores, afectiva y tradicional.


    De los anteriores tipos de acción, la racional con arreglo a fines es la que ofrece la mayor racionalidad posible porque proporciona los medios más adecuados para alcanzar un fin o una meta; asimismo, permite hacer el balance entre diferentes posibilidades de fines, de medios y, desde luego, de las consecuencias que tendrá el desarrollo de la acción. Así, la principal diferencia con la acción racional con arreglo a valores radica en que esta se inspira en las creencias políticas, religiosas o de otra índole que posean las personas, lo cual permite determinar el fin de la acción, que no se discute. En esta última acción la racionalidad está determinada por la búsqueda y selección del medio más adecuado.


    Esta perspectiva de la acción social proporciona, en cualquier momento histórico del proceso de evolución de la sociedad, “la oportunidad de reflexionar sobre la constitución de una colectividad, y la influencia del grupo sobre los individuos. En ese sentido, la acción social no es un concepto relacionado exclusivamente con la construcción de la modernidad y la constitución del sujeto” (Lutz, 2010, p. 204). Así, la comprensión de la acción social desarrollada por los grupos humanos es fundamental para conocer los procesos de construcción social del territorio y de evolución de las relaciones sociales, pues además incluye “tanto el conjunto de los intercambios y de las transferencias sociales, como, de una forma particular, los sistemas de seguridad y de asistencia gracias a los cuales se desarrolla en la ­colectividad el sentimiento de justicia y de equidad, base indispensable para la formación del tejido social” (López, 2006, p. 153).


    Antes de continuar, es importante insistir en el hecho de que el conflicto vivido por Colombia desde hace varias décadas y las condiciones socioeconómicas adversas en las cuales viven muchos colombianos han afectado el vínculo social de las personas con la sociedad de la cual son parte y el desarrollo de una acción social —presente y futura— esperada por la sociedad. En las últimas cuatro décadas algunos análisis realizados por instituciones e investigadores ­interesados en el conocimiento de la realidad colombiana y en los procesos de cambio social han incorporado los conceptos de vínculo social 2 y de cohesión social 3 como referentes teóricos que contribuyen a identificar escenarios futuros donde tendrán desenvolvimiento las relaciones sociales. En estos escenarios se espera que la educación, en sus diferentes niveles de formación, tenga una centralidad en la construcción y producción del nuevo orden social.


    Desde esta perspectiva, la Unesco a mediados de los años noventa del siglo pasado planteó que en las sociedades actuales el ­vínculo social estaba quebrantado como consecuencia de los efectos ocasionados por los problemas sociales endémicos que afectan a las sociedades del mundo. Entre estos destacó a la pobreza, la violencia, las desigualdades sociales, la exclusión social y el deterioro del medio ambiente. Con respecto a esta realidad social, se reitera que la Unesco (Delors, 1996) identificó como principal reto de la educación en esta época su contribución efectiva al restablecimiento del vínculo social.


    En la época actual la sociedad colombiana se encuentra afectada por varios de los problemas sociales mencionados y, además, hay territorios, personas y grupos sociales aquejados por más de uno de estos problemas; hecho que hace más grave el deterioro del vínculo social e impide la producción de condiciones para el desarrollo de una acción social dotada del sentido esperado por la sociedad. Conviene, sin embargo, advertir que en la sociedad colombiana de hoy coexisten problemas sociales graves, un conflicto social y una esperanza de paz, la cual puede conducir al tránsito de esta sociedad hacia un estadio de desarrollo denominado genéricamente como de posconflicto.


    EL DESARROLLO RURAL CON ENFOQUE TERRITORIAL
Y EL CAMBIO SOCIAL EN EL MUNDO RURAL


    Al iniciar el siglo XXI una nueva concepción sobre el desarrollo rural empezó a influir en la orientación de las políticas públicas formuladas por los gobiernos de América Latina, con el fin de atender el campo, y en las investigaciones sobre el mundo rural. Esta perspectiva denominada desarrollo rural con enfoque territorial emergió como una alternativa de intervención social, cuyos propósitos están asociados a la implantación de procesos de desarrollo rural sostenible y la generación de una transformación productiva e institucional de los espacios rurales y la resolución de la pobreza (Schejtman y Berdegué, 2004). Así, este enfoque del desarrollo emergió como alternativa a las concepciones de desarrollo rural tradicionales, en particular de aquellas de tipo integral puestas en marcha en los países de la región, sobre todo desde los años setenta del siglo XX.


    Sin duda, el estudio de este enfoque del desarrollo rural es uno de los principales referentes por tener en cuenta en la producción de un conocimiento comprensivo del mundo rural y en la formulación de políticas, estrategias y programas destinados a la puesta en marcha de una acción social en sus territorios. Teniendo en cuenta lo anterior, a continuación se hace referencia a los principales cambios en los objetivos y en la priorización de los campos de intervención introducidos por este enfoque; luego, se hace mención a los cambios en la cuestión social aportados por esta perspectiva del desarrollo.


    Se da inicio con los cambios introducidos por la nueva perspectiva del desarrollo rural, entre los cuales se destacan los siguientes: la centralidad otorgada a las personas como sujetos del desarrollo; su opción por el desarrollo sostenible y el ordenamiento territorial; la insistencia en la gestión de una economía territorial y en el desarrollo de clústeres y de cadenas productivas; su prioridad por la innovación, la competitividad territorial y la gestión del conocimiento; la necesidad de formar capital humano y social; la puesta en marcha de procesos fluidos de interacción entre los mundos rural y urbano; la formulación de políticas públicas orientadas a la atención de la demanda, las cuales deben favorecer la inclusión social y la cooperación (Salgado, 2014). Por supuesto, estos cambios reflejan una reorientación de los lineamientos de política constitutivos de las concepciones tradicionales o más convencionales sobre el desarrollo rural.


    Por otra parte, se hace referencia a los cambios introducidos por este enfoque del desarrollo desde la dimensión social. Al respecto, el principal cambio consiste en la adopción del concepto desarrollo sostenible en la orientación de los procesos de construcción social de los territorios rurales y de los procesos de ordenamiento de estos. La idea de desarrollo sostenible permite, por un lado, el cuestionamiento de las concepciones tradicionales de desarrollo basadas en el crecimiento y en la explotación de los recursos existentes en el territorio; por otro lado, la formulación de perspectivas alternativas de desarrollo fundamentadas en el diálogo intercultural, en el reconocimiento de las cosmovisiones de los pueblos indígenas y afros, las cuales han dado origen a perspectivas del desarrollo conocidas como del buen vivir o del vivir bien.


    La dimensión social de esta propuesta del desarrollo rural la integra su opción por un desarrollo centrado en las personas, que debe conducir a la superación de la pobreza y al logro de unos objetivos y metas de desarrollo que contribuyan a la cohesión social y territorial. Además, se plantea que el reconocimiento de la centralidad de las personas como sujetos del desarrollo debe favorecer la construcción de unas relaciones armónicas entre los capitales que confluyen en el territorio: natural, cultural, simbólico, económico, humano y social.


    De lo anterior se desprende que el enfoque territorial del desarrollo rural debe conducir a la identificación de los puntos de ­interacción entre los sistemas socioculturales y los sistemas ambientales, con el propósito de formular alternativas de intervención en el territorio, que posibiliten la integración productiva y el aprovechamiento competitivo de los recursos, así como el surgimiento de medios que permitan la cooperación y la corresponsabilidad entre los actores sociales (Sepúlveda et al., 2003).


    UTOPÍA: UNA PROPUESTA DE UNIVERSIDAD
RURAL CON PERSPECTIVA REGIONAL


    En este apartado se identifican los aportes de la acción educativa de la Universidad de La Salle en su sede de El Yopal, a través del proyecto educativo Utopía. Esta experiencia se desarrolla desde 2010, lapso en el cual se han graduado dos cohortes de estudiantes del programa universitario rural de Ingeniería Agronómica.


    Este tipo de universidad está fundamentado en un proyecto educativo articulado a las dinámicas sociales y políticas de los procesos de desarrollo local y regional. Su articulación se hace evidente en el aporte a la formación del capital cognitivo requerido por el territorio y a la conformación de la inteligencia regional, así como en la producción de conocimiento potencialmente capaz de contribuir a la transformación de la realidad y en el desarrollo de acciones de extensión dirigidas a la población del entorno de la Universidad. A través de estas se transfiere conocimiento y se promueve el desarrollo de pautas de comportamiento favorables al progreso y el bienestar de la población. Esta articulación a las dinámicas de los procesos de desarrollo se concreta en la formación de profesionales que se integran con facilidad a los procesos territoriales, en el ejercicio de liderazgo en la transformación social y productiva del mundo rural, y en la oferta de un currículo pertinente.


    En otras palabras, el planteamiento de un tipo de universidad concebida desde una perspectiva regional, articulada a los procesos de desarrollo local y regional, debe contribuir de manera significativa a la formación del capital cognitivo y la inteligencia regional, a la producción de conocimiento con capacidad de transformar la realidad, a la puesta en marcha de acciones de extensión que beneficien a la población del entorno y que faciliten la transferencia de ­conocimiento tecnológico y técnico replicable en el desarrollo de las actividades económicas del entorno. De hecho, la educación superior rural orientada por la perspectiva regional debe contribuir a la construcción de una sociedad democrática, pacífica y sostenible, a la formación de ciudadanos y a la democratización del conocimiento. No cabe duda de que una educación con esta orientación hará un importante aporte a los procesos de construcción social del territorio en un eventual escenario de tránsito hacia una sociedad de posconflicto. Además, las propuestas educativas de una universidad rural con perspectiva regional contribuyen con mayor efectividad al conocimiento del proceso histórico de conformación de la región mediante la comprensión del contexto histórico, político y cultural de los procesos sociales y económicos del territorio y al cierre de las brechas educativas existentes entre las zonas urbana y rural.


    APORTES DEL PROYECTO EDUCATIVO 
DE LA UNIVERSIDAD DE LA SALLE EN CASANARE 
A UNA ACCIÓN SOCIAL ORIENTADA AL POSCONFLICTO


    La Universidad de La Salle, de acuerdo con el Proyecto Educativo Universitario Lasallista (PEUL, 2007), tiene entre sus grandes propósitos la formación de profesionales con sensibilidad y responsabilidad social, el aporte al desarrollo humano integral y sustentable (DHIS), el compromiso con la democratización del conocimiento y la generación de conocimiento que transforme las estructuras de la sociedad colombiana. Claro está, estos principios dan contenido y dotan de sentido a una acción social de tipo educativo que contribuye al restablecimiento del vínculo social en Colombia y al desarrollo de acciones sociales esperadas por la sociedad.


    Este proyecto educativo opta por la educación como la alternativa que oriente el desarrollo de los procesos de construcción social del territorio y el devenir de las relaciones sociales. Su propuesta formativa está fundamentada en unas concepciones sobre sociedad, persona y conocimiento, así como en el catolicismo, el DHIS, la democracia, la justicia y la equidad social. En concordancia con lo anterior, el PEUL hace hincapié en la enseñanza y el desarrollo de pautas de comportamiento para el desarrollo de las relaciones sociales y las diferentes formas de interacción social, relacionadas con el conocimiento de la verdad, la honestidad, la responsabilidad, el respeto, la tolerancia y la solidaridad, entre otros.


    Deseo, en este contexto, subrayar que con base en estos principios, en 2010 la Universidad puso en marcha el proyecto educativo Utopía. Este proyecto busca contribuir a la construcción del desarrollo humano en el mundo rural desde la perspectiva del desarrollo rural con enfoque territorial, sobre todo con el apoyo a los jóvenes mediante la generación de “oportunidades educativas […] productivas para jóvenes de sectores rurales, de escasos recursos económicos, y que han sido afectados por la violencia y el conflicto” (Universidad de La Salle, 2015). En Utopía se concreta una alternativa de educación superior rural desde una perspectiva regional que contribuye al desarrollo y a la inclusión de regiones y de pequeños municipios del país, así como al progreso de la población rural que se encuentra en condiciones de vulnerabilidad y que está afectada por los problemas sociales endémicos que padece la sociedad colombiana. Este proyecto educativo, innovador en materia curricular, en su administración y gestión, en la estructuración de escenarios de aprendizaje, en la definición de métodos de enseñanza y en la conformación de una cultura escolar, contribuye al restablecimiento del vínculo social y al desarrollo de una acción social dotada de un sentido particular.


    La reflexión sobre esta experiencia educativa tiene en cuenta el sentido y los fines de la acción social educativa de la Universidad en el campus de El Yopal, el perfil de formación del ingeniero agrónomo, las contribuciones del proyecto Utopía al cambio social y a la estructuración de una acción social a nivel territorial, y la contribución del proyecto educativo a la consolidación de un escenario de posconflicto. En efecto, es en este último escenario donde se sitúa la contribución de la Universidad de La Salle a la sociedad colombiana con el proyecto Utopía y su programa de Ingeniería Agronómica. A continuación se hace referencia a estas contribuciones.


    • La formación de ingenieros agrónomos de alta calidad profesional.4 El perfil de formación de estos ingenieros lo aporta el proyecto educativo en Ingeniería Agronómica —programa ancla del campus— a partir de la enseñanza y aplicación de ­conocimientos de punta en los campos científico, tecnológico y técnico de esta disciplina. Esta formación ha sido considerada de alta pertinencia porque atiende las necesidades de las personas que estudian y las del entorno o territorio del cual proceden los estudiantes, y además porque tiene en cuenta y retoma el conocimiento tradicional de los estudiantes aprendido en el desarrollo de las prácticas culturales del campo en sus lugares de origen. Asimismo, la educación de estos profesionales contiene la formación en liderazgo, la cual está basada en el conocimiento de valores y en el desarrollo de conductas acordes con estos, con el fin de que dirijan procesos conducentes al cambio social y a la transformación productiva de cualquier zona rural del país.


     Añádase a esto que el campus y los procesos educativos llevados a cabo en este se desarrollan en un escenario considerado como un “laboratorio de paz”. Los estudiantes del programa son provenientes de zonas rurales afectadas de manera severa por el conflicto armado, por lo tanto nacieron y crecieron en medio de la violencia y han sufrido sus consecuencias. Así, su permanencia en el campus durante cuatro años les permite el aprendizaje de contenidos y el desarrollo de acciones favorables a la reconciliación y la recuperación de la esperanza en el futuro. Los principales aprendizajes de este laboratorio están relacionados con el desarrollo de unas relaciones sociales en un ambiente de convivencia, el respeto y tolerancia a la diversidad cultural, y la igualdad entre géneros.


     Otro componente de la educación de estos ingenieros está relacionado con la empresarización del campo. Se trata de un elemento curricular diferenciador de otros programas similares ofrecidos en América Latina. Está basado en la formación en emprendimiento que le permite al estudiante la formulación y ejecución de un proyecto productivo, desde luego, vinculado al sector agrícola. Este proyecto hace posible la aplicación de los conocimientos de la ingeniería agronómica aprendidos durante la formación, la realización de un ejercicio financiero fundamentado en la racionalidad económica, la articulación del proyecto productivo al proyecto de vida del estudiante y la realización de un ejercicio de prospectiva económica y productiva relacionada con el aprovechamiento de los recursos y ­potencialidades del territorio. Como consecuencia de esto, la formación recibida permite a los estudiantes emprender la conformación de empresas y ser gestores en sus territorios de los procesos de desarrollo inspirados en los principios del DHIS.


    • El desarrollo de una acción social educativa que transforma a las personas. La formación de los estudiantes del programa de Ingeniería Agronómica contiene un proceso de socialización que fortalece, por un lado, su adaptación a la sociedad mayor de la cual hacen parte y al contexto institucional y normativo dispuesto por la sociedad; por otro lado, su reconciliación social, de tal forma que a través de su desempeño en la sociedad contribuyan a hacer más efectivos los procesos que permiten la convivencia y la coexistencia entre grupos y actores sociales con perspectivas culturales, sociales y políticas diferentes. Conviene señalar que a muchos de estos estudiantes, en algunos momentos de sus vidas, la sociedad no les ofreció las oportunidades que buscaban o no fueron tratados con justicia y equidad.


    LOS APORTES DEL PROYECTO EDUCATIVO
UTOPÍA AL CAMBIO SOCIAL


    Este proyecto educativo quiere convertir a estos jóvenes en líderes que aporten a la transformación social, política y productiva del país; que hagan un aporte significativo y novedoso a la reinvención de la Colombia agrícola y que logren la reconversión agropecuaria sustentable mediante la investigación participativa y la transferencia de nuevas tecnologías (Universidad de La Salle, 2015).


    Otro aporte del proyecto educativo orientado por el PEUL tiene que ver con la formación de agregados sociales, en especial de aquellos definidos por Nisbet (1975) como agregados de gran escala, entre los cuales se destacan por su pertinencia las organizaciones de la sociedad y al territorio como núcleo de los estados modernos. La importancia de estos agregados radica en que pueden incidir en el replanteamiento de normas sociales, en el surgimiento de nuevas normas que doten de sentidos diferentes o alternativos a la acción social desarrollada por el sector educativo y sus actores. Es evidente que en la formación de estos agregados es de capital importancia el desarrollo de los principios orientadores del proyecto educativo consignados en el PEUL, como la búsqueda del sentido de la verdad, la formación de profesionales con sensibilidad social, de sólida formación en valores y humanística, autónomos y críticos, comprometidos con el logro de la equidad y la justicia social y la transformación social y productiva del país, sobre todo en los escenarios donde están en marcha procesos de desarrollo local y regional (Universidad de La Salle, 2007).


    La concreción de este proyecto, desde la dimensión social, debe permitir a los estudiantes de Ingeniería Agronómica el reconocimiento y la apropiación de los valores de la institucionalidad colombiana; el desarrollo de conductas y de pautas de comportamiento de acuerdo con las expectativas de la sociedad; el cuidado de sí mismo y del entorno; el progreso en los procesos de socialización primaria y secundaria, la interacción adecuada entre el ser humano y la naturaleza, y la extensión agropecuaria.


    De igual manera, se discute sobre la suposición de que la puesta en marcha de una acción social con la capacidad de contribuir —a nivel local y regional— a la producción de condiciones para la generación de procesos de desarrollo y de construcción social del territorio, sobre todo en lo rural, en el escenario del posconflicto, tiene mayor viabilidad si se dispone en la región de universidades con perspectiva regional que ofrezcan programas de formación profesional orientados al sector agropecuario, con atención a las particularidades del mundo rural y dirigidos a la población de las zonas rurales, sobre todo a aquellas personas y actores sociales afectadas en su vínculo con la sociedad. Una acción educativa formulada con base en los anteriores elementos contribuirá al restablecimiento del vínculo social de las personas y se convertirá en alternativa para estructurar una acción social dotada de sentido y, desde luego, esperada por la sociedad.


    Por otro lado, el perfil profesional del ingeniero agrónomo formado en el proyecto de Utopía, tanto a nivel social como profesional, se concreta en una persona reconciliada, de pensamiento crítico, con capacidad para perdonar y emprender la formulación de nuevos proyectos de vida, y en la adquisición de unas competencias ­profesionales relacionadas con la práctica de la investigación, la innovación tecnológica y la transferencia de conocimiento técnico; el desempeño social como ciudadano, el desarrollo de acciones de emprendimiento asociativo y la aplicación de estrategias y de alternativas —basadas en el conocimiento disciplinar— para la resolución de problemas y al aprovechamiento sustentable de los recursos y potencialidades del territorio. Desde luego, este tipo de profesional posee unas competencias disciplinares y sociales que le permiten desempeños adecuados en diferentes contextos; está en capacidad de liderar los procesos de desarrollo local y regional, así como de desarrollo rural con enfoque territorial.


    Asimismo, destaca la ausencia de políticas públicas en los países de América Latina orientadas al desarrollo de la educación superior rural y la necesidad presente en estos países de que las universidades e instituciones de educación superior dispongan de este tipo de proyectos educativos. Este proyecto educativo ha sido reconocido en los ámbitos nacional e internacional como una experiencia educativa que contribuye a la transición de la sociedad colombiana hacia el posconflicto, por sus aportes a la reconciliación e inclusión social de los jóvenes, pero sobre todo por la construcción de un modelo educación superior rural para Colombia.


    FUNCIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR Y DE LA UNIVERSIDAD
REGIONAL EN LA CONSTRUCCIÓN DEL DESARROLLO ENDÓGENO
EN EL DEPARTAMENTO DE CASANARE, COLOMBIA5


    El texto inicia con la presentación del concepto de desarrollo endógeno, concebido como perspectiva del desarrollo humano integral. De esta perspectiva del desarrollo se destaca la centralidad que otorga a la persona y su objetivo de formar la persona humana; hecho que ocurre en un territorio determinado concebido como sistema. Asimismo, se resalta la importancia de variables como la confianza, espiritualidad, dignidad, subjetividad, sociabilidad y trascendencia de la persona. Se asume, además, el territorio como sistema y el desarrollo como una propiedad emergente de este, de ahí su característica de endógeno. Luego son identificados los roles y retos de la educación superior regional en la construcción de escenarios de desarrollo endógeno. En esta dirección, cabe destacar los retos de la universidad regional en la construcción de una oferta educativa con pertinencia social, en la producción de conocimiento y tecnología aplicable a los procesos económicos de la región y en la formación del capital humano y cognitivo que requiere el desarrollo regional. En suma, se subraya la pertinencia social del proyecto educativo de la Universidad de La Salle en Casanare y su contribución a la formulación de ofertas de educación superior rural que incidan en la transformación del agro y en la construcción del desarrollo regional en Colombia.


    REFERENTES CONCEPTUALES 
DEL DESARROLLO REGIONAL ENDÓGENO


    Las concepciones contemporáneas en materia de desarrollo surgidas en los países de América Latina tienen entre los hechos que las fundamentan el propósito de explorar opciones alternativas a la concepción hegemónica de desarrollo de mediados del siglo XX y a la intervención de problemas generados por su implementación. Esta concepción tuvo entre sus pilares el crecimiento económico nacional y un sistema de distribución de beneficios que debía favorecer a todos los grupos sociales y territorios de cada país y, por esa vía, alcanzar el progreso social. Sin duda, estos propósitos no fueron logrados; por el contrario, la perspectiva de desarrollo adoptada produjo en nuestros países problemáticas nuevas asociadas con la desarticulación entre los espacios geográficos y una acentuada diferenciación en el repartimiento de beneficios territoriales. Estos hechos se convirtieron en problemas insolubles para alcanzar el desarrollo regional y local, y dieron origen, como lo sugiere Boisier (2004b), a una concentración geográfica del desarrollo en espacios reducidos del territorio, centralización de la toma de decisiones y desigualdades en el ingreso y en las condiciones de vida de la población. También acentuaron las disparidades entre los territorios de cada país, las inequidades y ­desigualdades sociales entre la población.


    Entre las diversas concepciones de desarrollo surgidas en América Latina durante las últimas décadas está la propuesta de ­desarrollo endógeno planteada por Boisier (2004b), la cual es adoptada aquí como principal referente teórico. Esta perspectiva concibe el desarrollo territorial como un proceso endógeno, cualitativo, intangible e integral, que encuentra su principal soporte en la formación de capital sinergético. Este último está referido a la construcción de la capacidad de una sociedad para emprender acciones orientadas al logro de los fines que han sido concebidos por el colectivo social de forma democrática. Cabe señalar que para este autor el capital sinergético lo conforman los siguientes capitales: cognitivo, económico, simbólico, institucional, cultural, psicosocial, cívico, social y humano (Boisier, 2004a).


    A continuación, se habla de dos ideas acerca del desarrollo planteadas por Boisier. La primera se refiere a su dimensión cualitativa e intangible, esencial en la fundamentación de la concepción del DHIS porque alude a una opción por la gente. Se concreta en la producción de condiciones sociales que hacen posible la conversión del ser humano en persona humana. En términos de Boisier (2004b), esto ocurre cuando la sociedad dispone de contextos donde es posible desarrollar la dimensión espiritual de la persona, lo que le permite conocer y amar.


    Esta dimensión del desarrollo otorga una perspectiva nueva al concepto, pues lo sitúa en “un marco constructivista, subjetivo e intersubjetivo, valorativo o axiológico, y, por cierto, endógeno, o sea, directamente dependiente de la autoconfianza colectiva y de la capacidad para ‘inventar’ recursos, movilizar los ya existentes y actuar en forma cooperativa y solidaria, desde el propio territorio” (Boisier, 2004b, p. 5). Asimismo, señala este autor que la formación de la persona humana es una construcción espiritual integrada por la dignidad, la subjetividad, su sociabilidad y la trascendencia de ella, de tal forma que sea posible su proyección en el tiempo y en el espacio, aún después de terminar su experiencia vital (Boisier, 2004b).


    La segunda idea apunta a la consideración del autor sobre el desarrollo como propiedad que emerge de un sistema como valor agregado de este. Además, es resultado del desempeño de cada parte del sistema territorial y se relaciona con el crecimiento espiritual de las personas, de ahí sus características de proceso cualitativo e intangible. Se logra solo a través de procesos ocurridos en el territorio, más que nada en el local, que tienen la potencia para transformar el sistema social y económico, fortalecer la capacidad de reacción frente a desafíos externos y estimular la innovación y el aprendizaje social (Boisier, 2005).


    En la figura 2 se presenta la concepción de desarrollo endógeno territorial abordada en este apartado. De esta perspectiva vale la pena destacar la importancia, por un lado, de las dimensiones política, económica, científica, tecnológica y cultural, las cuales permiten la formulación de planes de acción y de intervención con el propósito de generar condiciones para la puesta en marcha de procesos autónomos de desarrollo y de resolución de problemas derivados de la aplicación en los territorios de modelos de desarrollo formulados desde el nivel central del Gobierno y por la implementación de decisiones centralizadas tomadas por las direcciones empresariales, sin tener en cuenta especificidades regionales; por otro lado, la centralidad de las supradimensiones económica y social, que aportan los principales referentes para la formulación de los objetivos y metas propias del desarrollo humano integral, el cual debe reflejarse en cada persona y en el conjunto del territorio.


    
      
        
          Figura 2. Desarrollo endógeno y construcción del desarrollo humano integral
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          Fuente: elaboración propia con base en Boisier (2004b).

        

      

    


    Por otra parte, la construcción de escenarios de desarrollo territorial basados en procesos endógenos, en la formación de capital sinergético y orientados por un enfoque humano y espiritual es un proceso multidimensional que demanda el concurso de los actores estratégicos del territorio, como las instituciones de educación superior, el Estado, el sector económico y la sociedad. Este concurso de instituciones debe producirse en el marco de una relación favorable al impulso de formas de cooperación orientada a la producción de ­conocimiento y la generación de tecnología, y en general a la ­formación del capital cognitivo y humano que necesita el territorio para mejorar su competitividad6 y alcanzar sus objetivos y metas de desarrollo humano. Planteada así la cuestión, los principales roles que deben desempeñar las instituciones de educación superior en los procesos de desarrollo endógeno están relacionados con la formación del capital cognitivo y de profesionales7 idóneos.


    Por supuesto, concebir la educación superior articulada a los procesos de desarrollo territorial endógeno y como aportante de estos supone la introducción de cambios sustanciales a la educación del futuro, como lo indica Tünnermann (2002), de tal forma que esta priorice su capacidad de ofrecer respuestas, soluciones y se proyecte hacia la acción:


    […] de modo que el proceso educativo transmita no el saber en sí mismo, sino el saber hacer […] implica una Universidad al servicio de la imaginación y la creatividad, y no solo al servicio de una estrecha profesionalización, como desafortunadamente ha sido hasta ahora entre nosotros. (p. 21)


    Es evidente que el desarrollo territorial local o regional, endógeno y humano, tiene en la articulación de sus actores sociales estratégicos y en la formación del capital cognitivo —en especial a través de la producción de conocimiento y de tecnología— sus principales soportes. Por esta razón, toda región requiere para alcanzar su desarrollo la integración de:


    […] los procesos productivos, que movilizan los recursos generadores de excedentes; los procesos de gestión pública, a cargo fundamentalmente del Estado, los procesos académicos, gerenciados desde las instituciones de educación superior como centros de producción de conocimiento que a su vez señalan el norte a los procesos productivos; y los procesos científicos, técnicos a quienes se atribuye la movilización de los recursos para la aplicación y difusión de los avances productivos por los procesos académicos. (Gutiérrez et al., 2006, p. 262)


    Así, el desarrollo regional necesita que estos procesos estén interrelacionados en el territorio de forma adecuada, con el fin de alcanzar un desarrollo territorial integral.


    La articulación de los procesos mencionados, además de contribuir al logro de un desarrollo regional integral, tiene unos efectos sobre la mejora de la competitividad del territorio porque, como indica Tünnermann (2002), eleva “la calidad de nuestros sistemas educativos y la preparación de nuestros recursos humanos al más alto nivel posible, formar la ‘inteligencia científica’ de nuestros países” (p. 9); además, incide en la producción de “conocimiento, tecnología, manejo de información y destrezas”.


    ROLES DE LA UNIVERSIDAD REGIONAL EN LA FORMACIÓN DEL CAPITAL COGNITIVO Y LA INTELIGENCIA REGIONAL


    En el marco de construcción de nuevos escenarios de desarrollo territorial endógeno, el conocimiento es una variable prioritaria y constituye un prerrequisito de los procesos por poner en marcha; razón por la cual su producción y conversión en capital cognitivo es un reto que deben afrontar las sociedades local y regional y, desde luego, sus instituciones, especialmente las de educación superior y sus centros de investigación científica y tecnológica. Al respecto, la figura 3 muestra los tipos de conocimiento requeridos en la formación del capital cognitivo regional, los ámbitos en los cuales dicho conocimiento aplica y lo que permite conocer y transformar en la realidad territorial.


    
      
        
          Figura 3. Aportes de la universidad regional al conocimiento del territorio y al desarrollo territorial endógeno
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          Fuente: elaboración propia con base en Boisier (2004b).

        

      

    


    Aquí conviene detenerse un poco para examinar el papel de la universidad regional en la producción del conocimiento estructural y funcional, así como de su contribución a la formación del capital cognitivo, del humano y de la inteligencia de la región. No cabe duda de que en la actualidad:


    […] el conocimiento es el motor del desarrollo, ya que constituye la base de las estructuras productivas y es el determinante de la competitividad de los países. Para ello se requiere un eficaz vínculo entre el mundo educativo y el productivo, que fomente en las instituciones educativas la formación de los técnicos y profesionistas que demanda el mercado laboral, y que impulse en las empresas la inversión en investigación y desarrollo como una actividad estratégica para incorporar el conocimiento y el progreso científico a todos los procesos productivos. (Alvarado-Borrego, 2009, pp. 407 y 408)


    Baste lo anterior para señalar que la universidad debe establecer vínculos con el contexto socioeconómico territorial del cual hace parte, mediante la articulación de sus funciones de docencia, investigación y extensión a las necesidades sociales del territorio. Esta articulación tiene que evidenciarse en acciones y proyectos, en los servicios académicos ofrecidos a la sociedad, en los resultados alcanzados en su interacción con el entorno y en el aporte de esta interacción al ejercicio de sus funciones sustantivas.


    Desde el punto de vista de la política educativa, el cambio más significativo que requiere la educación superior está en su pertinencia. No hay que olvidar que la Unesco en la Declaración Mundial emitida por la Conferencia Mundial sobre Educación Superior, realizada en París (1998), introdujo una perspectiva novedosa sobre este principio educativo. Al respecto, se tiene en cuenta el planteamiento de esta institución:


    La pertinencia de la educación superior debe evaluarse en función de la adecuación entre lo que la sociedad espera de las instituciones y lo que estas hacen. Ello requiere normas éticas, imparcialidad política, capacidad crítica y, al mismo tiempo, una mejor articulación con los problemas de la sociedad y del mundo del trabajo, fundando las orientaciones a largo plazo en objetivos y necesidades societales, comprendidos el respeto de las culturas y la protección del medio ­ambiente. El objetivo es facilitar el acceso a una educación general amplia, y también a una educación especializada y para determinadas carreras, a menudo interdisciplinaria, centrada en las competencias y aptitudes, pues ambas preparan a los individuos para vivir en situaciones diversas y poder cambiar de actividad. (Unesco, 1998, artículo 6)


    En este contexto se subraya que, a partir de esta declaración, hubo un cambio significativo en la concepción sobre la pertinencia de la educación. En palabras de Tünnermann (1999), se abandonó la idea de pertinencia como respuesta a demandas del sector económico y del mercado laboral y se sugirió tener en cuenta otras demandas de la sociedad a sus instituciones educativas, para lo cual la pertinencia de la educación superior debe considerarse a través de los servicios académicos que presta a la sociedad y de acuerdo con la adecuación entre lo esperado por la sociedad de sus universidades y lo que estas hacen. Este nuevo concepto de pertinencia social trajo consecuencias para la educación superior, máxime en la definición de contenidos y métodos de enseñanza, pues fue necesario “fomentarse y reforzarse la innovación, la interdisciplinariedad y la transdisciplinariedad en los programas, fundando las orientaciones a largo plazo en los objetivos y necesidades sociales y culturales” (Tünnermann, 1999, p. 40).


    El desarrollo del principio de pertinencia introducido por la Unesco en el contexto de construcción de escenarios territoriales de desarrollo endógeno se tradujo en lo siguiente:


    


    […] el conocimiento basado en competencias, las ventajas competitivas de la función de producción del conocimiento (bienes y servicios) y una estrategia formal de investigación y desarrollo (I+D) que privilegie la innovación y el cambio tecnológico como principales variables endógenas para el desarrollo y la modernización de los sectores productivos regionales y nacionales. (Gutiérrez et al., 2006, p. 263)


    La introducción de este tipo de criterios en la orientación y desarrollo de los procesos educativos de las instituciones de educación superior produjo cambios en aspectos como la definición de fines de la acción educativa, el perfil de egreso de la persona educada, un mejor tránsito de los jóvenes egresados de la universidad al mercado laboral mediante el acceso a puestos de empleo de calidad y la opción por una educación y un conocimiento aplicable a la realidad.


    Se ha visto que el principal reto de la universidad regional en este campo consiste en la producción del conocimiento estructural y funcional requerido por los procesos de desarrollo regional puestos en marcha a nivel territorial. Esta producción demanda la articulación entre las siguientes instancias de la sociedad: las instituciones de educación superior, las organizaciones del sector productivo y el Gobierno, con el fin de:


    […] generar y transferir conocimiento, en correspondencia con los desafíos del desarrollo endógeno regional, promoviendo la eficiencia social, la consolidación de capacidades y competencias que permitan brindar respuestas al entorno, desde una plataforma sólida cuya estructura funcional y operativa (unidades, procesos y recursos), brinde la sustentabilidad necesaria para alcanzar el desarrollo e intercambio tecnológico. (Gutiérrez et al., 2006, p. 258)


    La articulación entre las instancias mencionadas contribuye al establecimiento y la regulación de los mecanismos de cooperación entre estas, condición básica para la producción en la región del conocimiento que se necesita para la formación de su capital cognitivo.


    En este contexto, resulta de particular importancia la relación entre las instituciones de educación superior, las empresas y el Estado, debido a que en el “acercamiento a las universidades, las empresas encuentran una vía para hacerse llegar conocimientos que les permitan integrar nuevas tecnologías a sus procesos productivos” (Alvarado-Borrego, 2009, p. 408), y porque a través de la formulación de políticas públicas y la asignación de recursos a cargo del Estado se fortalecen las relaciones entre los componentes del sistema social regional con la organización empresarial y se protege de los impactos negativos que dejan en el territorio el mercado y los problemas que afectan el vínculo social a la producción regional y a los grupos de población en riesgo o en condiciones de vulnerabilidad.


    Así, pues, la educación superior cumple un papel fundamental en la promoción del desarrollo mediante la generación de condiciones para el cambio estructural en las sociedades local y regional, y el crecimiento de la economía. Asimismo, el papel de esta educación incluye el fortalecimiento de la competitividad de los territorios y de las personas asentadas en estos con su aporte en materia de conocimiento, producción y transferencia de tecnología, manejo de información y formación de profesionales, es decir, en la formación de la inteligencia científica regional. Al respecto, cabe recordar el planteamiento de Tünnermann (2002) sobre este nivel de educación:


    Ante un mundo en proceso de cambio, la educación permanente aparece como la respuesta pedagógica estratégica que hace de la educación un asunto de toda la vida y dota a los educandos de las herramientas intelectuales que les permitirán adaptarse a las incesantes transformaciones, a los cambiantes requerimientos del mundo laboral y a la obsolescencia del conocimiento, característica de la ciencia contemporánea que se renueva en períodos cada vez más cortos, a la vez que se incrementa a un ritmo cada vez más acelerado. (p. 11)


    DESARROLLO EDUCATIVO REGIONAL EN CASANARE:
UNA MIRADA A LA EDUCACIÓN SUPERIOR 


    Según la información presentada en el Boletín Estadístico. ­Casanare en Cifras 2011, elaborado por el Departamento Administrativo de Planeación de Casanare, esta entidad territorial tiene 19 municipios, 11 corregimientos y 106 inspecciones de policía. Asimismo, respecto a su composición poblacional, en 2012 Casanare contaba con 337 886 habitantes, de los cuales el 72,9 % residía en las zonas urbanas y el restante 27,1 % se encontraba en la zona rural. De este total de habitantes, 129 943 vivían en El Yopal y el 88,2 % residía en la cabecera municipal de la ciudad capital.


    Por otra parte, destacamos que en las últimas dos décadas el departamento se ha convertido en el principal productor nacional de petróleo. Esta actividad ha generado cambios en la tendencia histórica de su desarrollo y en los procesos económicos y sociales ocurridos en su territorio. Entre estos cambios figuran el crecimiento demográfico atípico, la implantación de actividades relacionadas con el desarrollo de la agricultura comercial y la agroindustria, el crecimiento del sector servicios, el fortalecimiento de las finanzas públicas como ­consecuencia de la participación de las entidades territoriales en la distribución de las regalías generadas por la explotación de hidrocarburos, la crisis de liderazgo político y empresarial, y el aumento de problemas ­sociales como el desempleo, la violencia, prostitución y pobreza.


    La nueva dinámica de este territorio ha preocupado e interesado a instituciones gubernamentales, académicas y de la sociedad, las cuales han explorado alternativas para promover y fomentar procesos de desarrollo regional. Entre estas alternativas se ha señalado la necesidad de racionalizar la inversión pública, fortalecer el desarrollo institucional público y privado, aprovechar la apertura al cambio que hay en la población, formular estrategias de desarrollo de mediano y largo plazo que conduzcan al progreso e identificar sectores líderes capaces de direccionar procesos de cambio y de desarrollo.


    Entre estos sectores líderes se ha destacado la importancia del educativo, del cual se ha señalado su bajo desarrollo en la educación superior y la falta de pertinencia social de la oferta educativa disponible en la actualidad. La tabla 2 presenta la oferta de educación superior de 2012 en Casanare. Es destacable la presencia en el territorio de 11 instituciones que ofrecen programas hasta el nivel de especialización, de las cuales una tiene sede principal en El Yopal; ninguno de los programas cuenta con acreditación de alta calidad y tres universidades poseen acreditación institucional.


    
      
        
          Tabla 2. Instituciones de educación superior con programas de formación en Casanare, 2012
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    Lo anterior señala un bajo desarrollo de la educación superior en el departamento. Esta situación es más grave si consideramos los roles que deben desempeñar como instituciones regionales encargadas de la formación de la inteligencia regional, la formación de capital humano y la producción del conocimiento que formará el capital cognitivo, necesarios para el desarrollo regional, así como del ofrecimiento de una educación con pertinencia social.


    Para continuar con la exploración del desarrollo de la educación superior en Casanare con el examen de los datos sobre matrícula en este nivel, se tiene en cuenta la información de la tabla 3. Un primer aspecto por destacar es la concentración muy cercana al 100 % de la matrícula universitaria y, desde luego, de la oferta en El Yopal; situación que varía de manera sutil en los programas de educación técnica y tecnológica. De igual manera, se destacan los bajos registros de matrícula en los programas de posgrado, en maestría y doctorado en particular, nivel en el cual no hay registro de matrícula.


    
      
        
          Tabla 3. Distribución de la matrícula en educación superior por nivel de formación en 2012
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    Sin duda, la baja matrícula de estudiantes en los programas de posgrado inquieta, porque las instituciones se están ocupando solo de impartir una formación basada en la enseñanza de las disciplinas y de las profesiones, como tradicionalmente lo ha hecho la universidad latinoamericana, y se está descuidando la producción del conocimiento que requiere la región. En otras palabras, las universidades pueden estar dejando de hacer aquello que la sociedad casanareña necesita que estas hagan.


    APORTE DE LA UNIVERSIDAD DE LA SALLE 
AL DESARROLLO ENDÓGENO DE CASANARE 
Y A UNA EDUCACIÓN REGIONAL EN COLOMBIA


    La Universidad de La Salle en 2010 puso en marcha en su sede de El Yopal el proyecto educativo Utopía. Como plantea la Universidad, en primer lugar, el desafío del proyecto es ofrecer una alternativa de educación superior rural para Colombia y los países latinoamericanos, la cual integra elementos técnicos, disciplinares, económicos, ecológicos y políticos. Como se advierte, con el proyecto Utopía, la Universidad le apuesta al desarrollo del mundo rural a través de la formación de ingenieros agrónomos con capacidad de intervenir en los procesos sociales como:


    […] líderes capaces de aportar a la transformación social, política y productiva del país, de dar un aporte significativo y novedoso para ­reinventar la Colombia agrícola, y de lograr la reconversión agropecuaria sustentable a través de la investigación participativa y la transferencia de nuevas tecnologías. (Universidad de La Salle, 2015)


    En segundo lugar, Utopía busca impactar los procesos de desarrollo regional del país con la formación de profesionales en Ingeniería Agronómica que respondan a las necesidades de sus lugares de origen, con capacidad para insertarse y ejercer liderazgo en la transformación social y productiva de las zonas rurales, y para producir y transferir conocimiento y tecnología apropiada a los contextos socioeconómicos. Esta perspectiva del programa y del proyecto Utopía le confiere a esta oferta educativa de Universidad de La Salle una alta pertinencia social y la convierte en un referente en educación superior rural.


    Además de esto, en el presente año la Universidad, en la modalidad de educación presencial, puso en marcha el programa de Maestría en Docencia, el cual cuenta con 18 estudiantes matriculados. Este programa, cuyo propósito es el estudio y mejoramiento de la práctica docente, cualificará el perfil profesional de sus egresados, les proveerá conocimientos y experiencias que contribuirán al mejoramiento de su práctica profesional y aportará al fortalecimiento del capital humano de la región mediante la capacitación de docentes, directivos docentes y funcionarios vinculados a las instituciones educativas y al desempeño de funciones en las dependencias gubernamentales de los niveles departamental y municipal. La cualificación de la práctica docente traerá mejoras en la enseñanza, hecho que permitirá que Casanare disponga de una educación de mejor calidad y mayor pertinencia.


    En tercer lugar, el proyecto Utopía tiene un compromiso con la transformación del agro, de ahí su compromiso con la producción de conocimiento, de tecnología y con su transferencia a los actores sociales. Entre las evidencias de la atención a este compromiso, está la creación del Centro Lasallista de Investigaciones Agrícolas y Ganaderas, la apuesta por la creación de empresas agropecuarias asociativas, la formación de líderes para impactar la transformación social y productiva de las zonas rurales y la sólida formación en valores de los jóvenes del campo, afectados por la violencia y la pobreza, pero llenos de esperanza en el futuro.


    Finalmente, la concreción del quehacer de la Universidad como agente del desarrollo regional endógeno y de la pertinencia social de la oferta educativa se evidencia en las palabras del rector, pronunciadas el 25 de junio de 2010 en el lanzamiento del proyecto Utopía:


    Utopía es, por tanto, una respuesta educativa a una situación política; es, entonces, una apuesta por la transformación del sector agropecuario del país. No solo porque uno de los componentes del proyecto es el Programa de Ingeniería Agronómica sino también porque entendemos que el sector requiere mejorar urgentemente su productividad y competitividad añadiéndole conocimiento y aplicando nuevas tecnologías, y porque tiene que vivir una profunda transformación en las condiciones sociales que lo rodea. Es decir, se impone trabajar con denuedo para que en las áreas rurales y en los agroproyectos se den mejores relaciones laborales, trabajo formal y bien remunerado, responsabilidad fiscal de los propietarios y productores, buena educación de los niños y de los jóvenes, protección de la mujer, oportunidades de ingreso a la educación superior, y creación de condiciones de dignidad de vida que hagan atrayente el campo y que, al tiempo, le quiten presión al crecimiento desordenado de las ciudades. La seguridad de las zonas rurales es una oportunidad muy propicia para continuar desarrollando el campo y volverlo motor de la economía colombiana, lo que permitirá lograr seguridad y la soberanía alimentaria. (Gómez, 2010, pp. 293 y 294)


    Este proyecto de formación de profesionales responde, en efecto, a los retos planteados por la política pública a la universidad regional en relación con la construcción de escenarios de desarrollo endógeno a nivel territorial. No cabe duda, además, de su pertinencia social, de su articulación con la empresa y el Estado para la producción de conocimiento y tecnología, y su transferencia, así como de su contribución a la formación de la inteligencia regional y del capital cognitivo requerido por los procesos de desarrollo territorial, pero sobre todo de su aporte al desarrollo rural de Colombia, a la reconciliación y a la construcción de la paz en el país.
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  Notas al pie


  CAPÍTULO 1 EL DESARROLLO Y LOS CAMBIOS EN LA CONCEPCIÓN Y FINES DE LA EDUCACIÓN


  
    
      1 La Alianza para el Progreso fue un programa de cooperación ejecutado en los países de América Latina durante los años sesenta del siglo XX. Este programa tuvo como fines principales la generación de condiciones para llevar a cabo procesos de modernización y de desarrollo en la región, para lo cual se propuso el logro de resultados en el ingreso de capitales a cada país, el fortalecimiento de la democracia, la eliminación del analfabetismo, una distribución más equitativa del ingreso y la adopción e implementación de la planeación. La Alianza para el Progreso postuló a la educación como una estrategia importante para adelantar los procesos de modernización, debido a que facilitaba la transferencia de las ideas del cambio y los conocimientos científicos, tecnológicos y técnicos. 

    


    
      2 Jaramillo (1987) presenta un estudio que muestra cómo Tonnies, Durkheim, Sorokin y Redfiel abordaron el análisis de los principales tipos de sociedad e identificaron como tipologías polares a la comunidad y la sociedad, las cuales identifican lo tradicional y lo moderno.

    


    
      3 Las variables normativas formuladas por Parsons (1976) son las siguientes: 1) afectividad-neutralidad afectiva; 2) especificidad-difusividad; 3) universalismo-particularismo; 4) adscripción-logro, y 5) egoísmo-orientación colectiva. 

    


    
      4 Entre estos autores figuran Samir Amín, André Gunder Frank, Celso Furtado, Fernando Henrique Cardoso, Theotonio Dos Santos, Enzo Faletto y Paul Barán. 

    


    
      5 Es oportuno ahora señalar que esta crisis, si bien inició al final de los años cincuenta, fue hacia 1962 cuando empezó a manifestarse con mayor fuerza, debido a que se hicieron evidentes las diferencias en los intereses que defendían las potencias del socialismo real. Estas diferencias incluyeron, entre otros hechos, el reconocimiento de China a la revolución que dio origen a la República Popular de Albania, la crítica de China a la posición de la Unión Soviética con respecto a la crisis con los Estados Unidos por la instalación de misiles nucleares en Cuba por parte de los soviéticos, la falta de apoyo de China a la Unión Soviética, a propósito de su intervención en Checoslovaquia en 1968 para reprimir el movimiento de liberación conocido como la Primavera de Praga, y la falta de una manifestación de solidaridad por los chinos con el Gobierno del presidente Salvador Allende, cuando en 1973 se produjo en Chile el golpe militar que derrocó el Gobierno legítimo e instauró una dictadura militar. Posterior a estos hechos, los partidos comunistas del mundo se dividieron y alinearon con la Unión Soviética o con la China.

    


    
      6 La crisis de estos años afectó de forma severa los logros de la economía en las décadas anteriores, cuando el capitalismo vivió una época de esplendor y alcanzaron tasas elevadas de crecimiento de las economías nacionales, el desarrollo del Estado del bienestar y la consolidación del Estado empresario. Durante la referida crisis, estos aspectos que antes fueron característicos de la idea de progreso, se fueron a pique. En contraste con esto, solo se dio el crecimiento de algunas economías asiáticas, mencionadas antes. Esta crisis trajo consigo, además, los problemas del dólar, el cual en 1971 fue sobrevaluado y como consecuencia de ello perdió su convertibilidad al oro, se produjo su devaluación, se incrementó la inflación y se desató una crisis en la economía de Estados Unidos. Además, hacia 1973 el precio del petróleo se incrementó debido a las decisiones tomadas por los países de la Organización de los países Exportadores de petróleo (OPEP) para el manejo de la crisis económica de la época y en represalia por el apoyo que algunos países de Occidente le dieron a Israel en su conflicto con naciones del Medio Oriente; y finalmente, el incremento de la deuda externa de los países, opción a la cual recurrieron como estrategia para intervenir la crisis fiscal del Estado. 

    


    
      7 Giner (2010) presenta un análisis de esto en su texto titulado Sociología, sobre todo en el capítulo diez, en el cual este autor se ocupa del estudio de la sociedad mundial.

    


    
      8 George señala que Barney es un directivo empresarial, expresidente del gigante helvético-suizo ABB (Asea-Brown Boveri), distinguido en varias ocasiones como el hombre de negocios del año por parte de las grandes revistas de negocios internacionales.

    


    
      9 Recordemos que este es un concepto abordado en la teoría sobre el desarrollo. Este círculo se presenta en un territorio, nacional o regional, afectado por condiciones de pobreza y sin condiciones precisas para la superación de esta, debido a que su economía no tiene la capacidad de generarle a la población asentada allí recursos económicos suficientes. En consecuencia, sus habitantes destinan al consumo los escasos recursos que obtienen, razón por la cual no poseen capacidad de ahorro, y esto afecta la inversión. En un escenario de estas características no es posible que haya aumento de la producción, incremento de la productividad y crecimiento del empleo. En otras palabras, en el círculo vicioso de la pobreza no hay formación de capital, el consumo es bajo, la economía se estanca y la pobreza crece. 

    


    
      10 Este autor planteó que el desarrollo económico de la sociedad se produce en un proceso por etapas que van desde una economía de subsistencia, propia de la sociedad tradicional, hasta el consumo masivo, característico de la sociedad moderna. Este tránsito se hace a través de un proceso que recorre diferentes etapas. La primera de estas inicia en la sociedad tradicional con la agricultura como principal actividad y el desarrollo incipiente del comercio, circunscrito, más que todo a formas primarias de intercambio. Las etapas continúan con la construcción de una forma de Estado, caracterizado por ser moderno, fuerte, centralizado y comprometido con la difusión y concreción de los ideales del progreso. En la siguiente etapa opera el inicio o despegue del proceso de desarrollo económico, mediante el fortalecimiento del desarrollo tecnológico y la extensión del proceso de industrialización, el aprovechamiento de los recursos naturales del país y el aumento de la tasa de ahorro. Este recorrido continúa luego con una nueva etapa del proceso de desarrollo en la que debe ser evidente la aplicación de la tecnología moderna y de la técnica derivada de esta a los procesos productivos, en especial de aquellos en los cuales se explotan recursos del país. En la última etapa considerada por Rostow, la economía debe tener unos sectores de esta dedicados a la producción masiva de bienes y servicios fuertes y diversos, con el fin de que puedan atender una alta demanda de bienes y servicios por parte de los miembros de la sociedad. De igual manera, estos miembros serán grandes consumidores y tendrán elevados y crecientes ingresos. Además de lo anterior, en esta etapa del proceso de desarrollo la sociedad contará con un Estado benefactor fuerte, responsable del bienestar y seguridad social de la población. 

    


    
      11 En relación con el significado de este concepto, Pinto (1976) presenta una aproximación interesante en la cual destaca que este contiene unos elementos estructurales y otros de tipo operacional, encargados de permitir el movimiento del sistema. Este autor dice del estilo de desarrollo lo siguiente: “La caracterización económica de un estilo podría hacerse considerando dos clases de elementos, estrechamente vinculados. Por una parte los de orden estructural, que revelan la forma en que se ha organizado el aparato productivo, desde el ángulo de sus recursos económicos y de la composición de la oferta. Es una perspectiva estática, pero fundamental: corresponde al esqueleto del sistema en un momento dado. La otra clase de factores engloba aquellos que son vitales para el funcionamiento o dinámica del sistema; que ‘lo mueven’, en fin. Tienen que ver con el nivel y composición de la demanda y con su antecedente básico, el nivel y la distribución del ingreso” (p. 104).

    


    
      12 En el caso de Colombia, la búsqueda de modelos de desarrollo ha incluido, desde la apertura económica formulada por el Gobierno del presidente César Gaviria (1990-1994), la implementación de alternativas que faciliten la inserción del país en la economía global, el desarrollo integral para construir una sociedad más justa, equitativa e incluyente y generar condiciones para la paz, hasta el planteamiento de opciones al modelo neoliberal, con cuya implementación se han comprometido los gobiernos nacionales. En relación con esta última alternativa, un buen ejemplo de ello es la formulación de Sarmiento (2002), quien sugiere que el desarrollo debe integrar las siguientes variables: la eficiencia y eficacia de la economía relacionada con su capacidad para generar empleo productivo; la articulación y el equilibrio ecosistémico entre la naturaleza, la población y la sociedad; la organización y participación de la sociedad civil, y la presencia del Estado, para lo cual se requiere el fortalecimiento de su capacidad de intervención, de tal forma que pueda fomentar el desarrollo local y regional, y mejorar las condiciones de gobernabilidad.

    


    
      13 El desarrollo de esta nota aclaratoria se basa en el documento de Casilda (2004). En concordancia con lo señalado por este autor, destacamos que el Consenso de Washington se concretó en diez políticas formuladas al amparo del Gobierno de Estados Unidos, el cual contó con la concurrencia del BM, el Fondo Monetario Internacional, el Banco Interamericano de Desarrollo y la Reserva Federal de Estados Unidos, para ser ejecutadas, primero, en los países de América Latina. Se trató de políticas orientadas a la consecución, en los países de la región, de una estabilidad macroeconómica, la liberalización de la economía, la expansión del mercado, la reforma del Estado y de sus formas de gobierno, sobre todo en el campo de la regulación de la economía vigente aún en aquellos años. Sin duda, fue una apuesta de Estados Unidos por establecer una mundialización de su capitalismo, a partir de la consideración de que su enfoque y estilo de desarrollo se podía extender primero a la región latinoamericana y luego al mundo. El principal inspirador de las políticas del Consenso de Washington fue el economista John Williamson, quien planteó que los países latinoamericanos que habían orientado su proceso de desarrollo con los enfoques formulados en los años sesenta se habían estancado y tenían pocos resultados, razón por la cual necesitaban del apoyo y la cooperación de Estados Unidos, pero antes debían implementar unas políticas de ajuste y de reforma en los siguientes campos: disciplina fiscal y presupuestaria del Gobierno; introducción de cambios en las prioridades del gasto público, mediante la supresión de las ofertas generales de servicios subsidiados por el Estado y el otorgamiento de prioridades al gasto en subsidios focalizados, salud, educación e infraestructura; reforma fiscal y tributaria, de tal forma que se ampliara la base de contribuyentes y los impuestos fueran módicos; establecimiento de tasas de interés libres, lo cual requería el desmonte de la regulación financiera ejercida por el Estado y permitirle al mercado que determinara estas tasas; implantación de un tipo de cambio orientado por el mercado, con el fin de que fuera competitivo y facilitara la liberalización y el flujo de los capitales; institucionalización de un comercio libre entre los países, de tal forma que resultara posible la liberalización de las importaciones y la libertad de precios. La implantación de esta política, indicó el Consenso, necesitaba la erradicación de las políticas de protección de las industrias nacionales por parte del Estado; el desarrollo de una política de apertura a la inversión extranjera directa, la cual demandaba para su puesta en marcha el abandono de protecciones a los capitales nacionales o de cualquier intervención de las instituciones del Estado para estimular el nacionalismo económico; aplicación de una política de privatizaciones, sobre todo de las empresas públicas con el fin, por un lado, de obtener recursos producto de la venta de estas organizaciones y atender necesidades de inversión en los sectores considerados prioritarios para la inversión pública y, por otro, evitar la inversión de recursos en futuras financiaciones a este tipo de organizaciones. Además, este Consenso consideró que el sector privado era más eficiente que el público y se podían maximizar los beneficios sociales cuando las empresas públicas pasaban al sector privado; implantación de una política amplia de desregulación, debido a que los países de la región durante las décadas anteriores habían optado por la puesta en marcha de medidas de regulación que afectaban la llegada de nuevos capitales; la apertura de nuevos establecimientos económicos, restringían las importaciones y, además, a través de medidas como los subsidios, el crédito y los elevados impuestos crearon barreras a la liberalización de la economía; por último, la garantía de los derechos de propiedad. En esta época los diagnósticos realizados por las instituciones vinculadas al Consenso de Washington consideraron, además, que en los países de América Latina el derecho de propiedad no estaba garantizado lo suficiente y que era una condición asegurarlo para facilitar la liberalización de la economía y el desarrollo de los procesos que esto implicaba, la llegada de capitales, la realización de inversiones, la creación de nuevas organizaciones económicos y el desarrollo de sus operaciones productivas y comerciales. Además de esto, el Consenso creyó fundamental para el logro de sus objetivos la consecución en cada país de resultados en materia de construcción de un equilibrio económico estable y duradero; la disposición de un sector público eficiente y de un Gobierno pequeño; contar con un sector privado en expansión, moderno y eficiente; y la formulación y puesta en marcha de políticas de lucha contra la pobreza.

    


    
      14 La comprensión de esta noción requiere una precisión sobre el significado otorgado al concepto de pedagogía en esta reflexión. La pedagogía es una ciencia que tiene en la educación y la formación sus principales objetos de estudio; en su desarrollo y aplicación, busca el conocimiento comprensivo del hecho educativo y el perfeccionamiento de la formación, la cual permitirá, en palabras de Hegel, que el ser pase de una “conciencia en sí” a la “conciencia para sí”. Lo anterior supone que el sujeto conoce el mundo y asume que lo puede transformar mediante la aplicación del conocimiento aprendido. La educación, el conocimiento —saberes y cultura— y los métodos empleados en la formación son el fundamento en la construcción de la conciencia para sí. En el caso colombiano, desde el inicio de la Expedición Botánica hacia el final del siglo XVIII, los procesos de formación optaron por una educación científica y le otorgaron preeminencia a la experimentación e investigación como método de enseñanza. Estas consideraciones constituyen el colofón de nuestra tradición pedagógica. 

    


    
      15 Entre el 5 y el 9 de marzo de 1990 se realizó en Jomtien, Tailandia, la Conferencia Mundial sobre Educación para Todos, la cual contó con la participación de delegados de 155 países y de representantes de organizaciones no gubernamentales. Entre los principales objetivos de esta conferencia figuraron el acceso de todos los niños a la educación primaria y la reducción considerable del analfabetismo que afectaba a la población. El tiempo fijado para alcanzar las metas relacionadas con estos objetivos se fijó en 2000, es decir, una década después de la conferencia. Asimismo, los participantes consideraron que la educación es un derecho fundamental de las personas, las cuales tienen unas necesidades básicas de aprendizaje, de cuya atención y satisfacción debe ocuparse cada país. Precisamente, con el fin de alcanzar resultados en este campo, la conferencia adoptó el Marco de Acción para Satisfacer las Necesidades Básicas de Aprendizaje y le definió las metas por lograr y las estrategias que debía implementar. 

    

  




  
    CAPÍTULO 2 LA EDUCACIÓN EN COLOMBIA EN LA ÉPOCA DE LA GLOBALIZACIÓN


    
      1 Publicado en 2010 en la revista Actualidades Pedagógicas (55), de la Universidad de La Salle.

    


    
      2 Brater (2006) plantea que los procesos de individualización de la actualidad afectan particularmente a la juventud e inciden en la formación de este grupo de población. Al respecto, destaca cómo la individualización ocasiona el recrudecimiento de problemáticas juveniles, las cuales modifican el carácter y el significado de la juventud desde el punto de vista de la historia de vida, debido a que la juventud dejó de ser aquella etapa transitoria entre la niñez y la edad adulta, lo cual incide en la definición de los procesos de socialización, en especial de las acciones formativas desarrolladas por la educación, pues hoy no existen reglas ni instituciones claras, los valores y modelos de comportamiento son abiertos y configurables; todo es posible, ningún modelo se consolida de manera clara y duradera, y solo existen posibilidades no obligatorias de conceptos de vida y de acción entre los cuales escoger. Estas situaciones han conducido a que la juventud no pueda evaluarse con base en el cumplimiento de normas y el logro de metas preestablecidas. Todo lo anterior, entre otros aspectos, ha implicado que ser joven en la actualidad no sea más sencillo. 

    


    
      3 Un desarrollo profundo sobre este planteamiento se encuentra en Habermas (1989).

    


    
      4 Publicado en la Revista de la Universidad de La Salle, número 57. 

    


    
      5 La transformación del ser humano en persona humana es concebida por Boisier en el contexto de una concepción de desarrollo entendido “como el logro de un contexto medio, momentum, situación, entorno, o como quiera llamarse, que facilite la potenciación del ser humano para transformarse en persona humana, en su doble dimensión, biológica y espiritual, capaz, en esta última condición de conocer y de amar. Esto significa reubicar el concepto de desarrollo en un marco constructivista, subjetivo e intersubjetivo, valorativo o axiológico, y, por cierto, endógeno, o sea, directamente dependiente de la autoconfianza colectiva en la capacidad para ‘inventar’ recursos, movilizar los ya existentes y actuar en forma cooperativa y solidaria, desde el propio territorio” (Boisier, 2004b, p. 5). 

    


    
      6 Una aproximación a la noción de dignidad de la persona humana construida desde los procesos de desarrollo la presenta Francisco de Roux (S. J.), con base en su experiencia en el proyecto de Paz y Desarrolló que lideró en el Magdalena Medio. Señala este autor que “La dignidad, igual de todos los seres humanos, se da en cada persona como valor absoluto siempre. La dignidad no depende del sistema social y no se recibe del Estado, ni de ninguna institución nacional o global, religiosa o secular. La dignidad se tiene solo por ser humanos y no puede ser violada por ninguna institución. De esto se sigue como una norma ineludible el que toda persona, en todos los casos, debe ser reconocida como miembro por sí misma, y de la misma manera valiosa que cualquier otro miembro, de la comunidad humana universal e histórica” (2010, p. 235). 


       “La dignidad no puede hacerse crecer. La dignidad de las personas no aumenta por el crecimiento económico de un país, ni por los estudios que las personas hagan, ni por ser pobladores de una potencia internacional; ni es menor por ser poblador de un país pobre. La dignidad no puede ser desarrollada. Lo que se desarrolla son las condiciones para que cada persona pueda proteger y expresar su propia dignidad, de la manera como quiere vivir este valor absoluto. Estas condiciones son los derechos económicos, sociales, culturales, medioambientales y de género convertidos en realidad, en la forma como las personas de una comunidad decidan” (De Roux, 2010, p. 235). 

    

  


  
    CAPÍTULO 3 APORTES DE LA EDUCACIÓN A LA CONSTRUCCIÓN DE LA DEMOCRACIA Y AL DESARROLLO LOCAL


    
      1 Sartori (2007) considera que hay poder cuando un individuo tiene poder sobre otro porque lo obliga a hacer lo que de otra forma no haría. Sin duda, aquí el ejercicio del poder por el pueblo se ejerce sobre este mismo, en un trayecto donde el pueblo es primero gobernante y luego gobernado.

    


    
      2 Ponencia presentada en el VI Congreso Latinoamericano de Ciencia Política, organizado por la Asociación Latinoamericana de Ciencia Política (Alacip), Quito, del 12 al 14 de junio de 2012.

    


    
      3 Un análisis de los aspectos relevantes de esta crisis puede consultarse con mayor detalle en Botero (1987) y en Uribe (1982). Precisamente, las consideraciones sobre la crisis del municipio colombiano en la época, presentadas aquí, se basan en los planteamientos de estos documentos. 

    


    
      4 Una descripción y análisis de este proceso y de su desenvolvimiento hasta los años sesenta se encuentra en Escobar (1999).

    


    
      5 Estos resultados se refieren a lo siguiente: la formación de capacidades que permitan a los actores del territorio local la negociación de proyectos de desarrollo y el uso de instrumentos para llevarlos a cabo; la negociación de la reinversión de excedentes en el territorio de acuerdo con las expectativas económicas del territorio y de las fuerzas sociales interesadas en el futuro del territorio; la formación de una capacidad del sistema que genere sus propios impulsos tecnológicos de cambio y produzca modificaciones cualitativas, y la generación de identidad socioterritorial, mediante la recuperación de la cultura local y la construcción de una retórica colectiva que incluya un ethos, un pathos y un logos (Boisier, 2005). 

    


    
      6 Ponencia presentada en el XXVII Congreso de la Asociación Latinoamericana de Sociología (ALAS), Buenos Aires, Argentina, del 31 de agosto al 4 de septiembre de 2009. Publicada en Memorias del XXVII Congreso ALAS (2009).

    


    
      7 El concepto de sistema adoptado en este documento es de tipo técnico o institucional, como lo propone Michel (1996), para quien el sistema educativo es “el conjunto de actores, estructuras o dispositivos de formación inicial y continua de la Educación Nacional y del sector privado concertado” (p. 15).

    


    
      8 Según la Constitución Política de 1991, el municipio es una entidad territorial a la cual le corresponde prestar los servicios públicos, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes.

    


    
      9 “Institución educativa es un conjunto de bienes y personas promovida por las autoridades públicas o particulares, cuya finalidad será prestar un año de educación preescolar y nueve grados de educación básica como mínimo, y la media. Las que no ofrecen la totalidad de dichos grados se denominarán centros educativos y deberán asociarse con otras instituciones con el fin de ofrecer el ciclo de educación básica completa a los estudiantes. Deberán contar con licencia de funcionamiento o reconocimiento de carácter oficial, disponer de la infraestructura administrativa, soportes pedagógicos, planta física y medios educativos adecuados. Las instituciones educativas combinarán los recursos para brindar una educación de calidad, la evaluación permanente, el mejoramiento continuo del servicio educativo y los resultados de aprendizaje, en el marco de su Programa Educativo Institucional. Las instituciones educativas estatales son departamentales, distritales o municipales” (Ley 715 de 2001, artículo 9).

    


    
      10 El proceso educativo, según Vasco (1990), se refiere a las prácticas formativas (no institucionalizadas) o educativas (institucionalizadas). Estas prácticas hacen parte de otros procesos sociales desarrollados por el sistema social y las relaciones de interdependencia entre subsistemas sociales, por eso es difícil delimitar o aislar lo educativo. Asimismo, anota el autor que en el proceso educativo institucionalizado desarrollado por el sistema educativo es posible distinguir las siguientes relaciones: maestro-alumnos(s); maestro-microentorno(s); alumno-microentorno(s), y las relaciones de maestro y alumnos con el macro entorno, y con los saberes construidos socialmente, los cuales circulan en la sociedad.

    


    
      11 Definida en la Ley 715 de 2001 así: “[…] Administrar la educación en los municipios es organizar, ejecutar, vigilar y evaluar el servicio educativo; nombrar, remover, trasladar, sancionar, estimular, dar licencias y permisos a los docentes, directivos docentes y personal administrativo; orientar, asesorar y en general dirigir la educación en el municipio; todo ello de acuerdo con lo establecido en la presente Ley, el Estatuto Docente […]”.

    


    
      12 Es una decisión administrativa que da cuenta del cumplimiento, por parte del municipio, de los requisitos exigidos para asumir las competencias en educación. La formaliza un acto administrativo que reconoce el desarrollo institucional y la capacidad técnica del municipio para asumir las competencias en educación, prestar el servicio educativo y aportar resultados a los objetivos y metas de los planes de desarrollo y de educación.

    


    
      13 Es la principal alternativa que se aplica y consiste en “[…] unificar establecimientos educativos del mismo o diferente nivel para fortalecer o conformar un establecimiento con unidad administrativa y de recursos, orientado por un solo proyecto educativo institucional” (DNP y MEN, 2001, p. 13). 

    


    
      14 Establece una jornada escolar anual de cuarenta semanas y fija las siguientes intensidades horarias mínimas por semana y año: primaria 25 y 1000; secundaria y media 30 y 1200. Fija la jornada laboral de docentes en mínimo ocho horas diarias, de las cuales seis deben laborarse en la institución y las dos restantes, dedicadas a atender actividades curriculares complementarias, dentro o fuera de la institución.

    


    
      15 Señala que cada institución educativa tendrá una administración orientada por un rector; los centros educativos rurales con mínimo 150 estudiantes tendrán un director sin asignación académica; los coordinadores se determinarán según el número de estudiantes; además, fija el promedio de alumnos por docente en mínimo 32 en la zona urbana y 22 en la rural. Por grupo, en la educación preescolar y en la básica primaria debe haber un docente, en la básica secundaria y media académica 1,36 docentes y en la educación media técnica 1,7 docentes.

    


    
      16 El Decreto 1850 determina las siguientes: administración del proceso educativo, preparación de tareas académicas, evaluación, calificación, planeación, disciplina y formación de alumnos, reuniones de profesores, dirección de grupo, atención de la comunidad, especialmente padres de familia; actividades formativas, culturales y deportivas contempladas en el Proyecto Educativo Institucional (PEI); realización de actividades vinculadas con organismos o instituciones del sector que incidan en la educación, actividades de investigación y actualización pedagógica relacionadas con el PEI, actividades de planeación y evaluación institucional. 

    

  


  
    CAPÍTULO 4 LA EDUCACIÓN SUPERIOR RURAL Y EL DESARROLLO TERRITORIAL


    
      1 Ponencia presentada en el I Congreso Latinoamericano de Teoría Social, organizado por el Instituto de Investigaciones Gino Germani de la Facultad de Ciencias Sociales, de la Universidad de Buenos Aires, Argentina, y el Grupo de Estudios sobre Estructuralismo y Posestructuralismo, Buenos Aires, del 19 al 21 de agosto de 2015.

    


    
      2 En este contexto, la importancia del concepto de vínculo social radica en que es fundamental para la estructuración y desarrollo de una acción social orientada al cambio social y la producción del orden social. En otro trabajo hice referencia al concepto de vínculo social en los siguientes términos: “el vínculo social, como lo señala Nisbet (1975), está constituido por los mecanismos y procesos a través de los cuales los seres humanos llegan a ser miembros del orden social y se mantienen como tales. Dichos mecanismos y procesos están integrados por las pautas de interacción social, los agregados sociales, los sistemas de autoridad, los roles sociales, el status y las normas. Aquí vale la pena hacer una pequeña digresión sobre el significado de lo social, concepto del cual Max Weber plantea que está determinado por el “sentido mentado” de nuestras acciones, el cual se relaciona con el sentido real o supuesto que los otros imprimen a sus acciones, tanto pasadas, como presentes o futuras. Por esta razón, no todas las acciones humanas son sociales, y podríamos decir que sólo lo son aquellas orientadas por las acciones de otros” (Lozano, 2010, p. 138).

    


    
      3 Este concepto desarrollado en la teoría sociológica clásica y contemporánea ha sido retomado hace poco por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) en los estudios sobre la realidad de los países de América Latina, y le ha otorgado una resignificación. Al respecto, esta institución ha vinculado la cohesión social con la formación de capital social, entendiendo este capital como la capacidad para el manejo de normas y el avance en la construcción de redes de confianza, las cuales son fundamentales en el fortalecimiento de la acción colectiva y el desarrollo de relaciones sociales fundadas en la reciprocidad. De igual forma, la Cepal relaciona la cohesión social con la integración social. Precisamente, a través de esta integración sugiere que opera la participación de las personas en los niveles mínimos de bienestar alcanzados en un país. Esta participación propone que la integración social debe darse en condiciones de equidad y de justicia social. Por último, la Cepal (2007) relaciona la cohesión social con una ética social que ayuda a la conformación de una comunidad de valores, a la construcción de consensos con respecto a mínimos normativos y sociales, y al desarrollo de relaciones sociales orientadas por la solidaridad.

    


    
      4 La elaboración del contenido de este ítem se basa en su totalidad en el documento elaborado por la Universidad de La Salle titulado Una Utopía nacional: hacia un modelo de educación superior rural para la paz y el posconflicto, el cual corresponde al informe final de una asesoría técnica al Ministerio de Educación Nacional. Este documento fue publicado por el MEN y la Unisalle en el 2014.

    


    
      5 Ponencia presentada en el XXIX Congreso de la Asociación Latinoamericana de Sociología que se llevó a cabo en Santiago de Chile, del 29 de septiembre al 4 de octubre de 2013. El texto es producto del debate sobre teoría social relacionada con el desarrollo y la educación superior.

    


    
      6 La competitividad, señala Tünnermann (2002), “implica incorporar el progreso técnico a la actividad productiva. Hoy en día no solo compiten los aparatos económicos y las empresas, sino también las condiciones sociales, los sistemas educativos y las políticas de desarrollo científico y tecnológico. En realidad, es la sociedad entera, el país mismo, quien compite y no sólo el sector empresarial” (p. 9).

    


    
      7 En relación con esta formación, Ortega y Gasset (1992) hizo unas precisiones que conviene destacar. En primer lugar, señaló que se entiende por “Universidad, stricto sensu, la institución en que se enseña al estudiante medio a ser un hombre culto y un buen profesional” (p. 73), para lo cual debe ocuparse del conocimiento de las “disciplinas de la cultura y los estudios profesionales que serán ofrecidos en forma pedagógicamente racionalizada —sintética, sistemática y completa—, no en la forma que la ciencia abandonada a sí misma preferiría: problemas especiales, ‘trozos’ de ciencia, ensayos de investigación” (p. 73). En segundo lugar, agrega este autor: “a) La Universidad consiste, primero y por lo pronto, en la enseñanza superior que debe recibir el hombre medio. b) Hay que hacer del hombre medio, ante todo, un hombre culto —situarlo a la altura de los tiempos—. Por tanto, la función primaria y central de la Universidad es la enseñanza de las grandes disciplinas culturales” (p. 53). Estas disciplinas, señala Ortega y Gasset, son la física, biología, historia, sociología y filosofía. Por último, plantea que a través de la educación “hay que hacer del hombre medio un buen profesional. Junto al aprendizaje de la cultura, la Universidad le enseñará, por los procedimientos intelectualmente más sobrios, inmediatos y eficaces, a ser un buen médico, un buen juez, un buen profesor de Matemáticas o de Historia en un Instituto” (p. 54). 
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